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Nosotros los pueblos de las Naciones Unidas, resueltos a preservar a las generaciones 
por venir del flagelo de la guerra que dos veces durante nuestra vida prodigó a la 
Humanidad sufrimientos indecibles, a reafirmar la fe en los derechos fundamentales del 
hombre, en la dignidad y el valor de las personas, en la igualdad de derechos de 
hombres y mujeres y de las naciones grandes y pequeñas, a crear condiciones bajo las 
cuales puedan mantenerse la justicia y el respeto a las obligaciones internacionales, a 
promover el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro de un concepto cada vez 
más amplio de libertad, a practicar la tolerancia y convivir en paz como buenos vecinos, 
a unir nuestras fuerzas para el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, a 
asegurar que no se usará la fuerza armada sino en servicio del interés común, y a 
emplear un mecanismo internacional para promover el progreso económico y social de 
todos los pueblos, hemos decidido aunar nuestros esfuerzos para realizar estos 
designios. 
Por lo tanto, establecemos una organización internacional que se denominará Naciones 
Unidas. 
 

Carta de San Francisco, 1945 (Preámbulo) 
  
 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
Código de Derechos  Humanos1 

 
• Opinión liminar sobre el Código de Derechos Humanos 

 
Este Código fue elaborado para su tratamiento por los parlamentos de las 

Naciones de acuerdo a la Carta de las Naciones Unidas y la Carta Internacional de 
Derechos Humanos. 
 

Si bien asume en general los contenidos esenciales de los tratados internacionales 
en la materia, sus derechos, garantías, declaraciones y principios fueron desarrollados de 
acuerdo a las circunstancias del tercer milenio y la jurisprudencia de los tribunales y 
cortes internacionales en materia de derecho civiles. 
 

El proyecto es particularmente perseverante respecto de la puesta en marcha de 
nuevos derechos sociales y del trabajo, con proposiciones vinculadas al progreso 
pedagógico, la lucha contra el hambre y la preservación perpetua de la paz. Se trata de 
acortar —hasta un punto inapreciable— la brecha de la desigualdad. 
 

El texto establece un sistema de solidaridad social basado en las escuelas 
públicas, convirtiéndolas en el eje cívico y político de la sociedad. Las escuelas deben 
asegurar alimentación y nutrición integral, educación mental y psicofísica, salud familiar 
y asistencia social, civil, jurídica, psicológica e integral gratuitas para las familias, desde 
el nacimiento de los niños y durante todos años de la educación primaria y media. 
Es nuestro deber —como señaló el Papa Francisco en su Exhortación Apostólica 
Evangelii gaudium de noviembre de 2013— la erradicación final de la miseria, el 
analfabetismo, la desnutrición  y la ignorancia; este desarrollo vincula a la nutrición con 
el saber y la perspectiva vital. El mandato bíblico de crecer y multiplicarnos no nos invita 
a ser más gordos y muchos: implica crecer en el saber y multiplicar la libertad. 
 

Somos libres por la perseverancia en el saber; pero también es preciso liquidar la 
miseria: un niño con hambre está por debajo de la libertad. A un hombre fuerte y 
humillado por la pobreza, la libertad le da miedo en vez de ganas. 
 

La centralidad de la pedagogía es un canon que resuena en todo este Código como 
una letanía pues puede hacernos emerger de la sombra pesada del saber desechable. 
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La tarea es compleja: vivimos una era hipercomunicada en la cual el saber y el 
conocimiento fueron reemplazados por un impostor ilustre: una masa móvil de 
información descartable formada por tonterías animadas que fluye por canales 
cibernéticos. 
 

Es el hipnotismo nuevo de la sociedad de control que  masifica y aplasta la 
voluntad y el saber con una catarata de comunicación inútil y despersonalizada que va 
nadando en la Internet. 
 

Ya no se trata de la verdad, el amor o la libertad, sino de satisfacer la ansiedad 
instantánea de comunicarse con un ser o un noticia virtuales; el espejismo cura la soledad 
inmediata pero condena a los hiperconectados, desde muy niños, a una incapacidad 
olímpica para relacionarse seriamente con el otro y desarrollar esa abstracción que en el 
siglo XX llamábamos inteligencia. No es sólo el final de la poesía, sino también la 
fulminación de la libertad individual. 
 

Gilles Deleuze describió esta catástrofe después de Michel Foucault: la sociedad 
de control, típica del siglo XX, estaba centrada en el encierro: la familia, la escuela, el 
cuartel, la fábrica; cada tanto, el hospital, el hospicio y el psicoanálisis; finalmente, la 
cárcel: el epítome del panóptico. 
 

La sociedad del siglo XXI está esclavizada de un modo peor: es una “esclavitud 
fluyente” como un preso que lleva una pulsera magnética. Las personas creen que son 
libres (como en “La Naranja Mecánica”) porque pueden “conectarse” a algo: a la TV, a la 
Internet, a la comunicación celular, a los psicotrópicos, a las drogas duras o al alcohol. 
 

Cualesquiera de esas cosas son lo mismo y da igual: juntas, generan una sociedad 
hipnoide cuya imbecilidad fundamental consiste en no advertir de ningún modo posible 
que está siendo controlada y observada por un flujo informativo idiotizante que no sólo es 
ensordecedor: también es único. 

 
No hay otra voz que la que se oye y no se puede oír otra cosa. Es ésta la época del 

pensamiento único en tránsito continuo, la sociedad postrada por la masa informativa 
fluyente, y la inmovilización ante la novedad instantánea, que es reemplazada minuto a 
minuto por otra novedad absurda que es obligatorio conocer. 

 
Cualquier discusión, confrontación o protesta es aplastada de inmediato por una 

novedad insignificante cuya dimensión aparente puede liquidar la capacidad de inteligir. 
A diferencia de otros textos legales, éste prevé la puesta en marcha de los derechos 
enunciados a través de un sistema tenaz de vigilancia y reglamentación. 



 
No se ha seguido la tradicional nomenclatura de derechos de primera, segunda y 

tercera generación, pues dicha distinción responde a un criterio historicista de los que los 
derechos carecen. 

 
Hemos preferido una relación en la secuencia de derechos que los vincule por su 

naturaleza temática en orden a preocupaciones esenciales. 
 
Una implementación novedosa es la introducción de las reglas de la sana crítica 

como formas de actuación por parte de los magistrados en ciertos casos, por cuanto la 
carencia de derechos humanos, en tanto su relevancia, no puede aguardar formalidades 
específicas habitualmente morosas. 

 
Nadie es tan indigno para que sus derechos puedan ser demorados por razones 

rituales o supuesta oscuridad de las normas. 
 
Habiendo jueces, no hay lagunas en el derecho, ni oscuridad legal que no pueda 

resolverse de inmediato en beneficio de las personas; los jueces son jueces y siguen 
siendo jueces precisamente porque se comportan como jueces, y no pueden alegar 
oscuridades o carencias normativas que lucen como excusas y retaceos del derecho. 
Valéry diría “qui s’excuse, s’accuse”, quien se excusa se acusa. Un juez que no se 
comporta como tal, deja de serlo. 
 

Esta modalidad pusilánime del juez que desconoce o  descarta el poder que tiene 
y, por lo tanto, decide no ejercerlo —porque no puede, no quiere o no sabe hacerlo— ha 
sido extensamente desarrollado en El Poder de los Jueces2. 

 
Las menciones a la guerra, la tortura, el genocidio, la desaparición de personas o 

los tormentos son actos reflejos y precisos en una sociedad demasiado joven para haber 
padecido miserias tan deleznables. 

 
El apego persistente a la paz es su acto inverso y su resignado triunfo. 

 
Este proyecto no fue requerido por nadie. Lo debo al ocio interminable y al deseo 

de que los derechos fundamentales encuentren cada vez una protección más adecuada. 
 

Obré solo y carezco felizmente de cómplices. 
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Corría 1990 y con Germán J. Bidart Campos escribimos el primer manual de 
derechos humanos para la cátedra: Principios de Derechos Humanos y Garantías (“Para 
usted es este libro, Dr. Carlos S. Fayt, para usted y su elegante generosidad” inscribimos 
en la primera de sus páginas). 
 

En ese texto desesperábamos de los jueces que sentenciaban sin tener en cuenta 
los derechos y garantías emergentes de los tratados internacionales, como si no existieran 
por el hecho material de no ser derecho interno. 
 

Con ironía, solíamos decir que el colmo sería tener que reglamentarlo todo en un 
Código de Derechos  Humanos. 
 

Voilá. 
 

La gigantesca sombra de otro maestro me recuerda el deber de sentir que esta obra 
es deleznable. Alfredo Orgaz solía señalar que nada había más triste que escribir sobre 
derechos humanos, ya fuera un artículo o un tratado multilateral; en cualesquiera de los 
casos significaba que verdades muy sencillas para la historia de la humanidad como no 
matar, no torturar o evitar la miseria requerían de complejas exposiciones teóricas. 
 

De algún modo hemos llegado a las orillas de la vergüenza. 
 

Pero el mundo es éste y es uno, y su protección es un deber para nosotros. 
 

Escribo resignadamente. En toda obra de este linaje la derrota está descontada. 
 

Al cabo de los años nada me cuesta advertir que toda obra humanitaria está 
destinada al fracaso. La flecha nunca da en el blanco: Sócrates no puede evitar la cicuta, 
Ulises no puede sentir que ha regresado del todo a Ítaca, Aquiles no advierte que se ha 
vengado, el hijo de Dios cuelga —culpable— de una cruz escarnecida, Alonso Quijano 
no logra ser Don Quijote, el genial bufón Garrick se quita la vida, la libertaria Revolución 
Francesa termina coronando a un tirano psicópata. 
 

El lector desprevenido puede sumar a esta serie infinita otras previsibles 
desolaciones; como en la aporía de Zenón de Elea, somos la tortuga que —parábola del 
tiempo— nunca llega a destino. 
 

En el año 48 Julio César decidió ayudar a Cleopatra contra su hermano Ptolomeo, 
y para consumar su bondad incendió una flota egipcia con 400.000 libros destinados a la 
Biblioteca de Alejandría; años más tarde el Califa Omar incendió la biblioteca completa 



atrapado por un anatema: los libros que repiten el Corán son superfluos y deben 
desaparecer, los que lo contradicen son heréticos y deben desaparecer. 
 

Mentimos que esos hechos nos parecen escandalosos: dos mil años después la 
bomba estalla en Hiroshima: hay que entender de una vez que la Historia no enseña nada 
de nada, y que no logramos ser mejores personas de ninguna manera. 
 

Y sin embargo, mientras exista la inocente mirada de la niñez, todo esfuerzo 
valdrá la pena una vez más. 
 
D.E.H. 
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Código de Derechos Humanos 
 
 

• PRIMERA PARTE PRINCIPIOS GENERALES 
 

Libro primero 
 

PRO LIBERTATIS 
 

• Título I.— Derechos implícitos 
 

Art. 1.— Toda persona goza de los derechos y libertades normados por este 
Código, sin distinción alguna de nacimiento, color, etnia, nacionalidad, lengua o idioma; 
religión, ideología, opinión política, gremial o cualquier opinión en general; género, 
identidad de género o su expresión; orientación sexual, edad, estado civil, responsabilidad 
familiar, trabajo u ocupación; caracteres físicos, capacidad psicofísica, condición de 
salud, origen o perfil genético; posición económica, condición social o cualesquiera otras 
condiciones. 
 

Art. 2.— Toda persona goza de los derechos enunciados por este Código, sin 
desmedro de los derechos emergentes de las implicitudes y silencios de la Constitución 
reconocidos como derechos implícitos. 
 

Art. 3.— Cualquiera restricción al goce absoluto de la libertad debe fundarse en 
ley y conformarse al principio de no discriminación e igualdad ante la ley tal como este 
Código los define. 
 

Art. 4.— La reglamentación de cualquier derecho, reconocido por este Código o 
implícito en él, será nula si obstaculizare el pleno goce del derecho que se reglamenta. 

 
• Título II.— La discriminación 

 
Art. 5.— Son actos de discriminación los que tuvieren por objeto o por resultado 

impedir, obstruir, restringir o de cualquier modo menoscabar el ejercicio igualitario de los 
principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en una ley, un tratado, en la 
Constitución o en este Código. 
 

Art. 6.— Son discriminatorios los actos, omisiones, distinciones, exclusiones, 
restricciones o preferencias basados en razones de color, etnia, nacionalidad, lengua o 
idioma; religión, ideología, opinión política, gremial o cualquiera opinión en general; 



género, identidad de género o su expresión; orientación sexual, edad, estado civil, 
responsabilidad familiar, trabajo u ocupación; caracteres físicos, capacidad psicofísica, 
condición de salud, origen o perfil genético; posición económica o condición social. La 
presente enumeración no es taxativa. 
 

Art. 7.— No son discriminatorias las medidas de acción  positiva. 
 

Art. 8.— La discriminación por la causa que fuere, será reparada con una 
indemnización que se fijará para cada caso según sea su gravedad. 
 

Art. 9.— El actor de cualquiera discriminación, por acción u omisión, está 
obligado a cesar en su realización y a reparar los daños morales, psicológicos y 
materiales ocasionados. 
 

Art. 10.— Es obligatorio exhibir en el ingreso de todos los locales comerciales y 
oficinas públicas, en forma clara y visible, el texto del artículo precedente. 
 

Art. 11.— Elévanse en un medio el mínimo y el máximo de la escala penal de 
todo delito reprimido por la ley penal cuando sea motivado por discriminación. En 
ningún caso se podrá exceder del máximo legal de la especie de pena de que se tratare. 
 

Título III.— Principio pro persona 
 

Art. 12.— Las normas de este Código serán interpretadas por los legisladores y el 
Poder Ejecutivo al momento de reglamentar sus derechos, y por los jueces al momento de 
sentenciar conforme a ellos, del modo más favorable a la protección más amplia y 
generosa de los derechos humanos. 
 

Art. 13.— En caso de duda se interpretará lo que sea más beneficioso para los 
derechos de las personas y, en los casos particulares, se protegerá el derecho del más 
vulnerable. 
 

Art. 14.— Los derechos humanos son interdependientes. El ejercicio de 
cualesquiera de ellos no puede implicar la negación de otros. En casos de conflicto entre 
derechos se interpretará conforme al principio pro persona. 
 

Art. 15.— Los derechos no enunciados en el presente Código no implican una 
negación a su reconocimiento. 
 

• Libro segundo 



 
PROCEDIMIENTOS ESPECIALES 

 
Título IV.— Interpretación y vigencia de este Código 

 
Art. 16.— El Estado se obliga solemnemente a desarrollar reglamentaria, 

legislativa y jurisprudencialmente todos los derechos y garantías que se celebran en este 
Código. 
 

Art. 17.— Sin desmedro del deber gubernamental de aplicar, hacer cumplir y 
desarrollar los derechos y garantías de este Código, todos los órganos de gobierno 
contribuirán a la plena aplicación de las disposiciones del presente mediante la 
cooperación, promoción y asistencia técnica. 
 

Art. 18.— Las asociaciones no gubernamentales e intergubernamentales podrán 
colaborar y cooperar en la aplicación y el desarrollo de los derechos y garantías 
mencionados en el artículo precedente a través de la cooperación, la promoción y la 
asistencia técnica, según lo establezca la reglamentación del presente. 
 

Art. 19.— Los derechos reconocidos en el presente Código constituyen las 
normas mínimas para la supervivencia, la dignidad y el bienestar de las personas. 
 

Art. 20.— Nada de lo contenido en el presente menoscaba o suprime los derechos 
que las personas tienen en la actualidad o pudieren adquirir en el futuro como mejor 
derecho. 

 
Art. 21.— En el ejercicio de los derechos enunciados en el presente, se respetan 

los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos. 
 
Art. 22.— Los derechos establecidos en el presente Código están sujetos 

exclusivamente a las limitaciones determinadas por la ley. Estas limitaciones no pueden 
ser discriminatorias y podrán ser sólo las estrictamente necesarias para garantizar el 
reconocimiento y respeto debidos a los derechos y las libertades de los demás y para 
satisfacer las justas y más apremiantes necesidades de una sociedad democrática. 

 
Art. 23.— Las disposiciones enunciadas en el presente Código se interpretarán 

con arreglo a los principios de la justicia, la democracia, el respeto de los derechos 
humanos, la igualdad, la no discriminación, el buen gobierno y la buena fe. 

 



Art. 24.— Si el Estado celebrare un tratado internacional que resultare 
ampliatorio de alguno de los derechos referidos en este Código, o la Justicia realizara una 
interpretación más amplia de los mismos de la que establece este texto, se considerará 
modificado el Código en el sentido del derecho más amplio, y no podrá volverse al 
criterio más restringido. 

 
Art. 25.— Este Código conservará su vigencia aún en caso de que fuere derogado 

por la fuerza. En dicho caso los autores de su derogación ilegal serán juzgados bajo la 
responsabilidad y pena de quienes tomaren las armas contra el Estado. 
 

• Título V.— Deberes de los jueces. 
 

Las reglas de la sana crítica 
 

Art. 26.— Los jueces aplicarán los derechos enunciados y los derechos implícitos 
de este Código, según los principios generales del derecho, el principio de equidad, las 
reglas de la sana crítica, del mejor entendimiento societario y el principio de no 
discriminación. 
 

Art. 27.— Ante cualquier entuerto judicial prevalecerán las normas de este 
Código. Los jueces, de acuerdo a la prevalencia  del valor justicia y a las mencionadas 
reglas de la sana crítica, no podrán alegar dificultades procesales para la aplicación 
directa de los derechos humanos. 
 

Art. 28.—  Las decisiones de la Corte Suprema de Justicia en materia de derechos 
humanos tendrán efecto erga omnes y serán de aplicación obligatoria para todos los 
jueces, de cualquier  fuero y jurisdicción. 
 

Art. 29.— El exceso ritual manifiesto, notorio rigorismo formal, excesivo o 
injustificado rigor formal, excesivo apego al texto de las formas, aplicación mecánica de 
las normas adjetivas, frustración ritual del derecho, rigorismo procesal irrazonable, 
ritualismo estéril, renuncia consciente a la verdad objetiva, predominio exagerado de las 
formalidades, ciego ritualismo o desnaturalización de las formas procesales que impida 
judicialmente la aplicación rápida de los derechos emergentes de este Código, será 
entendido como un acto de consciente denegatoria de justicia. 
 

Art. 30.— Los jueces deben aplicar de oficio los derechos y garantías emergentes 
de este Código. 
 



Art. 31.— El juez que no aplicare los derechos y garantías emergentes del 
presente Código de acuerdo a lo establecido en este Título, comete delito de prevaricato. 
 
 

• Libro tercero 
 

PROMOCIÓN Y GOCE DE DERECHOS HUMANOS 
 

Título VI.—  Promoción de los derechos humanos 
  
 

Art. 32.— A través de la Organización de las Naciones Unidas, la Organización 
de Estados Americanos, la Unión Europea y otros organismos internacionales que 
surgieren de tratados multinacionales vigentes, se remitirá a todos los parlamentos una 
copia fiel de este Código, ofreciéndolo para discutirlo y celebrarlo, y con el objeto de 
difundir y propagar la defensa común de los derechos humanos de acuerdo a la Carta de 
las Naciones Unidas y la Carta Internacional de Derechos Humanos. 
 

• Título VII.— Enseñanza y difusión de los derechos humanos 
 

Art. 33.— El presente Código será de lectura y estudio obligatorios en las 
asignaturas correspondientes de la enseñanza primaria y media. El Estado garantizará su 
incorporación en los programas de estudio, así como también la divulgación gratuita de 
este Código en dichos institutos educativos. 
 

Art. 34.— El Estado dispondrá de la distribución gratuita de este Código en los 
lugares que se estime corresponda. 
 

Art. 35.— El Estado difundirá a través de todos los medios de comunicación 
escritos y audiovisuales de alcance nacional, y las provincias en los mismos medios de su 
jurisdicción, el presente Código en su totalidad. Se preverá una difusión de este texto 
amplia y gratuita en todo el territorio nacional, y su disponibilidad virtual. 
 

• Título VIII.— Goce de derechos humanos 
 

Art. 36.— Si el real ejercicio y goce de los derechos humanos aquí reconocidos 
no estuviere dispuesto por decisiones legislativas o de otro carácter, se adoptarán dichas 
medidas para hacer efectivos tales derechos y libertades. 
 



Art. 37.— Toda persona tiene derecho a que se establezca un orden normativo, 
jurisprudencial y político en el que los derechos y libertades proclamados en este Código 
se hagan plenamente efectivos. Los poderes legislativos y ejecutivos podrán ser objeto 
del derecho de petición, y los jueces entenderán en los reclamos que se realicen 
invocando el presente artículo, sin desmedro de lo establecido en el Libro Vigésimo 
Sexto de este Código –“El Derecho a tener Derechos”-. 

 
Art. 38.— El Estado tiene la responsabilidad primordial y el deber de proteger, 

promover y hacer efectivos todos los derechos humanos y las libertades fundamentales, 
entre otras cosas, adoptando las medidas necesarias para crear las condiciones sociales, 
económicas, políticas y de otra índole, así como las garantías jurídicas requeridas para 
que toda persona sometida a su jurisdicción, individual o colectivamente, pueda disfrutar 
en la práctica de aquellos derechos y libertades. 
 

Art. 39.— Los poderes del Estado tomarán medidas específicas para asegurar la 
igualdad; en especial: 

1 El derecho a la igualdad de tratamiento en los tribunales y todos los demás 
órganos que administran justicia; 

2 El derecho a la seguridad personal y a la protección del Estado contra todo 
acto de violencia o atentado contra la integridad personal cometido por agentes públicos 
o por cualquier individuo, grupo o institución; 

3 Los derechos civiles y políticos en general; y en particular el derecho de 
participar activamente en la vida política, habilitando nuevas vías de participación 
ciudadana en la actividad de los municipios y provincias, en el gobierno de la Nación, en 
la actividad de sindicatos y gremios, en las escuelas, colegios y universidades, y en las 
empresas de servicios públicos. 
 

4 Los derechos económicos, sociales y culturales; en particular: 
 

a) El derecho al trabajo, a la libre elección del trabajo, a condiciones 
equitativas y satisfactorias del trabajo, a la protección contra el desempleo, a igual 
salario por trabajo igual y a una remuneración equitativa y satisfactoria; 

 
b) El derecho a fundar sindicatos y a sindicalizarse; 

 
c) El derecho a la participación en las ganancias de las empresas, con 

control de la producción y colaboración en la dirección. 
 

d) El derecho a la vivienda digna; 
 



e) El derecho a la salud pública, la asistencia médica, la seguridad 
social y los servicios sociales universales; 

 
f) El derecho a la educación y la formación profesional; 

 
g) El derecho a participar, en condiciones de igualdad, en las 

actividades culturales. 
 

h) El derecho a la renta garantizada. 
 

              5. El derecho a la libertad de consciencia y a la práctica de religiones, 
asegurando en todo tiempo y lugar la libertad religiosa, el diálogo interreligioso y el 
ecumenismo. Ninguna institución religiosa  podrá ser perseguida, prohibida, inhibida, 
imposibilitada o menoscabada por los poderes públicos, a reserva de los cultos sectarios 
que promueven la discriminación, el odio interreligioso y el fanatismo violento. 
  
 

Art. 40.— El Estado tomará medidas inmediatas y eficaces en las esferas de la 
enseñanza, la educación, la cultura y la información, para combatir los prejuicios que 
conduzcan a la discriminación en cualesquiera de sus formas y para promover la 
comprensión, la tolerancia y la amistad entre los diversos grupos sociales, así como para 
propagar los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas, de la 
Declaración Universal de Derechos Humanos, de la Declaración de las Naciones Unidas 
sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial, del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos y sus dos Protocolos Facultativos, del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y de toda otra convención 
o tratado en materia de derechos humanos cuya divulgación se considere valiosa a los 
fines del presente Código. Asimismo el Estado velará por el cumplimiento de lala 
Convención de Viena, en tanto estipula que todas las convenciones, pactos y tratados 
celebrados rigen y vigen sin necesidad de reglamentación, interpretación o control 
jurisdiccional. Los derechos humanos son siempre autoaplicables. 
 
 

 
• SEGUNDA PARTE 

 
DERECHOS  FUNDAMENTALES,  PRINCIPIOS, 

 
• DECLARACIONES Y GARANTÍAS 

 



Libro cuarto 
 

LAS PERSONAS 
 

Título IX.— La vida 
 

Art. 41.— El derecho a la vida es inherente a la persona. Este derecho está 
protegido por la ley a partir del momento de la concepción. La interrupción del embarazo 
sólo será posible por razones terapéuticas. Cuando el embarazo haya sido producto de 
una violación los jueces podrán evaluar las circunstancias de la víctima y decidirán sobre 
la evolución del embarazo. 
   

Art. 42.— Nadie podrá ser privado de la vida. 
 

Art. 43.— La muerte no puede establecerse como pena, en ningún caso. 
 

Art. 44.—  Cuando la privación de la vida constituya delito    de 
genocidio se estará al cumplimiento de las obligaciones exigidas por las disposiciones de 
la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio. 
 

Art. 45.— La ley establecerá pautas y límites bioéticos a los medios tecnológicos 
para la procreación y preservación de la vida. En especial, quedan prohibidos los 
experimentos   biotecnológicos tendientes a “mejorar” la especie bajo el pretexto de 
lograr un individuo presuntamente mejor a otros, tal como se establece en el Libro 
Vigésimo Primero (El progreso científico), Título LXXXIV (Utilización del progreso 
científico), artículo 527 de este Código. 
 

Art. 46.— La ley podrá establecer el derecho a la muerte asistida en casos de 
muerte cerebral y sufrimientos dramáticos, prolongados, insoportables, científicamente 
incurables y en absoluto irreversibles, siempre con especial atención a los principios 
éticos y morales que caben ante la interrupción de una vida.  
 

Art. 47.— El Estado estimulará el crecimiento de la población en todo tiempo y 
en todo el territorio nacional, ofreciendo planes de traslados voluntarios a zonas 
despobladas con ventajas y beneficios fiscales y de otra clase que se fijarán. Queda 
prohibido para siempre establecer límites al crecimiento o regular la fertilidad natural. 
 

• Título X.— El nombre 
 



Art. 48.— Toda persona tiene derecho a un nombre propio y a los apellidos de 
sus padres o al de uno de ellos, en el orden que desee, sea natural o adoptiva. 
 

Art. 49.— Los nombres propios pueden cambiarse a simple solicitud de quien lo 
solicitare, siempre que sea mayor de edad; al hacerlo exhibirá un certificado de 
antecedentes penales, cuyo contenido no influirá en el cambio requerido. El organismo de 
registro de nombres de personas informará del cambio de nombre a las autoridades 
fiscales, electorales y a la autoridad monetaria; y, si fuere preciso, a las autoridades 
judiciales o ejecutivas intervinientes según el certificado de antecedentes exhibido. 
 

Art. 50.— Rige libertad para llamarse con el nombre que se escoja con albedrío. 
 

• Título XI.— La libertad y la igualdad 
 

Art. 51.— Todas las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos y 
deben comportarse fraternalmente las unas con las otras. 
 

Art. 52.— Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. 
 

Art. 53.— Quienes ingresan al territorio nacional sin haber nacido en él gozan de 
las mismas condiciones precedentemente señaladas. 
 

Art. 54.— Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen 
derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley. 
 

Art. 55.— Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por sentencia 
fundada en ley. 
 

Art. 56.— Nadie puede ser privado de los beneficios de la igualdad ante la ley, 
ante el Estado, ante la justicia y ante el prójimo. 
 

Art. 57.— Todo trato privilegiado es ilegal e irritante al principio de igualdad. 
 

Art. 58.— No existen las prerrogativas de sangre ni de nacimiento; no hay en 
todo el Estado fueros personales ni especiales ni títulos de nobleza, cuyo empleo será 
penado. Todos los habitantes merecen respeto en igualdad de condiciones y son 
admisibles en los empleos públicos y privados sin otra condición que la idoneidad. 
 

Art. 59.— Ningún servicio personal es exigible sino en virtud de ley o de 
sentencia fundada en ley. 



 
Art. 60.— Nadie estará sometido a servidumbre o esclavitud. 

 
Art. 61.— Nadie será obligado a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio. 

 
Art. 62.— No podrá ser interpretado como trabajo forzoso u obligatorio los 

impuestos por la suspensión de un juicio criminal a prueba, el servicio impuesto en casos 
de peligro o calamidad que amenace la vida o el bienestar de la comunidad, o el trabajo o 
servicio que forme parte de las obligaciones cívicas normales. 
 

Art. 63.— La obligación constitucional de armarse en defensa de la patria estará 
sujeta a la objeción de conciencia del ciudadano, y conforme al derecho del pueblo a la 
paz, según lo establece este Código. 
 

• Título XII.— La integridad y la personalidad 
 

Art. 64.— Todo ser humano tiene derecho al reconocimiento de su personalidad 
jurídica. 
 

Art. 65.— Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, 
psíquica y moral. 
 

Art. 66.— Nadie será sometido a torturas ni a penas degradantes. 
 

Art. 67.— La trata de personas está prohibida en todas sus formas. 
 

Art. 68.— La trata de niños será especialmente perseguida y severamente penada. 
 

Art. 69.— Nadie será sometido a tratos crueles o inhumanos. En particular, nadie 
será sometido sin su libre consentimiento a experimentos médicos o científicos. 
 

Art. 70.— Ningún cuerpo armado puede hacer requisiciones, ni exigir auxilios de 
ninguna especie. 
 

Art. 71.— Toda persona tiene el derecho solemne de arribar al país donde rige 
este Código en razón de la guerra, el estrago, la catástrofe, la persecución discriminatoria, 
la miseria, o cualesquiera otras condiciones que mortifiquen su dignidad en su país de 
origen. 
 

• Título XIII.— Proyecto autorreferente de vida 



 
Art. 72.— Todas las personas tienen derecho a un proyecto autorreferente de 

vida. 
 
 Art. 73.— Se entiende por proyecto autorreferente de vida al derecho de cada 
persona a programar y proyectar libremente su existencia; forjar su identidad, exhibirla, 
sostenerla, modificarla, enriquecerla; diseñar libremente su vida privada, social y 
profesional; ejercer las objeciones de su conciencia; profesar su religión o su culto; 
construir, proteger, preservar y modificar su propia imagen; controlar en absoluto su 
intimidad y sus asuntos privados; admitir tratamientos médicos o negarse a ellos según lo 
reglamente la ley; controlar sus archivos informáticos, sus documentos y su identidad 
difundida en Internet; vincularse, convivir y frecuentarse con las personas que desee sin 
discriminación alguna mientras no dañe derechos e intereses de terceros; y realizar sin 
obstáculos, en suma, todas las actividades necesarias para consumar su proyecto 
existencial efectivo sin interferencias de ninguna especie en tanto dicho proyecto no 
perjudique a los demás. 
 

Art. 74.—  Toda persona tiene derecho a ejercer las objeciones 
de su conciencia para la protección de sus creencias, su integridad moral y su honra, 
cuando le sea exigido un servicio o una prestación que le repugnare, se le impusiere un 
tratamiento médico cualquiera al que quisiere negarse, o se dispusiere de la continuación 
artificial de su vida contra su voluntad. Todo acto aberrante a la conciencia puede ser 
objetado ante la justicia. La ley determinará los alcances de este derecho en cada uno de 
los casos. 
 

• Título XIV.— La privacidad 
 

Art. 75.— Nadie será objeto de injerencias en su vida privada, su familia, su 
domicilio, su correspondencia postal o virtual, ni de ataques a su honra o a su reputación. 
Nadie podrá ser molestado en el ejercicio de su religión, en la selección de sus lecturas, 
en la elección de su educación, en el ejercicio de sus costumbres, creencias y modos, ni 
en el normal despliegue de sus costumbres privadas. 
 

Art. 76.— Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales 
injerencias o ataques. Para los efectos de este título será equivalente que las injerencias 
sean por medios físicos o electrónicos. 
 

Art. 77.— Nadie podrá ser juzgado, detenido o molestado a causa del consumo de 
sustancias estupefacientes en dosis mínimas para uso personal mientras no afecte la salud 
de un tercero. El Estado carece de interés en tal conducta. 



 
Art. 78.— El Estado podrá establecer una nómina de sustancias estupefacientes 

de venta libre a mayores de edad. 
 

Art. 79.— Los artículos precedentes no desvirtuarán el deber del Estado en la 
lucha contra el tráfico ilegal de narcóticos y delitos concomitantes, por cuanto se 
preservan en todo tiempo los compromisos y cooperación internacionales en la materia. 
 

• Título XV.— La honra y la dignidad 
Art. 80.— Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento 

de su dignidad. 
 

Art. 81.— Toda persona tiene derecho a la intimidad personal y familiar. 
 

Art. 82.— Se garantiza el derecho a la propia imagen, a su preservación y 
protección. 
 

Art. 83.— El Estado reglamentará estos derechos, como así también limitará el 
uso de la informática para garantizar la intimidad personal. 
 

• Título XVI.— La nacionalidad 
 

Art. 84.— Toda persona nacida en el territorio del Estado tiene 
derecho a la nacionalidad. 
 

Art. 85.— Los extranjeros pueden nacionalizarse en los casos previstos por la ley. 
 

Art. 86.— A nadie se privará arbitrariamente de la nacionalidad, sin importar el 
modo legítimo en que la hubiere adquirido, ni del derecho a cambiar de nacionalidad o, 
en los casos previstos, a compartirla con otra u otras. 
 

• Título XVII.— Circulación y residencia 
 

Art. 87.— Toda persona tiene derecho a circular libremente por el territorio, a 
elegir su residencia, a salir del país y a regresar a él. 
 

Art. 88.— El extranjero que se hallare legalmente en el territorio del Estado sólo 
podrá ser expulsado de él en cumplimiento de una decisión adoptada conforme a la 
legislación migratoria vigente. 
 



Art. 89.— En ningún caso el extranjero puede ser expulsado o devuelto a otro 
país, sea o no de su origen, donde su derecho a la vida o a la libertad personal estuvieren 
en riesgo por cualesquiera causa o condiciones mencionadas en el artículo primero del 
presente Código. 
 

• Título XVIII.— La libertad física 
 

Art. 90.— Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado. 
 

Art. 91.— La privación de la libertad física sólo puede ocurrir por sentencia 
judicial condenatoria fundada en ley. 
 

Art. 92.— Nadie puede ser sometido a demoras preventivas en procesos 
policiales si no media delito in fraganti. 
 
  
 

Art. 93.— Toda persona detenida o retenida debe ser informada de inmediato de 
las razones de su detención, anoticiada de sus derechos y notificada, sin demora, del 
cargo formulado contra ella; se le solicitará en el acto que convoque a su abogado, y si no 
lo tuviere o se negare a ello o no pudiere hallarlo, se le proporcionará uno de inmediato y 
gratuitamente; asimismo debe ser llevada, sin demora, ante un juez y tendrá derecho a ser 
juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que 
continúe el proceso. La detención o retención de una persona no serán válidas si no se 
hubiesen puesto en su conocimiento todos sus derechos y garantías. 
 

Art. 94.— La libertad de las personas mencionadas en el artículo precedente 
podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en juicio. 
 

Art. 95.— La prisión por deudas es prohibida, y es ilegal imponerla incluso como 
pena judicial. 
 

Art. 96.— Nadie será detenido en secreto. 
 

• Título XIX.— Libertad de consciencia y de religión 
 

Art. 97.— Toda persona tiene derecho a la libertad de conciencia y de religión; 
este derecho incluye la libertad de cambiar de religión o de creencia, así como la libertad 
de manifestar su religión o su creencia, individual y colectivamente, tanto en público 
como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia. 



 
Art. 98.— Nadie puede ser objeto de medidas restrictivas que puedan menoscabar 

la libertad de conservar su religión o sus creencias o de cambiar de religión o de 
creencias. 

 
Art. 99.— La libertad de manifestar la propia religión y las propias creencias está 

sujeta únicamente a las limitaciones prescriptas por la ley y que sean necesarias para 
proteger la seguridad o el orden público o los derechos o libertades de los demás. 

 
Art. 100.— Se respeta la libertad de los padres y, en su caso, de los tutores 

legales, para garantizar que los hijos reciban la educación religiosa que esté de acuerdo 
con sus propias convicciones. 

 
Art. 101.— Nadie puede ser obligado a declarar sus creencias religiosas, su 

ideología o filosofía, ni ninguna otra condición de su consciencia. 
 
  

 
• Título XX.— Libertad de pensamiento, opinión y expresión 

 
Art. 102.— Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de 

expresión. Este derecho comprende el no ser molestado a causa de sus opiniones, y la 
libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, ya sea 
oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento 
de su elección. 
 

Art. 103.— El ejercicio del derecho previsto precedentemente no puede estar 
sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar 
expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar: 

 
1.   El respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o 

 
2. La protección de orden público o la salud pública. 

 
Art. 104.— No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios 

indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para 
periódicos, de frecuencias radioeléctricas, de medios satelitales, informáticos o 
cibernéticos, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por 
cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de 
ideas y opiniones. 



 
Art. 105.— Está prohibida toda propaganda en favor de la guerra y toda apología 

del odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o 
cualquiera otra acción ilegal similar contra cualesquiera persona o grupo de personas, por 
ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, orientación sexual, idioma u origen 
nacional o cualesquiera de los enumerados en el artículo primero del presente Código. 
 

• Título XXI.— Libertad de reunión 
 

Art. 106.— Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de asociación 
pacíficas. 
 

Art. 107.— Nadie puede ser obligado a concurrir a reuniones cualquiera fuere su 
carácter. 
 

Art. 108.— El ejercicio del derecho de reunión sólo puede estar sujeto a las 
restricciones previstas por la ley, que sean necesarias en una sociedad democrática, en 
interés de la seguridad o del orden públicos, o para proteger la salud o los derechos o 
libertades de los demás. 
 

Art. 109.— Quedan prohibidas las reuniones con armas. 
 

 
• Título XXII.— Libertad de asociación 

 
Art. 110.— Nadie puede ser obligado a pertenecer a una asociación. La ley podrá 

establecer excepciones relativas a los colegios de profesionales de quienes deben obtener 
matriculación para ejercer. 
 

Art. 111.— Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente con fines 
ideológicos, religiosos, políticos, económicos, laborales, sociales, culturales, deportivos o 
de cualquiera otra índole. 
 

Art. 112.— El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a las restricciones 
previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la 
seguridad o del orden público, o para proteger la salud o los derechos y libertades de los 
demás. El presente artículo no impedirá la imposición de restricciones legales al ejercicio 
de tal derecho cuando se trate de miembros de las fuerzas armadas y de la policía. 
 



Art. 113.— Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y afiliarse a ellos, 
para la protección de sus intereses. 
 

Art. 114.— Ninguna disposición autorizará al Estado —en el marco del Convenio 
de la Organización Internacional del Trabajo de 1948 relativo a la libertad sindical y a la 
protección del derecho de sindicalización— a adoptar medidas legislativas que puedan 
menoscabar las garantías previstas en él ni a aplicar la ley de tal manera que pueda 
menoscabar esas garantías. 
 

Libro quinto 
 

DERECHO A LA IDENTIDAD – DERECHO A LA IDENTIDAD BIOLÓGICA 
 

•   Título XXIII – Derecho a la Identidad 
 

Art. 115.— El Derecho a la Identidad es un derecho humano de carácter y contenido 
fundamental y básico, puede oponerse erga omnes y no admite derogación ni suspensión.  
 

Art. 116.— En su ejercicio real el Derecho a la Identidad está sujeto al conjunto de 
medidas legislativas y de otro orden que adopte el Estados pero dentro de los límites que 
impone el Derecho Internacional.  
 

Art. 117.— Sus alcances se reflejan de la siguiente forma:  
 

1. Es un derecho autónomo, cuya existencia no está subordinada a otros derechos. 
El derecho a la identidad es un derechos en sí mismo; 

 
2. Es un derecho que, además de tener un valor y contenido propio, sirve a otros 

derechos para su plena realización y ejercicio, y  
 
3. El derecho a la identidad tiene un núcleo central de elementos claramente 

identificables que incluyen el derecho a la identidad biológica, el derecho al nombre, el 
derecho a la nacionalidad y el derecho a las relaciones familiares, todo lo cual va 
acompañado de la obligación del Estado de reconocerlos y garantizarlos, en conjunto con 
aquellos otros derechos que se deriven de la propia legislación nacional o bien de las 
obligaciones que se hayan contraído en razón de los instrumentos internacionales 
pertinentes.  
 



Art. 118.— Ese núcleo primario se acompaña necesariamente del derecho de 
inscripción del niño después del nacimiento y la correspondiente emisión y entrega del 
documento de identidad correspondiente.  
 

Art. 119.— El derecho a la identidad implica otros derechos humanos, pero en 
ningún caso pierde cada uno de ellos su especificidad y especialidad.  
 

Art. 120.— El Estado asegura especialmente el derecho a la identidad del niño, 
reduciendo así su vulnerabilidad ante eventuales abusos y actuando bajo los principios de 
“protección especial” e “interés superior” del niño 
 

Art. 121.— Un registro confiable, accesible y eficiente será la garantía básica que 
otorgue el Estado para que el derecho a la identidad puede materializarse.  
 

•   Título XXIV.– Derecho a la identidad biológica 
 

Art. 122.— En caso de dudas razonables sobre la identidad personal del niño por 
causa de desaparición forzada de los padres, situación o sospecha de que hubiere sido 
raptado, transado o vendido como bebé o como niño, o en situaciones de violencia 
semejantes –guerras, desplazamientos o catástrofes- confirmadas o sospechadas 
fundadamente, el Estado procurará por todos los medios a su alcance establecer la 
verdadera identidad biológica del niño.  
 

Art. 123.— Si se tratare de un adulto que dudare de su identidad biológica real 
por las razones referida en el artículo anterior, el Estado actuará del mismo modo 
descripto siempre que el tal adulto prestare su consentimiento. 
 
 
 

• Libro sexto 
 

LA PROPIEDAD 
 

• Título XXV.— La propiedad privada 
 

Art. 124.— Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes 
legítimamente obtenidos. 
  

Art. 125.— La propiedad es inviolable. Ninguna persona puede ser privada de sus 
bienes, excepto mediante el previo pago de indemnización justa, por razones de utilidad 



pública o de interés social el cual deberá ser declarado por ley o decidido a través de una 
sentencia en juicio. 
 

Art. 126.— Queda prohibida toda expropiación no calificada por la ley y 
previamente indemnizada. 
 

Art. 127.— Sólo la ley puede imponer contribuciones y tributos razonables. 
Dicho principio de razonabilidad será resuelto por los tribunales. 
 

Art. 128.— La igualdad es la base de todo tributo. 
 

Art. 129.— Todo autor e inventor es el dueño exclusivo de su invención, su obra, 
invento o descubrimiento por el plazo que establezca la ley. 
 
 Art. 130.— La confiscación queda prohibida para siempre. 
 

Art. 131.— Tanto la usura, el abuso del derecho, el lucro especulativo basado en 
la ignorancia como cualquiera otra forma de explotación del hombre por el hombre, se 
encuentran prohibidas y serán perseguidas por la ley. 
 

• Título XXVI.— La renta garantizada 
 

Art. 132.— La ley regulará la función social de la propiedad sobre la base de la 
participación en las ganancias de las empresas, el control de su producción y la 
colaboración en su dirección por parte de los trabajadores; y la renta garantizada. 
 

Art. 133.— Todos los habitantes gozarán de una renta garantizada. La misma 
provendrá de un tributo que el Estado impondrá a las grandes rentas y bienes, y que 
distribuirá entre todas las personas que habiten en el territorio del Estado, de todas las 
edades, en idéntico monto por persona sin discriminación alguna. La ley reglamentará el 
goce de este derecho. 
  
 

• Título XXVII.— La propiedad mutual y  cooperativa 
 

Art. 134.— El Estado fomentará la formación de sociedades cooperativas y 
mutuales en tanto asociaciones autónomas de personas que se unen para hacer frente a 
sus necesidades y aspiraciones económicas, sociales y culturales comunes, por medio de 
empresas de propiedad conjunta democráticamente controladas. A tenor de la economía 



privada y pública, las cooperativas y mutuales constituyen —junto a otras empresas de 
gestión conjunta— el tercer sector de la economía. 
 

Art. 135.— Las cooperativas se basarán en los principios de Manchester: ayuda 
mutua, responsabilidad, democracia, igualdad, equidad, solidaridad, honestidad, 
transparencia, responsabilidad social y preocupación por los demás. 
 

Art. 136.— Las cooperativas funcionarán a través de membresías abiertas y 
voluntarias, control democrático por sus miembros (una persona, un voto), participación 
económica de los mismos, autonomía e independencia, educación, entrenamiento e 
información; cooperación entre cooperativas, y compromiso con la comunidad. 
 
 

• Título XXVIII.— Propiedad mixta, autogestión y gestión conjunta 
 

Art. 137.— El Estado fomentará la propiedad mixta de empresas de servicios 
constituidas entre usuarios y consumidores y el Estado nacional, provincial o municipal. 
 

Art. 138.— El Estado fomentará la propiedad mixta de empresas con dificultades 
financieras, organizando con sus empleados sociedades mixtas con un porcentaje de 
propiedad de los trabajadores, y otro estatal o de capital privado. 
 

Art. 139.— Los trabajadores asociados en cooperativas podrán concurrir con el 
Estado y la propiedad privada a crear empresas de gestión común. 
 

Art. 140.— El Estado fomentará la autogestión empresarial en todas sus formas, 
y la cogestión empresarial o gestión conjunta, a través de adecuadas previsiones 
normativas. 
 
 

• Libro séptimo 
 

• LA FAMILIA Y LA EDUCACIÓN 
 

• Título XXIX.— La familia 
 

Art. 141.— Todas las personas tienen, en la mayoría de su edad, el derecho a 
fundar una familia. 
 



Art. 142.— La ley establecerá, de acuerdo a cada tiempo y lugar, las diversas 
formas de grupos familiares. 
 

Art. 143.— Todas las familias disfrutarán de iguales derechos sin discriminación 
alguna. En condiciones de pluralidad y respeto a la diversidad, toda familia tiene derecho 
a la protección de la sociedad y el Estado. 
 

Art. 144.— El matrimonio sólo puede celebrarse con el libre y pleno 
consentimiento de los contrayentes. 
 

Art. 145.— La igualdad de derechos y la adecuada equivalencia de 
responsabilidades de los cónyuges durante el matrimonio civil y en caso de disolución del 
mismo es inherente a la institución. 
 

Art. 146.— En caso de disolución del vínculo matrimonial, o de extinción de una 
relación de pareja no celebrada civilmente, se adoptarán disposiciones que aseguren la 
protección necesaria de los hijos, sobre la base única del interés y conveniencia de ellos. 
 

Art. 147.— No existen derechos distintos para los hijos nacidos fuera de 
matrimonio civil de los nacidos dentro del mismo. 

 
 

• Título XXX.— Derechos sociales en relación al núcleo familiar 
 

Art. 148.— Se concederá especial protección a los padres durante un período 
anterior y posterior al nacimiento de sus hijos, en bene- dijo del bebé, y de la presencia 
que éste requiere de sus progenitor- res. La mayor protección será recibida por la madre. 
Durante dicho período, a los padres que trabajen se les concederá una licencia con 
remuneración y todas las prestaciones de seguridad social. La ley preverá un aumento 
paulatino de la duración de dichas licencias donde fueren menores a 18 (dieciocho) 
meses. 
 

Art. 149.— Las licencias antedichas también caben a las parejas que adoptaren 
hijos, o a los que los tuvieren por medios biotecnológicos reconocidos por la ley de 
acuerdo a la ética biológica. 
 

Art. 150.— Las licencias pueden, en casos especiales, extenderse a criterio 
médico y por razones de salud de alguno de los progenitores o del bebé o niño adoptado. 
 



Art. 151.— Se adoptarán medidas especiales de protección y asistencia en favor 
de toda la niñez y adolescencia, sin discrimina- cien alguna. 
 

Art. 152.— Se protegerá a los niños y adolescentes contra la explotación 
económica y social. Su empleo en trabajos nocivos para su conciencia o salud, o en los 
cuales peligre su vida o se corra el riesgo de perjudicar su desarrollo normal, será 
sancionado por la ley. 
 

Art. 153.— El maltrato de niños en el seno familiar, en las escuelas o en 
cualquier otro ámbito de asistencia del menor será severamente penado. 
 

Art. 154.— Se entiende por maltrato cualesquiera formas de violencia física, 
opresión psicológica, escarnio o violencia moral. 
 

Art. 155.— Se concederá a la familia la más amplia protección y asistencia 
posibles, especialmente para su constitución y mientras sea responsable del cuidado y la 
educación de los hijos a su cargo. 
 
 

• Título XXXI.— La educación 
 

Art. 156.—  El Estado cumplirá con lo dispuesto en el presente Título sin 
desmedro de lo que, como mejor derecho, se dispone en el siguiente Título XXX 
(“Cláusulas del progreso pedagógico”). 
 

Art. 157.— Toda persona tiene derecho a la educación; ésta se orientará hacia el 
pleno desarrollo de la personalidad humana y del sentido de su dignidad, y fortalecerá el 
respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales; favorecerá la 
comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las minorías, grupos étnicos o 
religiosos sin discriminación alguna. 
 

Art. 158.— La enseñanza primaria y media son obligatorias y asequibles a todos 
gratuitamente. 
 

Art. 159— La enseñanza superior es gratuita e igualmente accesible a todos; el 
Estado integrará a la enseñanza terciaria y universitaria a aquellos sectores sociales que 
no hubieren podido acceder a ella mediante medidas concretas. 
 

Art. 160.— Se adoptarán medidas para que aquellas personas que no hubieran 
recibido o terminado el ciclo completo de instrucción primaria, puedan hacerlo. 



 
Art. 161.— El analfabetismo será erradicado. A tal fin se adoptarán planes de 

alfabetización gratuitos y obligatorios para aquellas personas que no hayan recibido o 
terminado el ciclo de instrucción obligatoria. 
 

Art. 162.— Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de educación 
que habrá de darse a sus hijos. 
 

Art. 163.— Se proseguirá activamente el desarrollo del sistema escolar en todos 
los ciclos de la enseñanza, se implantará un sistema adecuado y eficiente de becas basado 
en censos educativos y necesidades reales de los educandos, y se mejorarán 
continuamente las condiciones materiales del cuerpo docente. 
 

Art. 164.— Toda persona tiene derecho a que se respete la libertad de escoger 
para sus hijos o pupilos escuelas distintas de las creadas por las autoridades públicas, 
siempre que aquéllas satisfagan las normas mínimas que el Estado prescriba o apruebe en 
materia de enseñanza, y de hacer que sus hijos o pupilos reciban la educación religiosa o 
moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. 
 

Art. 165.— Nada de lo dispuesto en el artículo precedente se interpretará como 
una restricción de la libertad de los particulares y entidades para establecer y dirigir 
instituciones de enseñanza, a condición de que la educación dada en esas instituciones se 
ajuste a las normas mínimas que prescribe el Estado. 
 

Art. 166.— En un plazo no mayor a seis meses de sancionado el presente Código, 
se relevará todo el territorio nacional a fin de observar las condiciones de acceso, 
permanencia y asistencia a la enseñanza primaria y media. En caso de persistir lugares 
donde por falta de establecimientos educativos el acceso sea nulo o limitado, el Estado 
elaborará un plan detallado de acción para la aplicación progresiva, dentro de un número 
razonable de años fijado en el plan, 
del principio de la enseñanza obligatoria, gratuita, laica y accesible para todos. 
 

• Título XXXII.— Cláusulas del progreso pedagógico 
 

Art. 167.— El Estado provee la educación, nutrición completa, salud, asistencia 
psico-social y formación física gratuitas a todos los niños desde su nacimiento hasta su 
ingreso a la universidad, y a sus familias, de acuerdo a las cláusulas que siguen. 

 
Art. 168.— Si así lo desearen, los padres tendrán acceso a los mismo beneficios 

nutricionales referidos en el artículo precedente siempre que reciban enseñanza para 



adultos en el período que correspondiere a su educación, concurriendo a recibir 
formación primaria, media, terciaria, universitaria, de artes, de oficios, de tecnologías o 
idiomas. 

 
Art. 169.— La educación es obligatoria y gratuita desde los 2 años de edad hasta 

la conclusión de la enseñanza media o preparatoria, previa a los estudios terciarios o 
universitarios; se impartirán hasta 8 horas de clase diarias durante un lapso ideal de 250 
días al año de acuerdo a un calendario progresivo que se implementará. Se incluirá 
obligatoriamente en toda la currícula actividades físicas, de dispersión, deportes, 
enseñanza de ajedrez, de dos idiomas extranjeros, de latín, y formación en medios 
tecnológicos. 

 
Art. 170.— Todos los estudiantes, niños o adultos, recibirán cuatro comidas 

diarias según una dieta que establecerán médicos nutricionistas expertos para el mejor 
desarrollo mental y físico, durante todos los períodos referidos en el artículo precedente. 
Asimismo se proveerá gratuitamente a los estudiantes de absolutamente todos los 
elementos precisos para su educación. Aquellas familias que no precisen gozar de la 
gratuidad que se establece, serán invitadas a cooperar con las escuelas. 

 
Art. 171.— Se establecerá una orientación preuniversitaria en el último año de la 

educación media o preparatoria. 
 
Art. 172.— La escuela es el centro educativo, cívico, social, deportivo y sanitario 

de su área. A través de sistemas de convenios que se preverán, en las escuelas se realizará 
el seguimiento de la vacunación y la salud integral de los estudiantes, tanto física como 
psicológica; se preverá su documentación civil, y se atenderán por especialistas los 
conflictos afectivos, psicológicos, sociales, laborales y jurídicos de la familia. A tal efecto 
en las escuelas habrá profesionales especializados para cada prestación. 
 

Art. 173.— Se proveerá a los padres desocupados de un beneficio dinerario en 
tanto continúen sus estudios en el nivel que corresponda; asimismo se procurará su 
ocupación en empleos privados o públicos. El beneficio dinerario se mantendrá durante el 
empleo mientras su beneficiario continúe sus estudios en cualquier nivel, incluyendo el 
terciario, universitario, escuela de artes o de oficios, de tecnologías o de idiomas. 
 

Art. 174.— Los adultos sin hijos contarán en las escuelas con los mismos 
beneficios establecidos para los padres siempre que reciban instrucción de alguna clase. 
 



Art. 175.— Los adultos mayores que decidieren estudiar serán beneficiarios del 
mismo sistema prestacional referido; este beneficio es independiente del beneficio 
jubilatorio. 
 

Art. 176.— Desde su nacimiento las escuelas proveerán a los niños y sus madres 
de los beneficios de un plan materno-infantil. 
 
 Art. 177.— Una comisión nacional de educación y empleo será integrada por 
expertos de las áreas de educación, de gobierno, de trabajo, de salud y de desarrollo 
social del Estado, y tendrá el objeto de dirigir y administrar las escuelas y sus planes 
educativos, nutricionales, sociales, laborales y de salud integral de los niños y las 
familias. 
 

Art. 178.— El personal docente percibirá un salario acorde con el rol relevante e 
insustituible de su labor, estipulado en salarios mínimos vitales y móviles para cada 
categoría. Los directores de las escuelas serán los responsables de todos los programas 
que se desarrollen en ella. 
 

Art. 179.— Los maestros gozarán de años sabáticos –uno cada seis- durante el 
cual optimizarán sus conocimientos con percepción de salarios. 
 

Art. 180.— Se proveerá lo conducente para establecer en todas partes escuelas de 
artes en general, de literatura, de cine y teatro, escuelas de oficios, institutos de enseñanza 
de idiomas, de tecnologías, centros de estudios terciarios no universitarios y escuelas 
normales para la formación de maestros. 
  

Art. 181.— La escuela normal de instrucción de docentes tendrá becas especiales 
y ofrecerá a los estudiantes estímulos de toda clase que el Estado proveerá con el objeto 
de lograr una gran adhesión a la carrera. Los egresados se perfeccionarán de modo 
permanente disfrutando por ello de estímulos especiales que se establecerán. 
 

Art. 182.— La profesión de maestro será prevalente para la Nación; el maestro de 
escuela tendrá el deber de mantener un alto y destacado nivel de educación y cultura 
general y específica, actualizando sus conocimientos de modo permanente; su conducta 
será intachable y se someterá a evaluaciones anuales para determinar la continuación de 
su carrera; por tal carácter el Estado proveerá para los maestros salarios expectables y 
planes adecuados e integrales de perfeccionamiento, con becas y estímulos. 
 

Art. 183.— Ninguna de las prestaciones educativas, nutricionales, profesionales, 
sociales, de salubridad u otras que se brinden en las escuelas podrá ser nunca arancelada, 



ni directa ni indirectamente. La gratuidad es el principio de la educación pública y de 
todas las actividades que se programen a su alrededor para la mejor formación de los 
niños y los jóvenes. Antes bien, el Estado proveerá lo necesario para que todos aquellos 
que carezcan de medios puedan acceder a la educación básica, media y superior. 
 

Art. 184.— En todos los casos se estimulará y guiará a los egresados de la 
enseñanza media o preparatoria para seguir carreras de grado en la universidad. Se 
ofrecerán gratuitamente test vocacionales, orientaciones especiales con profesionales 
dedicados a ello, becas de acceso sencillo a la universidad con apoyos pecuniarios 
definidos, y, en fin, la disposición de todos los recursos que sean precisos para que 
ingrese la mayor cantidad de estudiantes posible a los estudios terciarios y de grado 
universitario. Se estimulará especialmente la consecución de carreras cuyos profesionales 
sean necesarios para el mejor desarrollo nacional. 
 

• Libro octavo 
 

• LA NIÑEZ, LAS MUJERES Y LA TERCERA EDAD 
 

• Título XXXIII.— La niñez 
 

Art. 185.— Se entiende por niño todo ser humano menor de dieciocho años de 
edad. 
 

Art. 186.—  Se reconoce al niño todos los derechos   derivados 
de este Código, la Constitución y los tratados internacionales en la materia. 
 

Art. 187.— El niño debe ser inscripto inmediatamente después de su nacimiento 
y tendrá derecho desde que nace a un nombre, a la nacionalidad, a los beneficios sociales 
y, en la medida de lo posible, a conocer a sus padres y a ser cuidado por ellos. 
 

Art. 188.— Cuando un niño sea privado ilegalmente de alguno de los elementos 
de su identidad o de todos ellos se prestará la asistencia y protección apropiadas con 
miras a restablecer rápidamente su identidad. 
 

Art. 189.— Queda prohibido que el niño sea separado de sus padres contra la 
voluntad de éstos, excepto cuando, a reserva de revisión judicial, las autoridades 
competentes determinen, de conformidad con la ley y los procedimientos aplicables, que 
tal separación es necesaria en el interés superior del niño. Tal determinación puede ser 
necesaria en casos particulares, por ejemplo, en los casos en que el niño sea objeto de 



maltrato o descuido por parte de sus padres o en caso de un claro desinterés por el 
cuidado del mismo, o un interés espurio. 
 

Art. 190.— El niño que esté separado de uno o de ambos padres tiene derecho a 
mantener relaciones personales y contacto directo con ambos padres de modo regular, 
salvo si ello es contrario al interés superior del niño a criterio de los magistrados. 
 

Art. 191.— El niño que esté en condiciones de formarse un juicio propio tiene el 
derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos que lo afectan, teniéndose 
debidamente en cuenta sus opiniones, en función de su edad y madurez. 
 

Art. 192.— La niñez tiene derecho a la libertad de expresión; ese derecho incluye 
la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de todo tipo, sin 
consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o impresas, en forma artística o 
por cualquier otro medio elegido. 
 

Art. 193.— El ejercicio de tal derecho está sujeto a ciertas restricciones, que 
serán únicamente las que la ley prevea y sean necesarias: 

 
1.   Para el respeto de los derechos o la reputación de los demás; o 

 
2. Para la protección de la seguridad o el orden público o para proteger la 

salud o la moral públicas. 
 

Art. 194.— El niño tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de 
religión, a la libertad de asociación y a la libertad de celebrar reuniones pacíficas. 
 

Art. 195.— Todos los niños gozarán, en cuanto personas, de todos los derechos 
declarados a favor de ellas, las garantías previstas, y las declaraciones y principios 
contenidos en este Código, tales como el derecho a la vida, a la honra, a la reputación, a 
la dignidad, etcétera. 
 

Art. 196.— Ambos padres tienen obligaciones comunes en lo que respecta a la 
crianza y el desarrollo del niño. Incumbirá a los padres o, en su caso, a los representantes 
legales la responsabilidad primordial de la crianza y el desarrollo del niño. Su 
preocupación fundamental será el interés superior del niño. 
 

Art. 197.— Conforme al artículo anterior se adoptarán todas las medidas 
legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al niño contra 
toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos 



o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se encuentre bajo la custodia de 
los padres, de un representante legal o de cualquiera otra persona que lo tenga a su cargo. 
 

Art. 198.— El niño tiene derecho al descanso y el esparcimiento, al juego y a las 
actividades recreativas propias de su edad y a participar libremente en la vida cultural y 
en las artes. 
 

Art. 199.— 
 

1. Los derechos enunciados en el presente Código se aplicarán a cada niño 
sin distinción alguna, independientemente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la 
religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional, étnico o social, la 
posición económica, los impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier otra condición 
del niño, de sus padres o de sus representantes legales. 
 

2. Se tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar que el niño se 
vea protegido contra toda forma de discriminación o castigo por causa de la condición, 
las actividades, las opiniones expresadas o las creencias de sus padres, o sus tutores o de 
sus familiares. 
 
 Art. 200.— 
 

1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones 
públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o 
los órganos legislativos, se atenderá el interés superior del niño. 
 

2. El niño recibirá la protección y el cuidado que sean necesarios para su 
bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u otras 
personas responsables de él ante la ley y, con ese fin, se tomarán todas las medidas 
legislativas y administrativas adecuadas. 
 

3. Las instituciones, servicios y establecimientos encargados del cuidado o la 
protección de los niños cumplirán las normas establecidas por las autoridades 
competentes, especialmente en materia de seguridad, sanidad, número y competencia de 
su personal, así como en relación con la existencia de una supervisión adecuada. 
 

Art. 201.— Se respetarán las responsabilidades, los derechos y los deberes de los 
padres o, en su caso, de los tutores u otras personas encargadas legalmente del niño de 
impartirle, en consonancia con la evolución de sus facultades, dirección y orientación 
apropiadas para que el niño ejerza los derechos reconocidos en el presente Código. 



 
Art. 202.— Toda solicitud hecha por un niño o por sus   padres —cuando todos o 

algunos de ellos fueren extranjeros— para permanecer en territorio nacional a los efectos 
de la reunión de la familia debe ser atendida por el Estado de manera positiva, 
humanitaria y expeditiva, aunque no se cumplan los requisitos de la legislación 
migratoria vigente. El Estado garantizará, además, que la presentación de tal petición no 
traerá consecuencias desfavorables para los peticionarios ni para sus familiares. 
 
 Art. 203.— 
 

1. Quedan prohibidos los traslados o la retención de niños que no fueren 
dispuestos por jueces de acuerdo a la ley penal más benigna. 
 

2. Para este fin, se promoverá la concertación de acuerdos bilaterales o 
multilaterales —o la adhesión a acuerdos existentes— en caso de que los padres y sus 
hijos vivieren en naciones diferentes. 
 

Art. 204.— De acuerdo a la relevancia de los medios de comunicación para 
proveer a los niños información y material con la finalidad de promover su bienestar 
social, espiritual y moral y su salud física y mental, el Estado: 
 

1. Difundirá por los medios de comunicación, información y materiales de 
interés social y cultural para el niño, de conformidad con la Convención sobre los 
derechos del Niño; 
 

2. Promoverá el intercambio y la difusión de esa información en foros 
internacionales; 
 

3. Producirá y difundirá libros para niños, o se asegurará de que se 
produzcan y difundan por terceros; 
 

4. Protegerá al niño contra toda información y material perjudicial para él. 
 

Art. 205.— A los efectos de garantizar y promover los derechos enunciados en el 
presente Código, el Estado prestará la asistencia apropiada a los padres y a los 
representantes legales para el desempeño de sus funciones en lo que respecta a la crianza 
de los niños y creará instituciones, instalaciones y servicios para su cuidado. 
 
 Art. 206.— 
 



1. Los niños temporal o permanentemente privados de su medio familiar, o 
cuyo superior interés exija que no permanezcan en ese medio, tienen derecho a la 
protección y asistencia especiales del Estado. 
 

2. Se garantizará, mediante legislación específica, cuidados especiales para 
esos niños hasta tanto regresen a su medio familiar. Entre dichos cuidados se preverá su 
vida en instituciones especializadas con continuidad en su educación. 
 

3. Si la privación del medio familiar fuere permanente o se hubiere 
convertido en permanente, el niño estará legalmente dispuesto para ser adoptado. 
 

Art. 207.— El sistema de adopción cuidará que el interés superior del niño sea la 
consideración primordial: 
 

1. La adopción del niño sólo sea autorizada por las autoridades competentes, 
las que determinarán, con arreglo a las leyes y a los procedimientos aplicables y sobre la 
base de toda la información pertinente y fidedigna, que la adopción es admisible en vista 
de la situación jurídica del niño en relación con sus padres, parientes y representantes 
legales y que, cuando así se requiera, las personas interesadas hayan dado con 
conocimiento de causa su consentimiento a la adopción sobre la base del asesoramiento 
que pueda ser necesario; 
 

2. El sistema de adopción será siempre rápido, eficiente y dinámico, de tal 
modo que un niño que por cualquier razón esté privado permanentemente de su medio 
familiar natural, encuentre un nuevo medio familiar en el lapso más rápido posible. 
 

3. El Estado se obliga a tomar medidas legislativas concretas, y los 
magistrados tomarán las suyas propias, en beneficio de la real prontitud y celeridad que 
se establece en el inciso precedente. 
 

Art. 208.— La legislación preverá lo conducente para que: 
 

1. El niño mental o físicamente impedido disfrute de una vida plena y 
decente en condiciones que aseguren su dignidad, le permitan llegar a bastarse a sí mismo 
y faciliten la participación activa del niño en la comunidad. 
 

2. El niño impedido reciba cuidados especiales, proveyéndole la asistencia 
que requiera y que sea adecuada a su estado; se asegura la gratuidad de tales cuidados. 
 



3. En atención a las necesidades especiales del niño impedido, la asistencia 
que se preste conforme al párrafo 2 del presente artículo estará destinada a asegurar un 
acceso efectivo a la educación, la capacitación, los servicios sanitarios, los servicios de 
rehabilitación, la preparación para el empleo y las oportunidades de esparcimiento y 
reciba tales servicios con el objeto de que el niño logre la integración social y el 
desarrollo individual, incluido su desarrollo cultural y espiritual, en la máxima medida 
posible. 
 

4. Se intercambie con otras naciones u organismos internacionales, siempre 
que sea posible, información adecuada en la esfera de la atención sanitaria preventiva y 
del tratamiento médico, psicológico y funcional de los niños impedidos, incluida la 
difusión de información sobre los métodos de rehabilitación y los servicios de enseñanza 
y formación profesional, así como el acceso a esa información a fin de que se pueda 
mejorar su capacidad y conocimientos y ampliar su experiencia en estas esferas. 
 
 Art. 209.— 
 

1. El niño tiene derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud y a 
servicios para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la salud. Ningún 
niño será privado de su derecho al disfrute de esos servicios sanitarios. 
 

2. Este derecho se debe aplicar plenamente y, en particular, se adoptarán las 
medidas apropiadas para: 
 

a) Reducir la mortalidad infantil y en la niñez; 
 

b) Asegurar la prestación de la asistencia médica y la atención 
sanitaria que sean necesarias a todos los niños, haciendo hincapié en el desarrollo 
de la atención primaria de salud; 

 
c) Combatir las enfermedades y la malnutrición en el marco de la 

atención primaria de la salud mediante, entre otras cosas, la aplicación de la 
tecnología disponible y el suministro de alimentos nutritivos adecuados, teniendo 
en cuenta los peligros y riesgos de contaminación del medio ambiente; 

 
d) Asegurar atención sanitaria prenatal y postnatal apropiada a las 

madres; 
 

e) Asegurar que todos los sectores de la sociedad, y en particular los 
padres y los niños, conozcan los principios básicos de la salud y la nutrición de 



los niños, las ventajas de la lactancia materna, la higiene y el saneamiento 
ambiental y las medidas de prevención de accidentes, tengan acceso a la 
educación pertinente y reciban apoyo en la aplicación de esos conocimientos; 

  
 

f) Desarrollar la atención sanitaria preventiva, la orientación a los padres y 
la educación y servicios en materia de planificación de la familia. 

 
Art. 210.— El niño que haya sido internado en un establecimiento por las 

autoridades competentes para los fines de atención, protección o tratamiento de su salud 
física o mental tiene derecho a un examen periódico del tratamiento al que esté sometido 
y de todas las demás circunstancias propias de su internación. 
 
 Art. 211.— 
 

1. Todos los niños poseen el derecho a beneficiarse de la seguridad 
social; se adoptarán las medidas legislativas necesarias para lograr la plena 
realización de este derecho. 

 
2. Las prestaciones deben concederse, cuando corresponda, teniendo 

en cuenta los recursos y la situación del niño y de las personas que sean 
responsables de su mantenimiento, así como cualquiera otra consideración 
pertinente a una solicitud de prestaciones hecha por el niño o en su nombre. 

 
 Art. 212.— 
 

1. Todo niño tiene derecho a un nivel de vida adecuado para su 
desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social. 

 
2. El Estado proporcionará asistencia material y programas de apoyo, 

a los padres y a otras personas responsables por el niño, particularmente con 
respecto a la nutrición, la educación, el vestuario y la vivienda. 

 
3. Se garantizarán todas las medidas apropiadas para asegurar el pago 

de la pensión alimenticia por parte de los padres u otras personas que tengan la 
responsabilidad financiera por el niño, tanto si viven en territorio o en el 
extranjero. En particular, cuando la persona que tenga la responsabilidad 
financiera por el niño resida en ajena jurisdicción, el Estado proveerá los medios 
conducentes para proteger al menor. 

 



Art. 213.— El Estado provee la educación de todos los niños según se establece 
en el título pertinente de este Código (“Cláusulas del Progreso Pedagógico”) y en 
legislación vigente. 
  
 
 Art. 214.— 
 

1. La educación del niño está encaminada a: 
 

a) Desarrollar la personalidad, las aptitudes y la capacidad 
mental y física del niño hasta el máximo de sus posibilidades; 

 
b) Inculcar al niño el respeto de los derechos humanos y las 

libertades fundamentales y de los principios consagrados en el presente 
Código y en la Carta de las Naciones Unidas; 

 
c) Inculcar al niño el respeto de sus padres, de su propia 

identidad cultural, de su idioma y sus valores, del país en que vive, del 
país de que sea originario y de las civilizaciones distintas de la suya; 

 
d) Preparar al niño para asumir una vida responsable en una 

sociedad libre, con espíritu de comprensión, paz, tolerancia, igualdad de 
los sexos y amistad entre todos los pueblos, grupos étnicos, nacionales y 
religiosos y personas de origen indígena; 

 
e) Inculcar al niño el respeto del medio ambiente natural. 

 
Art. 215.— Queda prohibida la explotación económica del niño y su desempeño 

en cualquier trabajo que pueda ser peligroso o entorpecer su educación, o que sea nocivo 
para su salud o para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral o social. Se tipificará el 
delito pertinente teniendo en cuenta la gravedad de la pena que compete. 
 

Art. 216.— Se protegerá a los niños contra el uso ilícito de los estupefacientes y 
sustancias psicotrópicas enumeradas en los tratados internacionales pertinentes, y se 
impedirá que se utilice a niños en la producción y el tráfico ilícitos de esas sustancias. 
Para tal fin, y a reserva de medidas educativas destinadas a los niños, se penará 
severamente a quienes de cualquier modo induzcan a los niños al uso de tales sustancias 
o los utilicen para la producción o el tráfico de las mismas. 
 



Art. 217.— Quedan prohibidas todas las formas de explotación y abuso sexuales 
contra el niño. Con este fin, el Estado tomará todas las medidas que sean necesarias para 
impedir: 
  

1. La incitación o la coacción para que un niño se dedique a cualquier 
actividad sexual ilegal; 

 
2. La explotación del niño en la prostitución u otras prácticas 

sexuales ilegales; 
 
3. La explotación del niño en espectáculos o materiales 

pornográficos. 
 

Art. 218.— Se penará severamente en todo tiempo el secuestro, la venta o la trata 
de niños para cualquier fin o en cualquier forma. 
 

Art. 219.— Los actos y actividades que a continuación se enumeran estarán 
comprendidos, en todo tiempo, en la legislación penal argentina: 
  1. En relación con la venta de niños, 
 

a) Ofrecer, entregar o aceptar, por cualquier medio, un niño 
con fines de: 

 
i. Transferencia con fines de lucro del niño; 

 
ii. Explotación sexual del niño; 

 
i. Transferencia con fines de uso o lucro de los 

órganos del niño. 
 

iv. Trabajo o trabajo forzoso del niño; 
 

b) Inducir indebidamente, en calidad de intermediario, a 
alguien a que preste su consentimiento para la adopción de un niño en 
violación de los instrumentos jurídicos aplicables en materia de adopción; 

 
2. La oferta, posesión, adquisición o entrega de un niño con fines de 

prostitución, 
 



3. La producción, distribución, divulgación, importación, 
exportación, oferta, venta o posesión de imágenes de niños, con fines de 
pornografía infantil. 

 
Art. 220.— Quedan prohibidas todas las demás formas de explotación contra el 

niño que sean perjudiciales para cualquier aspecto de su bienestar y que no se hubieren 
enumerado precedentemente. 
  

Art. 221.— No se impondrá prisión perpetua sin posibilidad de excarcelación a 
delitos cometidos por menores de 18 años de edad; 

 
Art. 222.— Ningún niño será privado de su libertad de manera ilegal. La 

detención, el encarcelamiento o la prisión de un niño se llevarán a cabo de conformidad 
con la ley y solo se utilizará como medida de último recurso y durante el periodo más 
breve que proceda. 
 

Art. 223.—  Todo  niño privado de su libertad será tratado de acuerdo a los 
principios de dignidad humana, respeto y humanidad desarrollados en el presente Código, 
y se tendrá en cuenta las necesidades respectivas a su edad; estará separado de los 
adultos, a menos que ello se considere contrario al interés superior del niño, y tendrá 
derecho a mantener contacto con su familia por medio de correspondencia y de visitas. 
 

Art. 224.— Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un pronto acceso a 
la asistencia jurídica y otra asistencia adecuada, así como derecho a impugnar la legalidad 
de la privación de su libertad ante la autoridad competente, independiente e imparcial y a 
una pronta decisión sobre dicha acción. 
 

Art. 225.— Las personas que aún no hayan cumplido los 18 años de edad no 
pueden ser reclutadas, voluntaria u obligatoriamente por las Fuerzas Armadas. 
 

Art. 226.—  Si hubiere un conflicto armado, el Estado brindará 
protección y cuidado de los niños durante el mismo. 
 

Art. 227.— El Estado elaborará un plan integral de recuperación física y 
psicológica y de reintegración social de todo niño que hubiere sido víctima de: cualquier 
forma de abandono, explotación o abuso; tortura u otra forma de tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes; o conflictos armados. Esa recuperación y reintegración se 
llevarán a cabo en un ambiente que fomente la salud, el respeto de sí mismo y la dignidad 
del niño. 
 



Art. 228.— Nada de lo dispuesto en el presente Código afectará las disposiciones 
que sean más conducentes a la realización de los derechos del niño y que puedan estar 
recogidas en el derecho internacional vigente. 
  
 

• Título XXXIV.— Las mujeres 
 

Art. 229.— Los hombres y las mujeres gozan de los mismos derechos y garantías 
enunciados en este Código sin discriminación alguna y son iguales ante la ley. 
 

Art. 230.—  Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, 
ejercicio y protección de todos los derechos humanos y a las libertades consagradas por el 
presente Código y los instrumentos nacionales e internacionales vigentes. 
 

Art. 231.— La expresión “discriminación contra la mujer” denota toda distinción, 
exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar 
o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su 
estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos 
y las libertades fundamentales, en las esferas política, económica, laboral, social, 
educación, cultural y civil o en cualquiera otra esfera. 
 

Art. 232.— El Estado y las provincias elaboraran plantes para la erradicación 
definitiva de cualquier tipo de violación y discriminación de derechos que las mujeres 
sufran, prestando especial atención a las esferas política, económica, laboral, social, 
educativa, cultural y civil. 
 

Art. 233.— Todo acto de discriminación contra la mujer será penado por la ley. 
 

Art. 234.— La violencia contra la mujer será severamente sancionada por la ley. 
Se entiende por violencia contra la mujer cualquier acción u omisión, basada en su 
género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, 
tanto en el ámbito público como en el privado. 
 

Art. 235.— Quedan prohibidas y serán penadas por la ley todas las formas de 
trata de mujeres. 
 

Art. 236.— Todo contrato o cualquier otro instrumento público o privado que 
tienda a limitar la capacidad jurídica de la mujer, es nulo. Es nula cualquier disposición 
que constituya discriminación contra la mujer tal como lo entiende este Código. 
 



Art. 237.— El Estado desarrollará un plan integral para modificar los patrones 
socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la eliminación de 
los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualesquiera otra índole que estén 
basadas en la idea de la inferioridad o superioridad de cualesquiera de los sexos o en 
funciones estereotipadas de hombres y mujeres. 
 
 Art. 238.— 
 

1. El Estado llevará a cabo un relevamiento y elaborará un plan de 
acciones específico con el fin de acelerar la igualdad de hecho entre el hombre y 
la mujer; dicho plan no se considerará discriminatorio en la forma definida por el 
presente Código, pero de ningún modo entrañará, como consecuencia, el 
mantenimiento de normas desiguales o separadas; estas medidas cesarán cuando 
se hubiere alcanzado los objetivos de igualdad de oportunidad y trato. 

 
2. La adopción de medidas especiales, incluso las contenidas en el 

presente Código, encaminadas a proteger la maternidad no se consideran 
discriminatorias. 

 
Art. 239.— La educación pública y privada reconocerá la responsabilidad común 

de hombres y mujeres en cuanto a la educación y al desarrollo de sus hijos. Asimismo en 
las parejas del mismo sexo. 
 

Art. 240.— Toda mujer tiene derecho a licencia de maternidad con sueldo pagado 
y con prestaciones sociales sin pérdida del empleo previo, la antigüedad o beneficios 
sociales; se establece también protección para la pareja de la mujer, sea cual fuere su 
sexo, tal como ya se ha establecido en el presente Código. 
 
 Art. 241.— 
 

1. Se tomarán todas las medidas apropiadas para asegurar la 
aplicación de las disposiciones del presente Código a la mujer en las zonas 
rurales. 

 
2. En dichas zonas, y en particular se asegurará el derecho a: 

 
a) Tener acceso a servicios adecuados de atención médica, 

inclusive información, asesoramiento y servicios en materia de 
planificación de la familia; 

 



b) Beneficiarse directamente de los programas de seguridad 
social; 

 
c) Obtener todos los tipos de educación y de formación, 

académica y no académica, incluidos los relacionados con la 
alfabetización funcional, así como, entre otros, los beneficios de todos los 
servicios comunitarios y de divulgación a fin de aumentar su capacidad 
técnica; 

 
d) Organizar cooperativas a fin de obtener igualdad de acceso 

a las oportunidades económicas mediante el empleo por cuenta propia o 
por cuenta ajena; 

 
e) Participar en todas las actividades comunitarias; 

 
f) Gozar de condiciones de vida adecuadas, particularmente en las 

esferas de la vivienda, los servicios sanitarios, la electricidad y el 
abastecimiento de agua, el transporte y las comunicaciones. 

 
 

• Título XXXIII.— La tercera edad 
 
a. Independencia 
 

Art. 242.— Las personas de edad tendrán acceso a alimentación, agua, vivienda, 
vestuario y atención de salud adecuados, mediante su propia suficiencia y la provisión de 
ingresos; al respecto, el Estado garantiza, para quienes sea necesario según su condición 
socioeconómica, instituciones gratuitas que satisfagan estos derechos. 
 

Art. 243.— El beneficio jubilatorio es independiente de los ingresos que las 
personas de edad tengan por la continuidad de su trabajo o la obtención de nuevos 
ingresos. 
 

Art. 244.— Las personas de edad determinarán en conjunto con sus empleadores 
cuándo y en qué medida dejarán de desempeñar actividades laborales. 
 

Art. 245.— Las personas de edad tendrán acceso a programas educativos y de 
formación adecuados establecidos e impartidos gratuitamente por el Estado. 
 



Art. 246.— Las personas de edad tendrán la posibilidad de vivir en entornos 
seguros y adaptables a sus preferencias personales y a la evolución de sus capacidades. 
 

Art. 247.— Nada podrá impedir que las personas de edad residan en su propio 
domicilio tanto tiempo como lo deseen, en tanto puedan abastecer el cuidado de su propia 
salud. 
 
b. Participación 
 

Art. 248.— Las personas de edad pueden participar activamente en la 
formulación y la aplicación de toda política, y en particular de las políticas que afecten 
directamente a su bienestar. Podrán compartir sus conocimientos siempre que así lo 
quisiesen. 
 

Art. 249.— El Estado ofrecerá a las personas de edad oportunidades para prestar 
servicios comunitarios, vinculados a sus intereses y capacidades, siempre a titulo 
oneroso. Esta remuneración no es incompatible con el beneficio jubilatorio. 
 
c. Cuidados 
 

Art. 250.— Las personas de edad tienen derecho a la protección de su familia y la 
comunidad, o a la protección de instituciones adecuadas. 
 

Art. 251.— Las personas de edad tendrán acceso a servicios de atención de salud 
gratuitos para mantener o recuperar un nivel óptimo de bienestar físico, mental y 
emocional, así como a prevenir, retrasar o tratar enfermedades. 
 

Art. 252.— Las personas de edad tendrán acceso a servicios sociales y jurídicos 
gratuitos que les aseguren mayores niveles de autonomía, protección y cuidado. La 
reglamentación establecerá qué organismo prestará dichos servicios y de qué forma. 
 

Art. 253.— Las personas de edad tendrán acceso a medios apropiados de atención 
institucional que les proporcionen protección, rehabilitación y estimulo social y mental en 
un entorno humano y seguro. 
 

Art. 254.— Las personas de edad disfrutarán del pleno goce de sus derechos 
humanos y libertades fundamentales cuando residan en hogares o instituciones donde se 
les brinden cuidados o tratamiento, con pleno respeto de su dignidad, creencias, 
necesidades e intimidad, así como de su derecho a adoptar decisiones sobre su cuidado y 
sobre la calidad de su vida. 



 
d.  Autorrealización 
 

Art. 255.— Las personas de edad podrán aprovechar las oportunidades para 
desarrollar plenamente su potencial mediante planes gratuitos que se reglamentarán. 
 

Art. 256.— Las personas de edad tendrán acceso gratuito a los recursos 
educativos, culturales, espirituales y recreativos de la sociedad. 
 
e. Dignidad 
 

Art. 257.— Las personas de edad deben vivir con dignidad y seguridad y verse 
libres de explotación y de malos tratos físicos o mentales. Cualquier tipo de explotación, 
maltrato físico o mental deliberado o discriminación será penalmente tipificado de 
acuerdo a la evidente gravedad del hecho. 
 

Art. 258.— Las personas de edad recibirán un trato digno, independientemente de 
la edad, sexo, raza o procedencia étnica, discapacidad u otras condiciones, y han de ser 
valoradas independientemente de su contribución económica. Cualquier trato indigno 
deliberado y dañino para su independencia, participación, cuidado, autorrealización o 
dignidad será considerado discriminación en los términos en los que el presente Código 
lo entiende y será perseguido penalmente. 

 
Libro noveno 

 
PROTECCIÓN INTEGRAL DE DERECHOS DE LAS NIÑAS, LOS NIÑOS Y 

LOS ADOLESCENTES 
 

•   Título XXXVI.– Máxima Exigibilidad de Derechos 
 

Art. 259.—  Este Libro tiene por objeto la protección integral de los derechos de las 
niñas, niños y adolescentes, para garantizar el ejercicio y disfrute pleno, efectivo y 
permanente de aquellos derechos y garantías reconocidos en el ordenamiento jurídico 
internacionales.  
 

Art. 260.— Los derechos aquí reconocidos están asegurados por su máxima 
exigibilidad y sustentados en el principio del interés superior del niño.  
 

Art. 261.— La omisión en la observancia de los deberes que por la presente 
corresponden a los órganos gubernamentales del Estado habilita a todo ciudadano a 



interponer las acciones administrativas y judiciales a fin de restaurar el ejercicio y goce 
de tales derechos, a través de medidas expeditas y eficaces. 
 

Art. 262.— La Convención sobre los Derechos del Niño es de aplicación obligatoria 
en las condiciones de su vigencia, en todo acto, decisión o medida administrativa, judicial 
o de cualquier naturaleza que se adopte respecto de las personas hasta los dieciocho años 
de edad.  
 

Art. 263.— Las niñas, niños o adolescentes tienen derecho a ser oídos y atendidos 
cualquiera sea la forma en que se manifiesten, en todos los ámbitos. 
 

Art. 264.— Los derechos y las garantías de los sujetos de esta ley son de orden 
público, irrenunciables, interdependientes, indivisibles e intransigibles. 
 

•   Título XXXVII.– Interés Superior 
 

Art. 265.— A los efectos del Libro se entiende por interés superior de la niña, niño y 
adolescente la máxima satisfacción, integral y simultánea de los derechos y garantías 
reconocidos en este Código, debiéndose respetar: 
 

1. Su condición de sujeto de derecho; 
 

2. El derecho de las niñas, niños y adolescentes a ser oídos y que su opinión sea 
tenida en cuenta; 

 
3. El respeto al pleno desarrollo personal de sus derechos en su medio familiar, 

social y cultural; 
 

4. Su edad, grado de madurez, capacidad de discernimiento y demás condiciones 
personales; 
 

5. El equilibrio entre los derechos y garantías de las niñas, niños y adolescentes y 
las exigencias del bien común; 
 

6. Su centro de vida. Se entiende por centro de vida el lugar donde las niñas, niños 
y adolescentes hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su 
existencia. Este principio rige en materia de patria potestad, pautas a las que se ajustarán 
el ejercicio de la misma, filiación, restitución del niño, la niña o el adolescente, adopción, 
emancipación y toda circunstancia vinculada a las anteriores cualquiera sea el ámbito 
donde deba desempeñarse. 



 
Art. 266.— Cuando exista conflicto entre los derechos e intereses de las niñas, niños 

y adolescentes frente a otros derechos e intereses igualmente legítimos, prevalecerán los 
primeros. 
 

•   Título XXXVIII.– Políticas Públicas 
 

Art. 267.— Las políticas públicas de la niñez y adolescencia se elaborarán de 
acuerdo a las siguientes pautas: 
 

1.   Fortalecimiento del rol de la familia en la efectivización de los derechos de las 
niñas, niños y adolescentes; 

 
2. Descentralización de los organismos de aplicación y de los planes y programas 

específicos de las distintas políticas de protección de derechos, a fin de garantizar mayor 
autonomía, agilidad y eficacia; 
 

3. Gestión asociada de los organismos de gobierno en sus distintos niveles en 
coordinación con la sociedad civil, con capacitación y fiscalización permanente; 
 

4. Promoción de redes intersectoriales locales; 
 

5. Propiciar la constitución de organizaciones y organismos para la defensa y 
protección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes. 
 

•   Título XXXIX.- Responsabilidad gubernamental 
 

Art. 268.— Los organismos del Estado tienen la responsabilidad indelegable de 
establecer, controlar y garantizar el cumplimiento de las políticas públicas relativas a los 
niños, niñas y adolescentes. 
 

Art. 269.— En la formulación y ejecución de políticas públicas y su prestación, es 
prioritario para los organismos del Estado mantener siempre presente el interés superior 
de las personas sujetos de este Libro y la asignación privilegiada de los recursos públicos 
que las garanticen. 
 

Art. 270.— Toda acción u omisión que se oponga a este principio constituye un acto 
contrario a los derechos fundamentales de las niñas, niños y adolescentes. 
 



Art. 271.— Las políticas públicas de los organismos del Estado deben garantizar con 
absoluta prioridad el ejercicio de los derechos de las niñas, niños y adolescentes. 
 

Art. 272.— La prioridad absoluta implica: 
 

1. Protección y auxilio en cualquier circunstancia; 
 

2. Prioridad en la exigibilidad de la protección jurídica cuando sus derechos 
colisionen con los intereses de los adultos, de las personas jurídicas privadas o 
públicas; 

 
3. Preferencia en la atención, formulación y ejecución de las políticas públicas; 

 
4. Asignación privilegiada e intangibilidad de los recursos públicos que las 

garantice; 
 

5. Preferencia de atención en los servicios esenciales. 
 

•   Título XL.- Participación comunitaria 
 

Art. 273.— La comunidad, por motivos de solidaridad y en ejercicio de la 
democracia participativa, debe y tiene derecho a ser parte activa en el logro de la vigencia 
plena y efectiva de los derechos y garantías de las niñas, niños y adolescentes. 
 

•   Título XLI.- Responsabilidad familiar 
 

Art. 274.— La familia es responsable en forma prioritaria de asegurar a las niñas, 
niños y adolescentes el disfrute pleno y el efectivo ejercicio de sus derechos y garantías. 
 

Art. 275.— El padre y la madre tienen responsabilidades y obligaciones comunes e 
iguales en lo que respecta al cuidado, desarrollo y educación integral de sus hijos. 
 

Art. 276.— Los organismos del Estado deben asegurar políticas, programas y 
asistencia apropiados para que la familia pueda asumir adecuadamente esta 
responsabilidad, y para que los padres asuman, en igualdad de condiciones, sus 
responsabilidades y obligaciones. 
 

•   Título XLII.- Principios, Derechos y Garantías de Niñas, Niños y 
Adolescentes 

 



Art. 277.— Derecho a la vida. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la 
vida, a su disfrute, protección y a la obtención de una buena calidad de vida. 
 

Art. 278.— Derecho a la dignidad y a la integridad personal. Las niñas, niños y 
adolescentes tienen derecho a la dignidad como sujetos de derechos y de personas en 
desarrollo; a no ser sometidos a trato violento, discriminatorio, vejatorio, humillante, 
intimidatorio; a no ser sometidos a ninguna forma de explotación económica, torturas, 
abusos o negligencias, explotación sexual, secuestros o tráfico para cualquier fin o en 
cualquier forma o condición cruel o degradante. 
 

Art. 279.— Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a su integridad física, 
sexual, psíquica y moral. La persona que tome conocimiento de malos tratos, o de 
situaciones que atenten contra la integridad psíquica, física, sexual o moral de un niño, 
niña o adolescente, o cualquier otra violación a sus derechos, debe comunicar a la 
autoridad local de aplicación de la presente ley. 
 

Art. 280.— Los organismos del Estado deben garantizar programas gratuitos de 
asistencia y atención integral que promuevan la recuperación de todas las niñas, niños y 
adolescentes que hubieren sufrido atentados contra su integridad psíquica, física, sexual o 
moral. 
 

Art. 281.— Derecho a la vida privada e intimidad familiar. Las niñas, niños y 
adolescentes tienen derecho a la vida privada e intimidad de y en la vida familiar. Estos 
derechos no pueden ser objeto de injerencias arbitrarias o ilegales. 
 

Art. 282.— Derecho a la identidad. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a 
un nombre, a una nacionalidad, a su lengua de origen, al conocimiento de quiénes son sus 
padres, a la preservación de sus relaciones familiares de conformidad con la ley, a la 
cultura de su lugar de origen y a preservar su identidad e idiosincrasia. 
 

Art. 283.— Derecho a la Identidad Biológica. Los organismos del Estado deben 
facilitar y colaborar en la búsqueda, localización u obtención de información, de los 
padres u otros familiares de las niñas, niños y adolescentes facilitándoles el encuentro o 
reencuentro familiar. Tienen derecho a conocer a sus padres biológicos, y a crecer y 
desarrollarse en su familia de origen, a mantener en forma regular y permanente el 
vínculo personal y directo con sus padres, aun cuando éstos estuvieran separados o 
divorciados, o pesara sobre cualquiera de ellos denuncia penal o sentencia, salvo que 
dicho vínculo, amenazare o violare alguno de los derechos de las niñas, niños y 
adolescentes que consagra la ley. 
 



Art. 284.— En toda situación de institucionalización de los padres, los organismos 
del Estado deben garantizar a las niñas, niños y adolescentes el vínculo y el contacto 
directo y permanente con 
aquéllos, siempre que no contraríe el interés superior del niño. Sólo en los casos en que 
ello sea imposible y en forma excepcional tendrán derecho a vivir, ser criados y 
desarrollarse en un grupo familiar alternativo o a tener una familia adoptiva, de 
conformidad con la ley. 
 

Art. 285.— Garantía estatal de identificación. Derecho a la Inscripción en un 
Organismo Público. Los organismos del Estado deben garantizar procedimientos 
sencillos y rápidos para que los recién nacidos sean identificados en forma gratuita, 
obligatoria, oportuna e inmediatamente después de su nacimiento, estableciendo el 
vínculo filial con la madre y el padre. Ante la falta de documento que acredite la 
identidad de la madre o del padre, los organismos del Estado deberán arbitrar los medios 
necesarios para la obtención de la identificación obligatoria consignada en el párrafo 
anterior, circunstancia que deberá ser tenida especialmente en cuenta 
por la reglamentación de este Título. 
 

Art. 286.— El estado debe facilitar la adopción de medidas específicas para la 
inscripción gratuita en un organismo público de todos aquellos adolescentes y madres, 
que no hayan sido inscriptos oportunamente. 
 

Art. 287.— Derecho a la documentación. Las niñas, niños, adolescentes y madres 
indocumentadas, tienen derecho a obtener los documentos públicos que comprueben su 
identidad, de conformidad con la normativa vigente. 
 

Art. 288.— Derecho a la salud. Los organismos del Estado deben garantizar: 
 

1. El acceso a servicios de salud, respetando las pautas familiares y 
culturales reconocidas por la familia y la comunidad a la que pertenecen siempre 
que no constituyan peligro para su vida e integridad; 

 
2. Programas de asistencia integral, rehabilitación e integración; 

 
3. Programas de atención, orientación y asistencia dirigidos a su familia; 

 
4. Campañas permanentes de difusión y promoción de sus derechos 

dirigidas a la comunidad a través de los medios de comunicación social. 
 



Art. 289.— Toda institución de salud deberá atender prioritariamente a las niñas 
y adolescentes embarazadas, y a sus parejas, proporcionándoles, si fuera preciso, atención 
psicológica. 
 

Art. 290.— Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la atención integral 
de su salud, a recibir la asistencia médica necesaria y a acceder en igualdad de 
oportunidades a los servicios y acciones de prevención, promoción, información, 
protección, diagnóstico precoz, tratamiento oportuno y recuperación de la salud. 
 

Art. 291.— HIV/SIDA. Todos los adolescentes, al cumplir los 18 años de edad, 
tendrán la obligación de realizarse un test que determine su condición serológica ante el 
HIV/SIDA. El Estado proveerá las condiciones para el acceso y la gratuidad de dicho 
diagnóstico, y las condiciones y gratuidad para su eventual tratamiento, tal y como se 
establece en este Código. 
 

Art. 292.— Derecho a la educación. Las niñas, niños y adolescentes tienen 
derecho a la educación pública y gratuita, atendiendo a su desarrollo integral, su 
preparación para el ejercicio de la ciudadanía, su formación para la convivencia 
democrática y el trabajo, respetando su identidad cultural y lengua de origen, su libertad 
de creación y el desarrollo máximo de sus competencias individuales; fortaleciendo los 
valores de solidaridad, respeto por los derechos humanos, tolerancia, identidad cultural y 
conservación del ambiente. 
 

Art. 293.— Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho al acceso y 
permanencia en un establecimiento educativo cercano a su residencia. En el caso de 
carecer de documentación que acredite su identidad, se los deberá inscribir 
provisoriamente, debiendo los organismos del Estado arbitrar los medios destinados a la 
entrega urgente de este documento. 
 

Art. 294.— Por ninguna causa se podrá restringir el acceso a la educación 
debiendo entregar la certificación o diploma correspondiente. 
 

Art. 295.— Capacidades Diferente. Las niñas, niños y adolescentes con 
capacidades especiales tienen todos los derechos y garantías consagrados y reconocidos 
por este Libro, además de los inherentes a su condición específica. Los organismos del 
Estado, la familia y la sociedad deben asegurarles el pleno desarrollo de su personalidad 
hasta el máximo de sus potencialidades, así como el goce de una vida plena y digna. 
 

Art. 296.— Gratuidad de la educación. La educación pública será gratuita en 
todos los servicios estatales, en todos los niveles educativos –educación preescolar, 



educación primaria, educación media, educación terciaria, educación universitaria, 
educación en artes y oficios- y en todos los regímenes especiales, según se establece en 
este Código. 
 

Art. 297.— Prohibición de discriminar por estado de embarazo, maternidad y 
paternidad. Prohíbase a las instituciones educativas públicas y privadas imponer por 
causa de embarazo, maternidad o paternidad, medidas correctivas o sanciones 
disciplinarias a las niñas, niños y adolescentes. 
 

Art. 298.— Los organismos del Estado deben desarrollar un sistema conducente a 
permitir la continuidad y la finalización de los estudios de las niñas, niños y adolescentes. 
 

Art. 299.— La niña o adolescente privada de su libertad será especialmente 
asistida durante el embarazo y el parto, y se le proveerán los medios materiales para la 
crianza adecuada de su hijo mientras éste permanezca en el medio carcelario, 
facilitándose la comunicación con su familia a efectos de propiciar su integración a ella. 
 

Art. 300.— Medidas de protección de la maternidad y paternidad. Las medidas 
que conforman la protección integral se extenderán a la madre y al padre durante el 
embarazo, el parto y al período de lactancia, garantizando condiciones dignas y 
equitativas para el adecuado desarrollo de su embarazo y la crianza de su hijo. 
 

Art. 301.— Derecho a la libertad. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho 
a la libertad. Este derecho comprende: 
 

1. Tener sus propias ideas, creencias o culto religioso según el desarrollo 
de sus facultades y con las limitaciones y garantías consagradas por el 
ordenamiento jurídico y ejercerlo bajo la orientación de sus padres, tutores, 
representantes legales o encargados de los mismos; 

 
2. Expresar su opinión en los ámbitos de su vida cotidiana, especialmente 

en la familia, la comunidad y la escuela; 
 

3. Expresar su opinión como usuarios de todos los servicios públicos y, 
con las limitaciones de la ley que rigiere, en todos los procesos judiciales y 
administrativos que puedan afectar sus derechos. 

 
Art. 302.— Las personas sujetos de este Libro tienen derecho a su libertad 

personal, sin más límites que los establecidos en el ordenamiento jurídico vigente. No 
pueden ser privados de ella ilegal o 



arbitrariamente. 
 

Art. 303.— La privación de libertad personal, entendida como ubicación de la 
niña, niño o adolescente en un lugar de donde no pueda salir por su propia voluntad, debe 
realizarse de conformidad con la normativa vigente. 
 

Art. 304.— Derecho al deporte y juego recreativo. Los organismos del Estado 
con la activa participación de la sociedad, deben establecer programas que garanticen el 
derecho de todas las niñas, niños y adolescentes a la recreación, esparcimiento, juegos 
recreativos y deportes, debiendo asegurar programas específicos para aquellos con 
capacidades especiales. 
 

Art. 305.— Derecho al medio ambiente. Las niñas, niños y adolescentes tienen 
derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, así como a la preservación y 
disfrute del paisaje. 
 

Art. 306.— Derecho a la dignidad. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho 
a ser respetados en su dignidad, reputación y propia imagen. 
 

Art. 307.— Se prohíbe exponer, difundir o divulgar datos, informaciones o 
imágenes que permitan identificar, directa o indirectamente a los sujetos de este Libro, a 
través de cualquier medio de comunicación o publicación en contra de su voluntad y la de 
sus padres, representantes legales o responsables, cuando se lesionen su dignidad o la 
reputación de las niñas, niños y adolescentes o que constituyan injerencias arbitrarias o 
ilegales en su vida privada o intimidad familiar. 
 

Art. 308.— Derecho de libre asociación. Las niñas, niños y adolescentes tienen 
derecho de asociarse libremente con otras personas, con fines sociales, culturales, 
deportivos, recreativos, religiosos, políticos, laborales o de cualquier otra índole, siempre 
que sean de carácter lícito y de conformidad a la legislación vigente.  
 

Art. 309.— Derecho a opinar y a ser oído. Las niñas, niños y adolescentes tienen 
derecho a: 
 

1. Participar y expresar libremente su opinión en los asuntos que les 
conciernan y en aquellos que tengan interés; 

 
2. Que sus opiniones sean tenidas en cuenta conforme a su madurez y 

desarrollo. 
 



Art. 310.— Este derecho se extiende a todos los ámbitos en que se desenvuelven 
las niñas, niños y adolescentes; entre ellos, al ámbito estatal, familiar, comunitario, social, 
escolar, científico, cultural, deportivo y recreativo. 
 

Art. 311.— Derecho al trabajo de los adolescentes. Los organismos del Estado 
deben garantizar el derecho de las personas adolescentes a la educación y reconocer su 
derecho a trabajar con las restricciones que imponen la legislación vigente y los 
convenios internacionales sobre erradicación del trabajo infantil, debiendo ejercer la 
inspección del trabajo contra la explotación laboral de las niñas, niños y adolescentes. 
Este derecho podrá limitarse solamente cuando la actividad laboral importe riesgo, 
peligro para el desarrollo, la salud física, mental o emocional de los adolescentes. Los 
organismos del Estado, la sociedad y en particular las organizaciones sindicales 
coordinarán sus esfuerzos para erradicar el trabajo infantil y limitar toda forma de trabajo 
legalmente autorizada cuando impidan o afecten su proceso evolutivo. 
 

Art. 312.— Derecho a la seguridad social. Las niñas, niños y adolescentes tienen 
derecho a obtener los beneficios de la seguridad social. 
Los organismos del Estado deberán establecer políticas y programas de inclusión para las 
niñas, niños y adolescentes, que consideren los recursos y la situación de los mismos y de 
las personas que sean responsables de su mantenimiento. 
 

Art. 313.— Garantías mínimas de procedimiento. Garantías en los 
procedimientos judiciales o administrativos. Los organismos del Estado deberán 
garantizar a las niñas, niños y adolescentes en cualquier procedimiento judicial o 
administrativo que los afecte -además de todos aquellos derechos contemplados en la 
Constitución, la Convención sobre los Derechos del Niño, en los tratados internacionales 
ratificados y en las leyes que en su consecuencia se dictaron- los siguientes derechos y 
garantías: 
 

1. A ser oído ante la autoridad competente cada vez que así lo solicite la 
niña, niño o adolescente; 

 
2. A que su opinión sea tomada primordialmente en cuenta al momento de 

arribar a una decisión que lo afecte; 
 

3. A ser asistido por un letrado preferentemente especializado en niñez y 
adolescencia desde el inicio del procedimiento judicial o administrativo que lo 
incluya. En caso de carecer de recursos económicos el Estado deberá asignarle de 
oficio un letrado que lo patrocine; 

 



4. A participar activamente en todo el procedimiento; 
 

5. A recurrir ante el superior frente a cualquier decisión que lo afecte. 
 

Art. 314.— Principio de igualdad y no discriminación. Las disposiciones de este 
Libro se aplicarán por igual a todos las niñas, niños y adolescentes, sin discriminación 
alguna fundada en motivos raciales, de sexo, color, edad, idioma, religión, creencias, 
opinión política, cultura, posición económica, origen social o étnico, capacidades 
especiales, salud, apariencia física o impedimento físico, de salud, el nacimiento o 
cualquier otra condición del niño o de sus padres o de sus representantes legales. 
 

Art. 315.— Principio de efectividad. Los organismos del Estado deberán adoptar 
todas las medidas administrativas, legislativas, judiciales y de otra índole, para garantizar 
el efectivo cumplimiento de los derechos y garantías reconocidos en este Libro. 
 

Art. 316.— Deber de comunicar. Los miembros de los establecimientos 
educativos y de salud, públicos o privados y todo agente o funcionario público que 
tuviere conocimiento de la vulneración de derechos de las niñas, niños o adolescentes, 
deberá comunicar dicha circunstancia ante la autoridad administrativa de protección de 
derechos en el ámbito local, bajo apercibimiento de incurrir en responsabilidad por dicha 
omisión. 
 

Art. 317.— Deber del funcionario de recibir denuncias. El agente público que sea 
requerido para recibir una denuncia de vulneración de derechos de los sujetos protegidos 
por este Libro, ya sea por la misma niña, niño o adolescente, o por cualquier otra persona, 
se encuentra obligado a recibir y tramitar tal denuncia en forma gratuita, a fin de 
garantizar el respeto, la prevención y la reparación del daño sufrido, bajo apercibimiento 
de considerarlo incurso en la figura de grave incumplimiento de los deberes del 
funcionario público. 
 

•   Título XLIII.- Sistema de Protección Integral de los derechos de las Niñas, 
Niños y Adolescentes 

 
Art. 318.— Conformación. El Sistema de Protección Integral de Derechos de las 

Niñas, Niños y Adolescentes está conformado por todos aquellos organismos, entidades y 
servicios que diseñan, planifican, coordinan, orientan, ejecutan y supervisan las políticas 
públicas, de gestión estatal o privadas, en el ámbito nacional, provincial y municipal, 
destinados a la promoción, prevención, asistencia, protección, resguardo y 
restablecimiento de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, y establece los 
medios a través de los cuales se asegura el efectivo goce de los derechos y garantías 



reconocidos en la Constitución, la Convención sobre los Derechos del Niño, demás 
tratados de derechos humanos ratificados por el Estado y el ordenamiento jurídico 
nacional. 
 

•   Título XLIV- Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes 
 

Art. 319.— Creación. Créase el Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y 
Adolescentes, quien tendrá a su cargo velar por la protección y promoción de sus 
derechos consagrados en la Constitución Nacional, la Convención sobre los Derechos del 
Niño y las leyes vigentes. 
 

Art. 320.— Designación y funciones. El defensor de los Derechos de las Niñas, 
Niños y Adolescentes será propuesto, designado y removido por el Congreso Nacional. 
Su duración, funciones y requisitos para acceder al cargo serán establecidos por la Ley. 

 
 

Libro décimo 
 

DERECHOS DE LOS ADULTOS MAYORES 
 

•   Título XLV - Propósitos del Presente Libro  
 

Art. 321.- Por el presente Libro el Estado se obliga a promover, proteger y asegurar 
el reconocimiento y el pleno goce y ejercicio, en condiciones de igualdad, de todos los 
derechos humanos y libertades fundamentales de la persona mayor, a fin de contribuir a 
su plena inclusión, integración y participación en la sociedad. 
 

Art. 322.- Lo dispuesto en este Libro no se interpretará como una limitación a 
derechos o beneficios más amplios o adicionales que reconozca el derecho internacional 
o la mejor jurisprudencia judicial a favor de la persona mayor. Tampoco se interpretará 
como una derogación de normas específicas que aseguren a la persona mayor un derecho 
mejor. 
 

•   Título XLVI.– Principios aplicables 
 

Art. 323.-  Son principios generales aplicables a este Libro:  
 

1. La promoción y defensa de los derechos humanos y libertades fundamentales 
de la persona mayor.  
 



2. La valorización de la persona mayor, su papel en la sociedad y contribución al 
desarrollo.  

 
3. La dignidad, independencia, protagonismo y autonomía de la persona mayor.  

 
4. La igualdad y no discriminación.  

 
5. La participación, integración e inclusión plena y efectiva en la sociedad.  

 
6. El bienestar y cuidado.  
 
7. La seguridad física, económica y social.  

 
8. La autorrealización.  

 
9. La equidad e igualdad de género y enfoque de curso de vida.  

 
10. La solidaridad y fortalecimiento de la protección familiar y comunitaria.  

 
11. El buen trato y la atención preferencial.  

 
12. El enfoque diferencial para el goce efectivo de los derechos de la persona 

mayor.   
 

13. El respeto y valorización de la diversidad cultural.  
 

14. La protección judicial efectiva. 
 

15. La responsabilidad del Estado y participación de la familia y de la comunidad 
en la integración activa, plena y productiva de la persona mayor dentro de la sociedad, así 
como en su cuidado y atención, de acuerdo con su legislación interna. 
 

•   Título XLVII.- Deberes generales respecto de los adultos mayores 
 

Art. 324.- El Estado prevendrá, sancionará y erradicará prácticas como aislamiento, 
abandono, sujeciones físicas prolongadas, hacinamiento, expulsiones de la comunidad, la 
negación de nutrición, infantilización, tratamientos médicos inadecuados o 
desproporcionados, entre otras, y todas aquellas que constituyan malos tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes que atenten contra la seguridad e integridad de la 
persona mayor.  



 
Art. 325.- Se adoptarán las medidas afirmativas y realizarán los ajustes razonables 

que sean necesarios para el ejercicio de los derechos establecidos en el presente Libro, y 
se abstendrán de adoptar cualquiera medida legislativa que sea incompatible con el 
mismo. No se considerarán discriminatorias las medidas afirmativas y ajustes razonables 
que sean necesarios para acelerar o lograr la igualdad de hecho de la persona mayor, así 
como para asegurar su plena integración social, económica, educacional, política y 
cultural. Tales medidas afirmativas no deberán conducir al mantenimiento de derechos 
separados para grupos distintos y no deberán perpetuarse más allá de un período 
razonable o después de alcanzado dicho objetivo.  
 

Art. 326.- Se adoptarán y fortalecerán todas las medidas legislativas, administrativas, 
judiciales, presupuestarias y de cualquier otra índole, incluido un adecuado acceso a la 
justicia a fin garantizar a la persona mayor un trato diferenciado y preferencial en todos 
los ámbitos.  
 

Art. 327.- Se adoptarán las medidas necesarias, hasta el máximo de los recursos 
disponibles y tomando en cuenta su grado de desarrollo, a fin de lograr progresivamente, 
y de conformidad con la legislación internacional ratificada y la vigencia de este Código, 
la plena efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales; sin perjuicio de las 
obligaciones que sean aplicables de inmediato.  
 

Art. 328.- El Estado creará instituciones públicas especializadas en la protección y 
promoción de los derechos de la persona mayor y su desarrollo integral.  
 

Art. 329.-  Se promoverá la más amplia participación de la sociedad civil y de otros 
actores sociales, en particular de la persona mayor, en la elaboración, aplicación y control 
de políticas públicas y legislación dirigida a la implementación de los derechos que aquí 
se enuncian.  
 

Art. 330.-  Se recopilará información adecuada, incluidos datos estadísticos y de 
investigación, que permitan formular y aplicar políticas, a fin de dar efecto a los derechos 
que aquí se enuncian.  
 

•   Título XLVIII.- Derechos mínimos de los adultos mayores - Igualdad y no 
discriminación por razones de edad 

 
 

Art. 331.-  Queda prohibida la discriminación por edad, en general, y particularmente 
en la vejez.  



 
Art. 332.- El Estado desarrollará políticas sobre envejecimiento y vejez, en relación 

con la persona mayor en condición de vulnerabilidad y aquellas que son víctimas de 
discriminación múltiple, incluidas las mujeres, las personas con discapacidad, las 
personas de diversas orientaciones sexuales e identidades de género, las personas 
migrantes, las personas en situación de pobreza o marginación social, los 
afrodescendientes y las personas pertenecientes a pueblos indígenas, las personas sin 
hogar, las personas privadas de libertad, las personas pertenecientes a pueblos 
tradicionales, las personas pertenecientes a grupos étnicos, raciales, nacionales, 
lingüísticos, religiosos y rurales, entre otros.  
 

•   Título XLIX.- Derecho a la vida y a la dignidad en la vejez 
 

Art. 333.- El Estado garantizará a la persona mayor el goce efectivo del derecho a la 
vida y el derecho a vivir con dignidad en la vejez hasta el fin de sus días, en igualdad de 
condiciones con otros sectores de la población.  
 

Art. 334.- El Estado tomará medidas para que las instituciones públicas y privadas 
ofrezcan a la persona mayor un acceso no discriminatorio a cuidados integrales, incluidos 
los cuidados paliativos, eviten el aislamiento y manejen apropiadamente los problemas 
relacionados con el miedo a la muerte de los enfermos terminales, el dolor, y eviten el 
sufrimiento innecesario y las intervenciones fútiles e inútiles, de conformidad con el 
derecho de la persona mayor a expresar el consentimiento informado.  
 

•   Título L.- Derecho a una pensión y atención médica gratuita integral 
 

Art. 335.- Toda persona de 65 años cumplidos o más, que no percibiere ningún 
beneficio previsional –jubilaciones o pensiones- ni se encuentre asalariada, tendrá 
derecho a percibir del sistema previsional una pensión igual a un salario mínimo vital, 
con independencia de que hubiere realizado aportes previsionales. La falta de aportes 
previsionales, por la causa que fuere, jamás será una razón para que el Estado no atorgue 
dicho beneficio mínimo, siempre que se trate del único ingreso dinerario de la persona 
mayor. 
 

Art. 336.- El Estado asegura a toda persona mayor de 65 años la atención médica 
gratuita e integral a través de un seguro médico estatal; bajo concepto alguno será 
exigible el pago de la atención médica, tratamientos, medicación y cualesquiera otros 
procedimientos médicos que la persona mayor requiera. 
 

•   Título LI.- Derecho a la independencia y a la autonomía 



 
 

Art. 337.- El Estado reconoce el derecho de la persona mayor a tomar decisiones, a la 
definición de su plan de vida, a desarrollar una vida autónoma e independiente, conforme 
a sus tradiciones y creencias, en igualdad de condiciones y a disponer de mecanismos 
para poder ejercer sus derechos.  
 

Art. 338.- El Estado adoptará programas, políticas o acciones para facilitar y 
promover el pleno goce de estos derechos por la persona mayor, propiciando su 
autorrealización, el fortalecimiento de todas las familias, de sus lazos familiares y 
sociales, y de sus relaciones afectivas. En especial, asegurará:  
 

1. El respeto a la autonomía de la persona mayor en la toma de sus decisiones, así 
como a su independencia en la realización de sus actos.  
 

2. Que la persona mayor tenga la oportunidad de elegir su lugar de residencia y 
dónde y con quién vivir, en igualdad de condiciones con las demás, y no se vea obligada 
a vivir con arreglo a un sistema de vida específico. 
 

3. Que la persona mayor tenga acceso progresivamente a una variedad de 
servicios de asistencia domiciliaria, residencial y otros servicios de apoyo de la 
comunidad, incluida la asistencia personal que sea necesaria para facilitar su existencia y 
su inclusión en la comunidad, y para evitar su aislamiento o separación de ésta.  
 

•   Título LII.- Derecho a la participación e integración comunitaria 
 

Art. 339.- La persona mayor tiene derecho a la participación activa, productiva, plena 
y efectiva dentro de la familia, la comunidad y la sociedad para su integración en todas 
ellas.  
 

Art. 340.- El Estado  adoptará medidas para que la persona mayor tenga la 
oportunidad de participar activa y productivamente en la comunidad, y pueda desarrollar 
sus capacidades y potencialidades. A tal fin:  
 

1. Creará y fortalecerá mecanismos de participación e inclusión social de la 
persona mayor en un ambiente de igualdad que permita erradicar los prejuicios y 
estereotipos que obstaculicen el pleno disfrute de estos derechos.  
 



2. Promoverá la participación de la persona mayor en actividades 
intergeneracionales para fortalecer la solidaridad y el apoyo mutuo como elementos 
claves del desarrollo social.  
 

3. Asegurará que las instalaciones y los servicios comunitarios para la población 
en general estén a disposición, en igualdad de condiciones, de la persona mayor y tengan 
en cuenta sus necesidades.  
 

•   Título LIII.- Derecho a la seguridad y a una vida sin ningún tipo de violencia 
 
 

Art. 341.- La persona mayor tiene derecho a la seguridad y a una vida sin ningún tipo 
de violencia, a recibir un trato digno y a ser respetada y valorada, independientemente de 
la raza, el color, el sexo, el idioma, la cultura, la religión, la opinión política o de otra 
índole, el origen social, nacional, étnico, indígena e identidad cultural, la posición socio-
económica, discapacidad, la orientación sexual, el género, la identidad de género, su 
contribución económica o cualquier otra condición.  
 

Art. 342.- La persona mayor tiene derecho a vivir una vida sin ningún tipo de 
violencia y maltrato. Para los efectos de este Código, se entenderá por violencia contra la 
persona mayor cualquier acción o conducta que cause muerte, daño o sufrimiento físico, 
sexual o psicológico a la persona mayor, tanto en el ámbito público como en el privado.  
 

Art. 343.- Se entenderá que la definición de violencia contra la persona mayor 
comprende, entre otros, distintos tipos de abuso, incluso el financiero y patrimonial, y 
maltrato físico, sexual, psicológico, explotación laboral, la expulsión de su comunidad y 
toda forma de abandono o negligencia que tenga lugar dentro o fuera del ámbito familiar 
o unidad doméstica o que sea perpetrado o tolerado por el Estado o sus agentes 
dondequiera que ocurra.  
 

Art. 344.-  El Estado  se comprometen a:  
 

1. Prevenir, investigar, sancionar y erradicar los actos de violencia contra la 
persona mayor, así como aquellas que propicien la reparación de los daños ocasionados 
por estos actos.  
 

2. Producir y divulgar información con el objetivo de generar diagnósticos de 
riesgo de posibles situaciones de violencia a fin de desarrollar políticas de prevención.  
 



3. Fortalecer servicios de apoyo para atender los casos de violencia, maltrato, 
abusos, explotación y abandono de la persona mayor. Fomentar el acceso de la persona 
mayor a dichos servicios y a la información sobre los mismos.  
 

4. Establecer y fortalecer mecanismos de prevención de la violencia, en 
cualesquiera de sus manifestaciones, dentro de la familia, unidad doméstica, lugares 
donde recibe servicios de cuidado a largo plazo y en la sociedad para la efectiva 
protección de los derechos de la persona mayor.  
 

5. Informar y sensibilizar a la sociedad en su conjunto sobre las diversas formas 
de violencia contra la persona mayor y la manera de identificarlas y prevenirlas.  
 

6. Capacitar y sensibilizar a funcionarios públicos, a los encargados de los 
servicios sociales y de salud, al personal encargado de la atención y el cuidado de la 
persona mayor en los servicios de cuidado a largo plazo o servicios domiciliarios sobre 
las diversas formas de violencia, a fin de brindarles un trato digno y prevenir negligencia 
y acciones o prácticas de violencia y maltrato.  
 

7. Desarrollar programas de capacitación dirigidos a los familiares y personas que 
ejerzan tareas de cuidado domiciliario a fin de prevenir escenarios de violencia en el 
hogar o unidad doméstica.  
 

8. Promover mecanismos adecuados y eficaces de denuncia en casos de violencia 
contra la persona mayor, así como reforzar los mecanismos judiciales y administrativos 
para la atención de esos casos.  
 

9. Eliminar todas las prácticas que generan violencia y que afectan la dignidad e 
integridad de la mujer mayor.  
 

•   Título LIV.- Derecho a no ser sometido a tortura ni a penas o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes 

 
Art. 345.- La persona mayor tiene derecho a no ser sometida a tortura y otros tratos o 

penas crueles, inhumanos o degradantes.  
 

Art. 346.- El Estado  tomará todas las medidas de carácter legislativo, administrativo 
o de otra índole para prevenir, investigar, sancionar y erradicar todo tipo de tortura u 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes hacia la persona mayor.  
 



•   Título LV.- Derecho a brindar consentimiento libre e informado en el ámbito 
de la salud 

 
Art. 347.- La persona mayor tiene el derecho irrenunciable a manifestar su 

consentimiento libre e informado en el ámbito de la salud. La negación de este derecho 
constituye una forma de vulneración de los derechos humanos de la persona mayor. 
 

Art. 348.- Con la finalidad de garantizar el derecho de la persona mayor a manifestar 
su consentimiento informado de manera previa, voluntaria, libre y expresa, así como a 
ejercer su derecho de modificarlo o revocarlo, en relación con cualquier decisión, 
tratamiento, intervención o investigación, en el ámbito de la salud, el Poder Ejecutivo 
elaborará y aplicará mecanismos adecuados y eficaces para impedir abusos y fortalecer la 
capacidad de la persona mayor de comprender plenamente las opciones de tratamiento 
existentes, sus riesgos y beneficios.  
 

Art. 349.- Dichos mecanismos deberán asegurar que la información que se brinde sea 
adecuada, clara y oportuna, disponible sobre bases no discriminatorias, de forma 
accesible y presentada de manera comprensible de acuerdo con la identidad cultural, 
nivel educativo y necesidades de comunicación de la persona mayor. 
 

Art. 350.- Las instituciones públicas o privadas y los profesionales de la salud no 
podrán administrar ningún tratamiento, intervención o investigación de carácter médico o 
quirúrgico sin el consentimiento informado de la persona mayor.  
 

Art. 351.- En los casos de emergencia médica que pongan en riesgo la vida y cuando 
no resulte posible obtener el consentimiento informado, se podrán aplicar las excepciones 
establecidas de conformidad con la legislación vigente al respecto.  
 

Art. 352.- La persona mayor tiene derecho a aceptar, negarse a recibir o interrumpir 
voluntariamente tratamientos médicos o quirúrgicos, incluidos los de la medicina 
tradicional, alternativa y complementaria, investigación, experimentos médicos o 
científicos, ya sean de carácter físico o psíquico, y a recibir información clara y oportuna 
sobre las posibles consecuencias y los riesgos de dicha decisión.  
 

Art. 353.- El Estado establecerá un proceso a través del cual la persona mayor pueda 
manifestar de manera expresa su voluntad anticipada e instrucciones respecto de las 
intervenciones en materia de atención de la salud, incluidos los cuidados paliativos. En 
estos casos, esta voluntad anticipada podrá ser expresada, modificada o ampliada en 
cualquier momento sólo por la persona mayor, a través de instrumentos jurídicamente 
vinculantes, de conformidad con la legislación nacional vigente.  



 
•   Título LVI.- Derechos de la persona mayor que recibe servicios de cuidado a 

largo plazo 
 

Art. 354.- La persona mayor tiene derecho a un sistema integral de cuidados que 
provea la protección y promoción de la salud, cobertura de servicios sociales, seguridad 
alimentaria y nutricional, agua, vestuario y vivienda; promoviendo que la persona mayor 
pueda decidir permanecer en su hogar y mantener su independencia y autonomía.  
 

Art. 355.- El Estado diseñará medidas de apoyo a las familias y cuidadores mediante 
la introducción de servicios para quienes realizan la actividad de cuidado de la persona 
mayor, teniendo en cuenta las necesidades de todas las familias y otras formas de 
cuidados, así como la plena participación de la persona mayor, respetándose su opinión.  
 

Art. 356.-  El Estado  deberán adoptar medidas tendientes a desarrollar un sistema 
integral de cuidados que tenga especialmente en cuenta la perspectiva de género y el 
respeto a la dignidad e integridad física y mental de la persona mayor.  
 

Art. 357.-  Para garantizar a la persona mayor el goce efectivo de sus derechos 
humanos en los servicios de cuidado a largo plazo, los Estados Parte se comprometen a:  
 

1. Establecer mecanismos para asegurar que el inicio y término de servicios de 
cuidado de largo plazo estén sujetos a la manifestación de la voluntad libre y expresa de 
la persona mayor. 
 

2. Promover que dichos servicios cuenten con personal especializado que pueda 
ofrecer una atención adecuada e integral y prevenir acciones o prácticas que puedan 
producir daño o agravar la condición existente. 
 

3.Establecer un marco regulatorio adecuado para el funcionamiento de los servicios 
de cuidado a largo plazo que permita evaluar y supervisar la situación de la persona 
mayor, incluyendo la adopción de medidas para:  
 

a) Garantizar el acceso de la persona mayor a la información, en particular 
a sus expedientes personales, ya sean físicos o digitales, y promover el acceso a 
los distintos medios de comunicación e información, incluidas las redes sociales, 
así como informar a la persona mayor sobre sus derechos y sobre el marco 
jurídico y protocolos que rigen los servicios de cuidado a largo plazo.  

 



b) Prevenir injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, familia, 
hogar o unidad doméstica, o cualquier otro ámbito en el que se desenvuelvan, así 
como en su correspondencia o cualquier otro tipo de comunicación.  

 
c) Promover la interacción familiar y social de la persona mayor, teniendo 

en cuenta a todas las familias y sus relaciones afectivas.  
 

d) Proteger la seguridad personal y el ejercicio de la libertad y movilidad 
de la persona mayor.  

 
f) Proteger la integridad de la persona mayor y su privacidad e intimidad 

en las actividades que desarrolle, particularmente en los actos de higiene personal.  
 

4. Establecer la legislación necesaria para que los responsables y el personal de 
servicios de cuidado a largo plazo respondan administrativa, civil y/o penalmente por los 
actos que practiquen en detrimento de la persona mayor, según corresponda.  
 

5. Adoptar medidas adecuadas, cuando corresponda, para que la persona mayor 
que se encuentre recibiendo servicios de cuidado a largo plazo cuente con servicios de 
cuidados paliativos que abarquen al paciente, su entorno y su familia.  
 

•   Título LVII.- Derecho a la libertad personal 
 

Art. 358.-  La persona mayor tiene derecho a la libertad y seguridad personal, 
independientemente del ámbito en el que se desenvuelva.  
 

Art. 359.-  El Estado  asegurarán que la persona mayor disfrute del derecho a la 
libertad y seguridad personal y que la edad en ningún caso justifique la privación o 
restricción arbitrarias de su libertad.  
 

Art. 360.-  El Estado  garantizarán que cualquier medida de privación o restricción de 
libertad será de conformidad con la ley y asegurarán que la persona mayor que se vea 
privada de su libertad en razón de un proceso tenga, en igualdad de condiciones con otros 
sectores de la población, derecho a garantías de conformidad con el derecho internacional 
de los derechos humanos y a ser tratada de conformidad con los objetivos y principios del 
presente Código.  
 

Art. 361.-  El Estado  garantizarán el acceso de la persona mayor privada de libertad 
a programas especiales y atención integral, incluidos los mecanismos de rehabilitación 



para su reinserción en la sociedad y, según corresponda, promoverán medidas alternativas 
respecto a la privación de libertad de acuerdo con el ordenamientos jurídico. 

 
•   Título LVIII.- Derecho a la libertad de expresión y de opinión y al acceso a la 

información 
 

Art. 362.-  La persona mayor tiene derecho a la libertad de expresión y opinión y al 
acceso a la información, en igualdad de condiciones con otros sectores de la población y 
por los medios de su elección.  
 

Art. 363.-  El Estado  adoptarán medidas destinadas a garantizar a la persona mayor 
el ejercicio efectivo de dichos derechos.  
 

•   Título LVIX.- Derecho a la nacionalidad y a la libertad de circulación 
 

Art. 364.-  La persona mayor tiene derecho a la libertad de circulación, a la libertad 
para elegir su residencia y a poseer una nacionalidad en igualdad de condiciones con los 
demás sectores de la población, sin discriminación por razones de edad.  
 

Art. 365.-  El Estado  adoptarán medidas destinadas a garantizar a la persona mayor 
el ejercicio efectivo de dichos derechos.  
 

•   Título LX.- Derecho a la privacidad y a la intimidad 
 

Art. 366.-  La persona mayor tiene derecho a la privacidad y a la intimidad y a no ser 
objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, familia, hogar o unidad 
doméstica, o cualquier ámbito en el que se desenvuelvan, así como en su correspondencia 
o cualquier otro tipo de comunicación.  
 

Art. 367.-  La persona mayor tiene derecho a no ser objeto de agresiones contra su 
dignidad, honor y reputación, y a la privacidad en los actos de higiene o en las 
actividades que desarrolle, independientemente del ámbito en el que se desenvuelva.  
 

Art. 368.-  El Estado  adoptarán las medidas necesarias para garantizar estos 
derechos, particularmente a la persona mayor que recibe servicios de cuidado a largo 
plazo.  
 

•   Título LXI.- Derecho a la seguridad social 
 



Art. 369.-  Toda persona mayor tiene derecho a la seguridad social que la proteja para 
llevar una vida digna.  
 

Art. 370.-  El Estado  promoverán progresivamente, dentro de los recursos 
disponibles, que la persona mayor reciba un ingreso para una vida digna a través de los 
sistemas de seguridad social y otros mecanismos flexibles de protección social.  
 

Art. 371.-  El Estado  buscarán facilitar, mediante convenios institucionales, acuerdos 
bilaterales u otros mecanismos hemisféricos, el reconocimiento de prestaciones, aportes 
realizados a la seguridad social o derechos de pensión de la persona mayor migrante.  
 

•   Título LXII.- Derecho al trabajo 
 

Art. 372.-  La persona mayor tiene derecho al trabajo digno y decente y a la igualdad 
de oportunidades y de trato respecto de los otros trabajadores, sea cual fuere su edad.  
 

Art. 373.-  El Estado  adoptarán medidas para impedir la discriminación laboral de la 
persona mayor. Queda prohibida cualquier distinción que no se base en las exigencias 
propias de la naturaleza del cargo, de conformidad con la legislación nacional y en forma 
apropiada a las condiciones locales.  
 

Art. 374.-  El empleo o la ocupación debe contar con las mismas garantías, 
beneficios, derechos laborales y sindicales, y ser remunerado por el mismo salario 
aplicable a todos los trabajadores frente a iguales tareas y responsabilidades.  
 

Art. 375.-  El Estado  adoptarán las medidas legislativas, administrativas o de otra 
índole para promover el empleo formal de la persona mayor y regular las distintas formas 
de autoempleo y el empleo doméstico, con miras a prevenir abusos y garantizar una 
adecuada cobertura social y el reconocimiento del trabajo no remunerado.  
 

Art. 376.-  El Estado  promoverán programas y medidas que faciliten una transición 
gradual a la jubilación, para lo cual podrán contar con la participación de las 
organizaciones representativas de empleadores y trabajadores y de otros organismos 
interesados.  
 

Art. 377.-  El Estado  promoverán políticas laborales dirigidas a propiciar que las 
condiciones, el ambiente de trabajo, horarios y la organización de las tareas sean 
adecuadas a las necesidades y características de la persona mayor.  
 



Art. 378.-  El Estado  alentarán el diseño de programas para la capacitación y 
certificación de conocimiento y saberes para promover el acceso de la persona mayor a 
mercados laborales más inclusivos.  
 

•   Título LXIII.- Derecho a la salud 
 

Art. 379.-  La persona mayor tiene derecho a su salud física y mental, sin ningún tipo 
de discriminación.  
 

Art. 380.-  El Estado deberán diseñar e implementar políticas públicas 
intersectoriales de salud orientadas a una atención integral que incluya la promoción de la 
salud, la prevención y la atención de la enfermedad en todas las etapas, y la rehabilitación 
y los cuidados paliativos de la persona mayor a fin de propiciar el disfrute del más alto 
nivel de bienestar, físico, mental y social. Para hacer efectivo este derecho, el Estado se 
comprometen a tomar las siguientes medidas:  
 

1. Asegurar la atención preferencial y el acceso universal, equitativo y oportuno 
en los servicios integrales de salud de calidad basados en la atención primaria, y 
aprovechar la medicina tradicional, alternativa y complementaria, de conformidad con la 
legislación nacional y con los usos y costumbres.  
 

2. Formular, implementar, fortalecer y evaluar políticas públicas, planes y 
estrategias para fomentar un envejecimiento activo y saludable.  
 

3. Fomentar políticas públicas sobre salud sexual y reproductiva de la persona 
mayor.  
 

4. Fomentar, cuando corresponda, la cooperación internacional en cuanto al 
diseño de políticas públicas, planes, estrategias y legislación, y el intercambio de 
capacidades y recursos para ejecutar planes de salud para la persona mayor y su proceso 
de envejecimiento.  
 

5. Fortalecer las acciones de prevención a través de las autoridades de salud y la 
prevención de enfermedades, incluyendo la realización de cursos de educación, el 
conocimiento de las patologías y opinión informada de la persona mayor en el 
tratamiento de enfermedades crónicas y otros problemas de salud.  
 

6. Garantizar el acceso a beneficios y servicios de salud asequibles y de calidad 
para la persona mayor con enfermedades no transmisibles y transmisibles, incluidas 
aquellas por transmisión sexual.  



 
7. Fortalecer la implementación de políticas públicas orientadas a mejorar el 

estado nutricional de la persona mayor.  
 

8. Promover el desarrollo de servicios socio-sanitarios integrados especializados 
para atender a la persona mayor con enfermedades que generan dependencia, incluidas 
las crónico-degenerativas, las demencias y la enfermedad de Alzheimer.  
 

9. Fortalecer las capacidades de los trabajadores de los servicios de salud, sociales 
y socio-sanitarios integrados y de otros actores, en relación con la atención de la persona 
mayor, teniendo en consideración los principios contenidos en este Código.  
 

10. Promover y fortalecer la investigación y la formación académica profesional y 
técnica especializada en geriatría, gerontología y cuidados paliativos.  
 

11. Formular, adecuar e implementar políticas referidas a la capacitación y 
aplicación de la medicina tradicional, alternativa y complementaria, en relación con la 
atención integral de la persona mayor.  
 

12. Promover las medidas necesarias para que los servicios de cuidados paliativos 
estén disponibles y accesibles para la persona mayor, así como para apoyar a sus familias.  
 

13. Garantizar a la persona mayor la disponibilidad y el acceso a los 
medicamentos reconocidos como esenciales por la Organización Mundial de la Salud, 
incluyendo los fiscalizados necesarios para los cuidados paliativos.  
 

14. Garantizar a la persona mayor el acceso a la información contenida en sus 
expedientes personales, sean físicos o digitales.  
 

15. Promover y garantizar progresivamente, y de acuerdo con sus capacidades, el 
acompañamiento y la capacitación a personas que ejerzan tareas de cuidado de la persona 
mayor, incluyendo familiares, con el fin de procurar su salud y bienestar.  
 

•   Título LXIV.- Derecho a la educación 
 

Art. 381.-  La persona mayor tiene derecho a la educación en igualdad de condiciones 
con otros sectores de la población y sin discriminación, en las modalidades definidas por 
cada uno de los Estados Parte, y a participar en los programas educativos existentes en 
todos los niveles, y a compartir sus conocimientos y experiencias con todas las 
generaciones.  



 
Art. 382.-  El Estado  garantizarán el ejercicio efectivo del derecho a la educación de 

la persona mayor y se comprometen a:  
 

1. Facilitar a la persona mayor el acceso a programas educativos y de formación 
adecuados que permitan el acceso, entre otros, a los distintos niveles del ciclo educativo, 
a programas de alfabetización y postalfabetización, formación técnica y profesional, y a 
la educación permanente continua, en especial a los grupos en situación de 
vulnerabilidad.  
 

2. Promover el desarrollo de programas, materiales y formatos educativos 
adecuados y accesibles para la persona mayor que atiendan sus necesidades, preferencias, 
aptitudes, motivaciones e identidad cultural.  
 

3. Adoptar las medidas necesarias para reducir y, progresivamente, eliminar las 
barreras y las dificultades de acceso a los bienes y servicios educativos en el medio rural. 
 

4. Promover la educación y formación de la persona mayor en el uso de las 
nuevas tecnologías de la información y comunicación (TIC) para minimizar la brecha 
digital, generacional y geográfica e incrementar la integración social y comunitaria.  
 

5. Diseñar e implementar políticas activas para erradicar el analfabetismo de la 
persona mayor y, en especial, de las mujeres y grupos en situación de vulnerabilidad.  
 

6. Fomentar y facilitar la participación activa de la persona mayor en actividades 
educativas, tanto formales como no formales.  
 

•   Título LXV.- Derecho a la cultura y la identidad cultural 
 

Art. 383.-  La persona mayor tiene derecho a su identidad cultural, a participar en la 
vida cultural y artística de la comunidad, al disfrute de los beneficios del progreso 
científico y tecnológico y de otros producto de la diversidad cultural, así como a 
compartir sus conocimientos y experiencias con otras generaciones, en cualquiera de los 
contextos en los que se desarrolle.  
 

Art. 384.-  El Estado  reconocerán, garantizarán y protegerán el derecho a la 
propiedad intelectual de la persona mayor, en condiciones de igualdad con los demás 
sectores de la población y de acuerdo con los instrumentos internacionales adoptados en 
este ámbito.  
 



Art. 385.-  El Estado  promoverán las medidas necesarias para asegurar el acceso 
preferencial de la persona mayor a los bienes y servicios culturales, en formatos y 
condiciones asequibles.  
 

Art. 386.-  El Estado  fomentará programas culturales para que la persona mayor 
pueda desarrollar y utilizar su potencial creativo, artístico e intelectual, para su beneficio 
y para el enriquecimiento de la sociedad como agente transmisor de valores, 
conocimientos y cultura.  
 

Art. 387.-  El Estado  impulsarán la participación de las organizaciones de personas 
mayores en la planificación, realización y divulgación de proyectos educativos y 
culturales.  
 

Art. 388.-  El Estado  incentivarán, mediante acciones de reconocimiento y estímulo, 
los aportes de la persona mayor a las diferentes expresiones artísticas y culturales.  
 

•   Título LXVI.- Derecho a la recreación, al esparcimiento y al deporte 
 
 

Art. 389.-  La persona mayor tiene derecho a la recreación, la actividad física, el 
esparcimiento y el deporte.  
 

Art. 390.-  El Estado  promoverán el desarrollo de servicios y programas de 
recreación, incluido el turismo, así como actividades de esparcimiento y deportivas que 
tengan en cuenta los intereses y las necesidades de la persona mayor, en particular de 
aquella que recibe servicios de cuidado a largo plazo, con el objeto de mejorar su salud y 
calidad de vida en todas sus dimensiones y promover su autorrealización, independencia, 
autonomía e inclusión en la comunidad.  
 

Art. 391.-  La persona mayor podrá participar en el establecimiento, gestión y 
evaluación de dichos servicios, programas o actividades.  
 

•   Título LXVII.- Derecho a la propiedad 
 

Art. 392.-  Toda persona mayor tiene derecho al uso y goce de sus bienes y a no ser 
privada de estos por motivos de edad. La ley puede subordinar tal uso y goce al interés 
social.  
 



Art. 393.-  Ninguna persona mayor puede ser privada de sus bienes, excepto 
mediante el pago de indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés 
social y en los casos y según las formas establecidas por la ley.  
 

Art. 394.-  El Estado  adoptarán todas las medidas necesarias para garantizarle a la 
persona mayor el ejercicio del derecho a la propiedad, incluida la libre disposición de sus 
bienes, y para prevenir el abuso y la enajenación ilegal de su propiedad.  
 

Art. 395.-  El Estado  se comprometen a adoptar medidas para eliminar toda práctica 
administrativa o financiera que discrimine a la persona mayor, principalmente a las 
mujeres mayores y a los grupos en situación de vulnerabilidad respecto del ejercicio de su 
derecho a la propiedad.  
 

•   Título LXVIII.- Derecho a la vivienda 
 

Art. 396.-  La persona mayor tiene derecho a una vivienda digna y adecuada, y a 
vivir en entornos seguros, saludables, accesibles y adaptables a sus preferencias y 
necesidades.  
 

Art. 397.-  El Estado adoptará las medidas pertinentes para promover el pleno goce 
de este derecho y facilitar que la persona mayor tenga acceso a servicios socio-sanitarios 
integrados y servicios de cuidados domiciliarios que le permitan residir en su propio 
domicilio conforme a su voluntad.  
 

Art. 398.-  El Estado  deberán garantizar el derecho de la persona mayor a una 
vivienda digna y adecuada y adoptará políticas de promoción del derecho a la vivienda y 
el acceso a la tierra reconociendo las necesidades de la persona mayor y la prioridad en la 
asignación a aquella que se encuentre en situación de vulnerabilidad. Asimismo, el 
Estado fomentará progresivamente el acceso al crédito de vivienda u otras formas de 
financiamiento sin discriminación, promoviendo, entre otros, la colaboración con el 
sector privado, la sociedad civil y otros actores sociales. Las políticas deberán tener 
especialmente en cuenta:  
 

1. La necesidad de construir o adaptar progresivamente soluciones habitacionales 
con el fin de que estas sean arquitectónicamente adecuadas y accesibles a los adultos 
mayores con discapacidad y con impedimentos relacionados con su movilidad.  
 

2. Las necesidades específicas de la persona mayor, particularmente aquellas que 
viven solas, a través de subsidios para el alquiler, apoyo a las renovaciones de la vivienda 
y otras medidas pertinentes.  



 
Art. 399.-  El Estado  promoverán el establecimiento de procedimientos expeditos de 

reclamación y justicia en caso de desalojos de personas mayores y adoptarán las medidas 
necesarias para protegerlas contra los desalojos forzosos ilegales.  
 

Art. 400.-  El Estado  deberán promover programas para la prevención de accidentes 
en el entorno y el hogar de la persona mayor.  
 

•   Título LXIX.- Derecho a un medio ambiente sano 
 

Art. 401.-  La persona mayor tiene derecho a vivir en un medio ambiente sano y a 
contar con servicios públicos básicos, a tal fin el Estado adoptará las medidas pertinentes 
para salvaguardar y promover el ejercicio de este derecho, entre ellas:  
 

1. Fomentar el desarrollo pleno de la persona mayor en armonía con la naturaleza.  
 

2. Garantizar el acceso de la persona mayor en condiciones de igualdad a 
servicios públicos básicos de agua potable y saneamiento, entre otros.  
 

•   Título LXX - Derecho a la accesibilidad y a la movilidad personal 
 

Art. 402.-  La persona mayor tiene derecho a la accesibilidad al entorno físico, social, 
económico y cultural, y a su movilidad personal.  
 

Art. 403.-  A fin de garantizar la accesibilidad y la movilidad personal de la persona 
mayor para que pueda vivir en forma independiente y participar plenamente en todos los 
aspectos de la vida, el Estado  adoptarán medidas pertinentes para asegurar el acceso de 
la persona mayor, en igualdad de condiciones con las demás, al entorno físico, el 
transporte, la información y las comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecnologías 
de la información y las comunicaciones, y a otros servicios e instalaciones abiertos al 
público o de uso público, tanto en zonas urbanas como rurales. Estas medidas, que 
incluirán la identificación y eliminación de obstáculos y barreras de acceso; se aplicarán, 
entre otras cosas, a:  
 

1. Los edificios, las vías públicas, el transporte y otras instalaciones exteriores e 
interiores como centros educativos, viviendas, instalaciones médicas y lugares de trabajo.  
 

2. Los servicios de información, comunicaciones y de otro tipo, incluidos los 
servicios electrónicos y de emergencia.  

 



Art. 404.-  El Estado  también adoptarán las medidas pertinentes para:  
 

1. Desarrollar, promulgar y supervisar la aplicación de normas mínimas y directrices 
sobre la accesibilidad de las instalaciones y los servicios abiertos al público o de uso 
público.  
 

2. Asegurar que las entidades públicas y privadas que proporcionan instalaciones y 
servicios abiertos al público o de uso público tengan en cuenta todos los aspectos de su 
accesibilidad para la persona mayor.  
 

3. Ofrecer formación a todas las personas involucradas en los problemas de 
accesibilidad que enfrenta la persona mayor.  
 

4. Promover otras formas adecuadas de asistencia y apoyo a la persona mayor para 
asegurar su acceso a la información. 
 

5. Promover el acceso de la persona mayor a los nuevos sistemas y tecnologías de la 
información y las comunicaciones, incluida Internet y que estas sean accesibles al menor 
costo posible.  
 

6. Propiciar el acceso a tarifas preferenciales o gratuitas de los servicios de transporte 
público o de uso público a la persona mayor.  
 

7. Promover iniciativas en los servicios de transporte público o de uso público para 
que haya asientos reservados para la persona mayor, los cuales deberán ser identificados 
con la señalización correspondiente.  
 

8. Dotar a los edificios y otras instalaciones abiertas al público de señalización en 
formatos de fácil lectura, comprensión y adecuados para la persona mayor.  
 

•   Título LXXI - Derechos políticos 
 

Art. 405.-  La persona mayor tiene derecho a la participación en la vida política y 
pública en igualdad de condiciones con los demás y a no ser discriminados por motivo de 
edad.  
 

Art. 406.-  La persona mayor tiene derecho a votar libremente y ser elegido, debiendo 
el Estado facilitar las condiciones y los medios para ejercer esos derechos.  
 



Art. 407.-  El Estado  garantizará a la persona mayor una participación plena y 
efectiva en su derecho a voto y adoptará las siguientes medidas pertinentes para:  
 

1. Garantizar que los procedimientos, instalaciones y materiales electorales sean 
adecuados, accesibles y fáciles de entender y utilizar.  
 

2. Proteger el derecho de la persona mayor a emitir su voto en secreto en elecciones y 
referendos públicos, sin intimidación.  
 

3. Garantizar la libre expresión de la voluntad de la persona mayor como elector y a 
este fin, cuando sea necesario y con su consentimiento, permitir que una persona de su 
elección le preste asistencia para votar.  
 

4. Crear y fortalecer mecanismos de participación ciudadana con el objeto de 
incorporar en los procesos de toma de decisión en todos los niveles de Gobierno las 
opiniones, aportes y demandas de la persona mayor y de sus agrupaciones y asociaciones.  
 

•   Título LXXII.- Derecho de reunión y de asociación 
 

Art. 408.-  La persona mayor tiene derecho a reunirse pacíficamente y a formar 
libremente sus propias agrupaciones o asociaciones, de conformidad con el derecho 
internacional de los derechos humanos.  
 

Art. 409.-  A tal fin el Estado se comprometen a:  
 

1. Facilitar la creación y el reconocimiento legal de dichas agrupaciones o 
asociaciones, respetando su libertad de iniciativa y prestándoles apoyo para su formación 
y desempeño.  
 

2. Fortalecer las asociaciones de personas mayores y el desarrollo de liderazgos 
positivos que faciliten el logro de sus objetivos y la difusión de los derechos enunciados 
en el presente Código.  
 

•   Título LXXIII.- Situaciones de riesgo y emergencias humanitarias 
 

Art. 410.-  El Estado  tomarán todas las medidas específicas que sean necesarias para 
garantizar la integridad y los derechos de la persona mayor en situaciones de riesgo, 
incluidas situaciones de conflicto armado, emergencias humanitarias y desastres, de 
conformidad con las normas de derecho internacional, en particular del derecho 
internacional de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario.  



 
Art. 411.-  El Estado  adoptarán medidas de atención específicas a las necesidades de 

la persona mayor en la preparación, prevención, reconstrucción y recuperación en 
situaciones de emergencias, desastres o conflictos.  
 

Art. 412.-  El Estado  propiciará que la persona mayor interesada participe en los 
protocolos de protección civil en caso de desastres naturales.  
 

•   Título LXXIV.- Igual reconocimiento como persona ante la ley 
 

Art. 413.-  El Estado  reafirman que la persona mayor tiene derecho al 
reconocimiento de su personalidad jurídica.  
 

Art. 414.-  El Estado  reconocerán que la persona mayor tiene capacidad jurídica en 
igualdad de condiciones con las demás en todos los aspectos de la vida.  
 

Art. 415.-  El Estado  adoptarán las medidas pertinentes para proporcionar acceso a la 
persona mayor al apoyo que pueda necesitar en el ejercicio de su capacidad jurídica.  
 

Art. 416.-  El Estado  asegurarán que en todas las medidas relativas al ejercicio de la 
capacidad jurídica se proporcionen salvaguardias adecuadas y efectivas para impedir los 
abusos de conformidad con el derecho internacional en materia de derechos humanos. 
Esas salvaguardias asegurarán que las medidas relativas al ejercicio de la capacidad 
jurídica respeten los derechos, la voluntad y las preferencias de la persona mayor, que no 
haya conflicto de intereses ni influencia indebida, que sean proporcionales y adaptadas a 
las circunstancias de la persona mayor, que se apliquen en el plazo más corto posible y 
que estén sujetas a exámenes periódicos por parte de una autoridad o un órgano judicial 
competente, independiente e imparcial. Las salvaguardias serán proporcionales al grado 
en que dichas medidas afecten a los derechos e intereses de la persona mayor.  
 

Art. 417.-  Sin perjuicio de lo dispuesto en el precedente artículo, el Estado tomará 
todas las medidas que sean pertinentes y efectivas para garantizar el derecho de la 
persona mayor, en igualdad de condiciones con las demás, a ser propietaria y heredar 
bienes, controlar sus propios asuntos económicos y tener acceso en igualdad de 
condiciones a préstamos bancarios, hipotecas y otras modalidades de crédito financiero, y 
velarán por que la persona mayor no sea privada de sus bienes de manera arbitraria.  
 

•   Título LXXV.- Acceso a la justicia 
 



Art. 418.-  La persona mayor tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y 
dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e 
imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier 
acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y 
obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.  
 

Art. 419.-  El Estado  se comprometen a asegurar que la persona mayor tenga acceso 
efectivo a la justicia en igualdad de condiciones con las demás, incluso mediante la 
adopción de ajustes de procedimiento en todos los procesos judiciales y administrativos 
en cualesquiera de sus etapas.  
 

Art. 420.-  El Estado  se compromete a garantizar la debida diligencia y el 
tratamiento preferencial a la persona mayor para la tramitación, resolución y ejecución de 
las decisiones en procesos administrativos y judiciales.  
 

Art. 421.-  La actuación judicial deberá ser particularmente expedita en casos en que 
se encuentre en riesgo la salud o la vida de la persona mayor.  
 

Art. 422.-  El Estado desarrollará y fortalecerá políticas públicas y programas 
dirigidos a promover:  
 

1. Mecanismos alternativos de solución de controversias.  
 

2. Capacitación del personal relacionado con la administración de justicia, 
incluido el personal policial y penitenciario, sobre la protección de los derechos de la 
persona mayor. 
 

•   Título LXXVI.- Toma de Conciencia 
 

Art. 423.-  El Estado resuelve:  
 

1. Adoptar medidas para lograr la divulgación y capacitación progresiva de toda 
la sociedad sobre el contenido del presente Libro.  
 

2. Fomentar una actitud positiva hacia la vejez y un trato digno, respetuoso y 
considerado hacia la persona mayor y, sobre la base de una cultura de paz, impulsar 
acciones de divulgación, promoción de los derechos y empoderamiento de la persona 
mayor, así como evitar el lenguaje e imágenes estereotipadas sobre la vejez.  
 



3. Desarrollar programas para sensibilizar a la población sobre el proceso de 
envejecimiento y sobre la persona mayor, fomentando la participación de ésta y de sus 
organizaciones en el diseño y formulación de dichos programas.  
 

4. Promover la inclusión de contenidos que propicien la compresión y aceptación 
de la etapa del envejecimiento en los planes y programas de estudios de los diferentes 
niveles educativos, así como en las agendas académicas y de investigación.  
 

5. Promover el reconocimiento de la experiencia, la sabiduría, la productividad y 
la contribución al desarrollo que la persona mayor brinda a la sociedad en su conjunto. 

 
 

 
 
 

• Libro décimo primero 
 

• PERSONAS  CON  CAPACIDADES DIFERENTES 
 

• Título LXXVII.— Derechos específicos 
 

Art. 424.— Toda persona tiene derecho a ser tutelada contra toda discriminación 
por motivos de discapacidad. 
 

Art. 425.— Todas las personas con capacidades diferentes gozarán de protección 
legal, igual y efectiva contra la discriminación por cualquier motivo. 
 

Art. 426.— Todo acto que menoscabe los derechos y libertades enunciados en el 
presente Código a las personas con capacidades diferentes será considerado 
discriminatorio y penado por la ley de un modo especial. 
 

Art. 427.— Las personas con capacidades diferentes accederán en igualdad de 
condiciones a todos los derechos y libertades establecidos por la ley, en igualdad de 
oportunidades. En especial gozarán del derecho a la salud, al trabajo, a la libertad de 
expresión, a la personalidad, a la igualdad de condiciones, una retribución justa, a formar 
una familia y a ejercer la paternidad, educarse, a ejercer sus derechos políticos, y en 
general a ejercer todas las acciones para las cuales no se encuentre físicamente impedido. 
La discriminación en estos casos será penada por la ley de un modo especial. 
 



Art. 428.— Se duplicarán las penas establecidas por el ley penal a todas las 
personas que priven de su libertad de manera ilegal, torturen o acosen con otros tratos o 
penas crueles, inhumanas o degradantes, sometan a experimentos médicos o científicos 
sin consentimiento libre e informado, exploten, violenten y abusen física o psíquicamente 
a personas con capacidades diferentes. 
 
 Art. 429.— Las personas con discapacidad incluyen a aquellas que tengan 
deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar 
con diversas barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en 
igualdad de condiciones con las demás. 
 

• Título LXXVIII.— Medidas de acción positiva 
 
 Art. 430.— 
 

1. Las personas con discapacidad gozan del pleno ejercicio de todos 
los derechos humanos y las libertades fundamentales sin discriminación alguna 
por motivos de discapacidad. A tal fin, el Estado: 

 
a) Adoptará en el menor tiempo posible todas las medidas 

legislativas, administrativas y de otra índole que sean pertinentes para 
hacer efectivos los derechos reconocidos en el presente Código; 

 
b) Tomará todas las medidas pertinentes, incluidas medidas 

legislativas, para modificar o derogar leyes, reglamentos, costumbres y 
prácticas existentes que constituyan discriminación contra las personas 
con discapacidad; 

 
c) En todo tiempo y en todas las políticas y todos los 

programas, protegerá y promoverá los derechos humanos de las personas 
con discapacidad; 

 
d) Emprenderá la investigación y el desarrollo de bienes, 

servicios, equipo e instalaciones de diseño universal que requieran la 
menor adaptación posible y el menor costo para satisfacer las necesidades 
específicas de las personas con discapacidad, promoverá su disponibilidad 
y uso, y promoverá el diseño universal en la elaboración de normas y 
directrices; 

 



e) Emprenderá y promoverá la investigación y el desarrollo, y 
promoverá la disponibilidad y el uso de nuevas tecnologías, incluidas las 
tecnologías de la información y las comunicaciones, ayudas para la 
movilidad, dispositivos técnicos y tecnologías de apoyo adecuadas para las 
personas con discapacidad, dando prioridad a las de precio asequible; 

 
f) Proporcionará información que sea accesible para las personas 

con discapacidad sobre ayudas a la movilidad, dispositivo- vos técnicos y 
tecnologías de apoyo, incluidas nuevas tecnologías, así como otras formas 
de asistencia y servicios e instalaciones de apoyo; 

 
g) Impartirá formación a los profesionales y el personal que 

trabajen con personas con discapacidad respecto de los derechos 
reconocidos en el presente Código, a fin de prestar mejor la asistencia y 
los servicios garantizados por esos derechos. 

 
2. Con respecto a los derechos económicos, sociales y culturales, se 

adoptarán medidas hasta el máximo de los recursos disponibles para lograr, de 
manera progresiva, el pleno ejercicio de estos derechos, sin perjuicio de las 
obligaciones previstas en el presente Código. 

 
3. Nada de lo dispuesto en el presente Código afectará a las 

disposiciones que puedan facilitar, en mayor medida, el ejercicio de los derechos 
de las personas con discapacidad y que puedan figurar en la legislación o en el 
derecho internacional vigente. No se restringirán ni derogarán ninguno de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales con el pretexto de que en el 
presente Código no se reconocen esos derechos o libertades o se reconocen en 
menor medida. 

 
Art. 431.— A los fines del presente Código, “comunicación” incluye los 

lenguajes, la visualización de textos, el Braille, la comunicación táctil, los macrotipos, los 
dispositivos multimedia de fácil acceso, así como el lenguaje escrito, los sistemas 
auditivos, el lenguaje sencillo, los medios de voz digitalizada y otros modos, medios y 
formatos aumentativos o alternativos de comunicación, incluida la tecnología de la 
información y las comunicaciones de fácil acceso; 
  

Por “lenguaje” se entiende tanto el lenguaje oral como la lengua de señas y otras 
formas de comunicación no verbal. 
 



Por “discriminación por motivos de discapacidad” se entiende cualquier 
distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga el propósito o el 
efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad 
de condiciones, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos 
político, económico, social, cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de 
discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes razonables. 
 

Por “ajustes razonables” se entienden las modificaciones y adaptaciones 
necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando 
se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el goce 
o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y 
libertades fundamentales. 
 

Por “diseño universal” se entiende el diseño de productos, entornos, programas y 
servicios que puedan utilizar todas las personas, en la mayor medida posible, sin 
necesidad de adaptación ni diseño especializado. El “diseño universal” no excluirá las 
ayudas técnicas para grupos particulares de personas con discapacidad, cuando se 
necesiten. 
 

Art. 432.— Las personas con capacidades diferentes tienen derecho a vivir en 
forma independiente y participar plenamente en todos los aspectos de la vida. A tal fin, se 
adoptarán medidas pertinentes para asegurar el acceso en igualdad de condiciones con las 
demás, al entorno físico, el transporte, la información y las comunicaciones, incluidos los 
sistemas y las tecnologías de la información y las comunicaciones, y a otros servicios e 
instalaciones abiertos al público o de uso público, tanto en zonas urbanas como rurales. 
Estas medidas, que incluirán la identificación y eliminación de obstáculos y barreras de 
acceso, se aplicarán, entre otras cosas, a: 
 

1. Los edificios, las vías públicas, el transporte y otras instalaciones 
exteriores e interiores como escuelas, viviendas, instalaciones médicas y lugares 
de trabajo; 

 
2. Los servicios de información, comunicaciones y de otro tipo, 

incluidos los servicios electrónicos y de emergencia. 
  
También se garantizará, y a tal fin se adoptarán las medidas pertinentes para: 
 

1. Desarrollar, promulgar y supervisar la aplicación de normas 
mínimas y directrices sobre la accesibilidad de las instalaciones y los servicios 
abiertos al público o de uso público; 



 
2. Asegurar que las entidades privadas que proporcionan 

instalaciones y servicios abiertos al público o de uso público garanticen todos los 
aspectos de su accesibilidad para las personas con discapacidad; 

 
3. Ofrecer formación a todas las personas involucradas en los 

problemas de accesibilidad a que se enfrentan las personas con discapacidad; 
 

4. Dotar a los edificios y otras instalaciones abiertas al público de 
señalización en Braille y en formatos de fácil lectura y comprensión; 

 
5. Ofrecer formas de asistencia humana o animal e intermediarios, 

incluidos guías, lectores e intérpretes profesionales de la lengua de señas, para 
facilitar el acceso a edificios y otras instalaciones abiertas al público; 

 
6. Promover otras formas adecuadas de asistencia y apoyo a las 

personas con discapacidad para asegurar su acceso a la información; 
 

7. Promover el acceso de las personas con discapacidad a los nuevos 
sistemas y tecnologías de la información y las comunicaciones, incluida Internet; 

 
8. Promover el diseño, el desarrollo, la producción y la distribución 

de sistemas y tecnologías de la información y las comunicaciones accesibles en 
una etapa temprana, a fin de que estos sistemas y tecnologías sean accesibles al 
menor costo. 

 
9. Legislar que los medios de comunicación, incluidos los que 

suministran información a través de Internet, hagan que sus servicios sean 
accesibles para las personas con discapacidad; 

 
10. Promover la utilización de lenguas de señas. 

  
 

Art. 433.— Las personas con capacidades diferentes tendrán acceso a la justicia 
en igualdad de condiciones con las demás; incluso mediante ajustes de procedimiento se 
facilitará el desempeño de las funciones efectivas de esas personas como participantes 
directos e indirectos, incluida la declaración como testigos, en todos los procedimientos 
judiciales, con inclusión de la etapa de investigación y otras etapas preliminares. 
 
 



• Título LXXIX.— Igualdad de condiciones 
 

Art. 434.— Las personas con capacidades diferentes tienen derecho, en igualdad 
de condiciones a vivir en la comunidad, con opciones iguales a las de las demás, y se 
adoptarán medidas efectivas y pertinentes para facilitar el pleno goce de este derecho, 
asegurando en especial que: 
 

1. Tengan la oportunidad de elegir su lugar de residencia y dónde y 
con quién vivir, en igualdad de condiciones con las demás, y no se vean obligadas 
a vivir con arreglo a un sistema de vida específico; 

 
2. Tengan acceso a una variedad de servicios gratuitos de asistencia 

domiciliaria, residencial y otros servicios de apoyo de la comunidad, incluida la 
asistencia personal que sea necesaria para facilitar su existencia y su inclusión en 
la comunidad y para evitar su aislamiento o separación de ésta; 

 
3. Las instalaciones y los servicios comunitarios para la población en 

general estén a disposición, en igualdad de condiciones y tengan en cuenta sus 
necesidades. 

 
Art. 435.— Ninguna persona con capacidades diferentes, independientemente de 

cuál sea su lugar de residencia o su modalidad de convivencia, será objeto de injerencias 
arbitrarias o ilegales en su vida privada, familia, hogar, correspondencia o cualquier otro 
tipo de comunicación, o de agresiones ilícitas contra su honor, dignidad y reputación, de 
acuerdo a los derechos ya desarrollados en el título pertinente del presente Código. 
Cualquier tipo de agresión ilícita que menoscabe los derechos fundamentales emanados 
del presente Código, será penado por la ley de modo especial. 
  
 

• Título LXXX.— Niños con capacidades diferentes 
 
Art. 436.— En todo caso y todo tiempo, la niñez con capacidades diferentes tiene 

los mismos derechos con respecto a la vida en familia. Cuando la familia inmediata del 
menor con capacidad diferente no pueda cuidarlo, se proporcionarán los mecanismos que 
sean necesarios para atenuar en el máximo posible los costos de la atención alternativa. 
 

• LXXXI.— Programas especiales 
 

Art. 437.— Las personas con discapacidad gozarán del más alto nivel posible de 
salud sin discriminación por motivos de discapacidad. Las personas con discapacidad 



tendrán acceso a servicios de salud que tengan en cuenta las cuestiones de género, 
incluida la rehabilitación relacionada con la salud. En particular: 
 

1. Se proporcionará a las personas con discapacidad programas y 
atención de salud gratuitos, de la misma variedad y calidad que a las demás 
personas, incluso en el ámbito de la salud sexual y reproductiva, y programas de 
salud pública dirigidos a la población; 

 
2. Se proporcionará los servicios de salud que necesiten las personas 

con discapacidad específicamente como consecuencia de su discapacidad, 
incluidas la pronta detección e intervención, cuando proceda, y servicios 
destinados a prevenir y reducir al máximo la aparición de nuevas discapacidades, 
incluidos los niños y las niñas y las personas mayores; 

 
3. Se exigirá a los profesionales de la salud que presten a las personas 

con discapacidad atención de la misma calidad que a las demás personas sobre la 
base de un consentimiento libre e informado, entre otras formas mediante la 
sensibilización respecto de los derechos humanos, la dignidad, la autonomía y las 
necesidades de las personas con discapacidad a través de la capacitación y la 
promulgación de normas éticas para la atención de la salud en los ámbitos público 
y privado. 

 
 Art. 438.— 
 

1. Se emplearán a personas con discapacidad en el sector público con 
un mínimo del 5 por ciento de los empleados totales. Este guarismo podrá ser 
aumentado por la reglamentación pero nunca disminuido. 

 
2. Se adoptarán políticas y medidas pertinentes que pueden incluir 

programas de acción afirmativa, incentivos y otras medidas para promover el 
empleo de personas con discapacidad en el sector privado. 

 
Art. 439.— Si las personas con discapacidad necesitasen apoyo para el ejercicio 

de su capacidad jurídica, el Estado lo proveerá. 
 

Art. 440.— En todas las medidas relativas al ejercicio de la capacidad jurídica se 
proporcionarán salvaguardias adecuadas y efectivas para impedir los abusos de 
conformidad con el derecho vigente en materia de derechos humanos. Esas salvaguardias 
asegurarán que las medidas relativas al ejercicio de la capacidad jurídica respeten los 
derechos, la voluntad y las preferencias de la persona, que no haya conflicto de intereses 



ni influencia indebida, que sean proporcionales y adaptadas a las circunstancias de la 
persona, que se apliquen en el plazo más corto posible y que estén sujetas a exámenes 
periódicos, por parte de una autoridad o un órgano judicial competente, independiente e 
imparcial. Las salvaguardias son proporcionales al grado en que dichas medidas afecten a 
los derechos e intereses de las personas. 

 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo, se tomarán todas las medidas 

que sean pertinentes y efectivas para garantizar el derecho de las personas con 
discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, a ser propietarias y heredar 
bienes, controlar sus propios asuntos económicos y tener acceso en igualdad de 
condiciones a préstamos bancarios, hipotecas y otras modalidades de crédito financiero, y 
velarán por que las personas con discapacidad no sean privadas de sus bienes de manera 
arbitraria. 
 

Art. 441.— Se tomarán todas las medidas pertinentes para promover la 
recuperación física, cognitiva y psicológica, la rehabilitación y la reintegración social de 
las personas con discapacidad que sean víctimas de cualquier forma de explotación, 
violencia o abuso, incluso mediante la prestación de servicios de protección. Dicha 
recuperación e integración tendrán lugar en un entorno que sea favorable para la salud, el 
bienestar, la autoestima, la dignidad y la autonomía de la persona y que tenga en cuenta 
las necesidades específicas del género y la edad. 
  

Art. 442.— A fin de impedir que se produzcan casos de explotación, violencia y 
abuso, todos los servicios y programas diseñados para servir a las personas con 
discapacidad serán supervisados efectivamente por autoridades independientes. 
 

Art. 443.— Se adoptarán políticas efectivas, incluidas legislativas y políticas 
centradas en la mujer y en la infancia, para asegurar que los casos de explotación, 
violencia y abuso contra personas con discapacidad sean detectados, investigados y, en su 
caso, juzgados. 
 

Art. 444.— Se reafirma que todas las personas gozan del derecho a la educación. 
Con miras a hacer efectivo este derecho sin discriminación y sobre la base de la igualdad 
de oportunidades, para las personas con capacidades diferentes el sistema de educación 
será inclusivo a todos los niveles así como la enseñanza a lo largo de la vida, tal como lo 
desarrolla el título pertinente del presente Código. 
 

Art. 445.— Las personas con discapacidad no quedarán excluidas del sistema 
general de educación por motivos de discapacidad. A tal fin, en cada instituto educativo 
se harán ajustes razonables, se prestará apoyo necesario a las personas con discapacidad y 



se fomentará al máximo el desarrollo académico y social de conformidad con el objetivo 
de la plena inclusión. 
 
 Art. 446.— 
 

1. Las personas con discapacidad tendrán la posibilidad de aprender 
habilidades para la vida y desarrollo social, a fin de propiciar su participación 
plena y en igualdad de condiciones en la educación y como miembros de la 
comunidad. A este fin, se adoptarán las medidas pertinentes, entre ellas: 

 
a) Facilitar el aprendizaje del Braille, la escritura alternativa, 

otros modos, medios y formatos de comunicación aumentativos o 
alternativos y habilidades de orientación y de movilidad, así como la 
tutoría y el apoyo entre pares; 

 
b) Facilitar el aprendizaje de la lengua de señas y la pro- 

moción de la identidad lingüística de las personas sordas; 
 

c) Asegurar que la educación de las personas, y en particular 
los niños y las niñas ciegos, sordos o sordo-ciegos se imparta en los 
lenguajes y los modos y medios de comunicación más apropiados para 
cada persona y en entornos que permitan alcanzar su máximo desarrollo 
académico y social. 

 
2. A fin de contribuir a hacer efectivo este derecho, se emplearán a 

maestros, incluidos maestros con discapacidad, que estén cualificados en lengua 
de señas o Braille y para formar a profesionales y personal que trabajen en todos 
los niveles educativos. Esa formación incluirá la toma de conciencia sobre la 
discapacidad y el uso de modos, medios y formatos de comunicación 
aumentativos y alternativos apropiados, y de técnicas y materiales educativos para 
apoyar a las personas con discapacidad. 

 
Art. 447.— Las personas con discapacidad tendrán acceso general a la educación 

superior, la formación profesional, la educación para adultos y el aprendizaje durante 
toda la vida sin discriminación y en igualdad de condiciones con las demás. A tal fin, se 
realizarán ajustes razonables para las personas con discapacidad. 
 
 

• Título LXXXII.— Independencia 
 



 Art. 448.— 
 

1. Las personas con discapacidad tendrán la posibilidad de lograr y 
mantener la máxima independencia, capacidad física, mental, social y vocacional, 
y la inclusión y participación plena en todos los aspectos de la vida. A tal fin, se 
organizarán, intensificarán y ampliarán servicios y programas generales de 
habilitación y rehabilitación, en particular en los ámbitos de la salud, el empleo, la 
educación y los servicios sociales, de forma que esos servicios y programas: 

 
a) Comiencen en la etapa más temprana posible y se basen en 

una evaluación multidisciplinar de las necesidades y capacidades de la 
persona; 

 
b) Apoyen la participación e inclusión en la   comunidad y en 

todos los aspectos de la sociedad, sean voluntarios y estén a disposición de 
las personas con discapacidad en todo el territorio. 

 
2. Se promoverá el desarrollo de formación inicial y continua para los 

profesionales y el personal que trabajen en los servicios de habilitación y 
rehabilitación. 

 
3. Se promoverá la disponibilidad, el conocimiento y el uso de 

tecnologías de apoyo y dispositivos destinados a las personas con discapacidad, a 
efectos de habilitación y rehabilitación. 

 
 Art. 449.— 
 

1. Las personas con capacidades diferentes tienen derecho a un nivel 
de vida adecuado para ellas y sus familias, lo cual incluye alimentación, vestido y 
vivienda adecuados, y a la mejora continua de sus condiciones de vida, y se 
adoptarán las medidas pertinentes para cumplir y garantizar el ejercicio de este 
derecho. 

 
2. Las personas con capacidades diferentes tienen  derecho a y deben 

gozar de la protección social y el acceso al seguro social y planes sociales sin 
discriminación por motivos de  discapacidad; a tal fin se adoptarán todas las 
medidas pertinentes para proteger y promover el ejercicio de ese derecho en 
igualdad de condiciones. 

 
 Art. 450.— 



 
1. Las personas con capacidades diferentes tienen  derecho a 

participar, en igualdad de condiciones con las demás, en la vida cultural y se 
adoptarán todas las medidas pertinentes para que las personas con discapacidad: 

 
a) Tengan acceso a material cultural en formatos accesibles y 

precios lo más asequibles posibles; 
 

b) Tengan acceso a programas de televisión, películas, teatro y 
otras actividades culturales en formatos accesibles; 

 
c) Tengan acceso a lugares en donde se ofrezcan 

representaciones o servicios culturales tales como teatros, museos, cines, 
bibliotecas y servicios turísticos. 

 
2. Las personas con discapacidad podrán desarrollar y utilizar su 

potencial creativo, artístico e intelectual, no sólo en su propio beneficio sino 
también para el enriquecimiento de la sociedad. 

 
3. Las leyes de protección de los derechos de propiedad intelectual no 

pueden constituir una barrera excesiva o discriminatoria para el acceso de las 
personas con discapacidad a materiales culturales. 

  
4. A fin de que las personas con discapacidad puedan participar en 

igualdad de condiciones con las demás en actividades recreativas, de 
esparcimiento y deportivas, se adoptarán las medidas pertinentes para: 

 
a) Alentar y promover la participación, en la mayor medida 

posible, de las personas con discapacidad en las actividades deportivas 
generales a todos los niveles; 

 
b) Asegurar que las personas con discapacidad tengan la 

oportunidad de organizar y desarrollar actividades deportivas y recreativas 
específicas para dichas personas y de participar en dichas actividades y, a 
ese fin, alentar a que se les ofrezca, en igualdad de condiciones con las 
demás, instrucción, formación y recursos adecuados; 

 
c) Asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso 

a instalaciones deportivas, recreativas y turísticas; 
 



d) Asegurar que los niños y las niñas con discapacidad tengan 
igual acceso con los demás niños y niñas a la participación en actividades 
lúdicas, recreativas, de esparcimiento y deportivas, incluidas las que se 
realicen dentro del sistema escolar; 

 
e) Asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso 

a los servicios de quienes participan en la organización de actividades 
recreativas, turísticas, de esparcimiento y deportivas. 

 
• Libro décimo segundo 

 
LA MIGRACIÓN 

 
• Título LXXXIII.— Migrantes y trabajadores migratorios 

 
Art. 451.— El extranjero que se halle legalmente en el territorio sólo podrá ser 

expulsado de él en cumplimiento de una decisión adoptada conforme a la ley; y, a menos 
que razones imperiosas de seguridad nacional se opongan a ello, se permitirá a tal 
extranjero exponer las razones que lo asistan en contra de su expulsión, así como someter 
su caso a revisión ante la autoridad competente o bien ante la persona o personas 
designadas especialmente por dicha autoridad competente, y hacerse representar con tal 
fin ante ellas. 
  
 
 Art. 452.— 
 

1. Los migrantes y sus familiares que se hallen dentro del territorio 
nacional o sometidos a su jurisdicción gozan de todos los derechos celebrados en 
el presente Código sin distinción alguna por motivos de sexo, raza, color, idioma, 
religión o convicción, opinión política o de otra índole, origen nacional, étnico o 
social, nacionalidad, edad, situación económica, patrimonio, estado civil, 
nacimiento o cualquier otra condición. 

 
2. Se prestará especial atención al  cumplimiento efectivo en total 

igualdad de los derechos relacionados con la libertad, la igualdad, la privacidad, la 
libertad de pensamiento y expresión, el trabajo, la salud, la educación, la justicia, 
la personalidad jurídica y la propiedad de bienes, entre otros. 

 
 Art. 453.— 
 



1. Los migrantes y sus familiares tal como lo establece el presente 
Código tienen derecho a la libertad y la seguridad personal. 

 
2. Los migrantes y sus familiares tendrán protección efectiva del 

Estado contra toda violencia, daño corporal, amenaza o intimidación por parte de 
funcionarios públicos o de particulares, grupos o instituciones. 

 
3. La verificación por los funcionarios encargados de hacer cumplir 

la ley de la identidad de los trabajadores migratorios o de sus familiares se 
realizará con arreglo a los procedimientos establecidos por ley. 

 
4. Cuando un migrante sea arrestado, recluido en prisión o detenido 

en espera de juicio o sometido a cualquier otra forma de detención: 
 

a) Las autoridades consulares o diplomáticas de su Estado de 
origen, o de un Estado que represente los intereses del Estado de origen, 
serán informadas sin demora, si lo solicita el detenido, de la detención o 
prisión y de los motivos de esa medida; 

 
b) La persona interesada tendrá derecho a comunicarse con 

esas autoridades. Toda comunicación dirigida por el interesado a esas 
autoridades será remitida sin demora, y el interesado tendrá también 
derecho a recibir sin demora las comunicaciones de dichas autoridades; 

 
c) Se informará sin demora al interesado de este derecho y de 

los enunciados en el presente Código. 
 

Art. 454.— Si un migrante es detenido con objeto de verificar una infracción de 
las disposiciones sobre migración, no correrán por su cuenta los gastos que ocasione ese 
procedimiento. 
 

Art. 455.— Ante la detención o inicio de un proceso judicial, con o sin privación 
de la libertad, todo migrante acusado de un delito gozará de todas las garantías 
constitucionales y garantías judiciales establecidas en general por la ley, y en especial por 
este Código, y gozará de todos los derechos fundamentales asegurados por los tratados 
internacionales ratificados. 
 

Art. 456.— Al dictar una sentencia condenatoria por un delito cometido por un 
migrante, se considerarán los aspectos humanitarios relacionados con su condición, en 
particular con respeto a su derecho de residencia o de trabajo. 



 
Art. 457.— Ningún migrante será privado de su autorización de residencia o 

permiso de trabajo ni expulsado por el solo hecho de no cumplir una obligación emanada 
de un contrato de trabajo, a menos que el cumplimiento de esa obligación constituya 
condición necesaria para dicha autorización o permiso. 
 

Art. 458.— Ninguna persona que no sea un funcionario público debidamente 
autorizado por la ley podrá confiscar, destruir o intentar destruir documentos de 
identidad, autorizaciones de entrada, estancia, residencia o permanencia en el territorio de 
un país ni permisos de trabajo. En los casos en que la confiscación de esos documentos 
esté autorizada, no podrá efectuarse sin la previa entrega de un recibo detallado. En 
ningún caso estará permitido destruir el pasaporte o documento equivalente de un 
migrante. 
 
 Art. 459.— 
 

1. Los migrantes no podrán ser objeto de medidas de expulsión colectiva. 
Cada caso de expulsión será examinado y decidido individualmente. 

  
2. Los migrantes que, conforme a ley sean expulsados del territorio nacional, 
serán informados en un idioma que puedan entender. Les será comunicado por 
escrito si lo solicitasen y ello no fuese obligatorio por otro concepto y, salvo en 
circunstancias excepcionales justificadas por razones de seguridad nacional, se 
indicarán también los motivos de la decisión. Se informará a los interesados de 
estos derechos antes de que se pronuncie la decisión o, a más tardar, en ese 
momento. 

 
3. Cuando una decisión de expulsión ya ejecutada sea ulteriormente 
revocada, la persona interesada tendrá derecho a reclamar indemnización 
conforme a la ley, y no se hará valer la decisión anterior para impedir a esa 
persona que vuelva a ingresar al país. 

 
4. En caso de expulsión, el interesado tendrá oportunidad razonable, antes o 
después de la partida, para arreglar lo concerniente al pago de los salarios y otras 
prestaciones que se le adeuden y al cumplimiento de sus obligaciones pendientes. 

 
5. Los gastos a que dé lugar el procedimiento de expulsión de un migrante no 
correrán por su cuenta. Podrá exigírsele que pague sus propios gastos de viaje. 

 



6. La expulsión no menoscabará por sí sola ninguno de los derechos 
que haya adquirido de conformidad con la legislación vigente un migrante, 
incluido el derecho a recibir los salarios y otras prestaciones que se le adeuden. 

 
Art. 460.— Los trabajadores migratorios y sus familiares tienen derecho a 

solicitar la protección y la asistencia de las autoridades consulares o diplomáticas de su 
Estado de origen, o del Estado que represente los intereses de ese trabajador. En 
particular, en caso de expulsión, se informará sin demora de ese derecho a la persona 
interesada, y las autoridades facilitarán el ejercicio de ese derecho. 
 

Art. 461.— Los migrantes no pueden nunca ser privados de ninguno de los 
derechos enunciados en el presente Código y legislación vigente a causa de 
irregularidades en su permanencia o empleo. En particular, sus empleadores no quedarán 
exentos de ninguna obligación jurídica ni contractual, ni sus obligaciones se verán 
limitadas en forma alguna a causa de cualquiera de esas irregularidades. Cualquier daño, 
limitación o abuso de estos derechos por parte del empleador a causa de irregularidad en 
la permanencia del trabajador migratorio será penada por la ley. 
  

Art.462.— Los migrantes, al terminar su permanencia, tendrán derecho a 
transferir sus ingresos y ahorros y sus efectos personales y otras pertenencias. 
 
 Art. 463.— 
 
1. Los migrantes serán informados acerca de: 
 

a) Sus derechos con arreglo al presente Código; 
 

b) Los requisitos establecidos para su admisión, sus derechos y obligaciones 
con arreglo a la ley y cualesquiera otras cuestiones que les permitan cumplir formalidades 
administrativas o de otra índole. 
 
2. La información mencionada será difundida y también suministrada por 
empleadores, sindicatos u otros órganos o instituciones apropiadas. 
 
3. La información adecuada será suministrada a los trabajadores migrantes que la 
soliciten gratuitamente y, en la medida de lo posible, en un idioma que puedan entender. 
 

Art. 464.— Ninguna de las disposiciones del presente título del Código tendrá 
por efecto eximir a los migrantes de la obligación de cumplir las leyes y 



reglamentaciones vigentes ni de la obligación de respetar la identidad cultural de los 
habitantes. 
 
 Art. 465.— 
 
1. Los migrantes tienen el derecho a establecer asociaciones y sindicatos para el 
fomento y la protección de sus intereses económicos, sociales, culturales y de otra índole. 
 
2. No podrán imponerse restricciones al ejercicio de ese derecho, salvo las que 
prescriba la ley y resulten necesarias en una sociedad democrática en interés de la 
seguridad nacional o el orden público o para proteger los derechos y libertades de los 
demás. 
 

Art. 466.— Se facilitará a los migrantes su participación en los asuntos públicos y 
civiles de su Estado de origen siempre que estos lo permitiesen. 
  
 Art. 467.— 
 
1. Se facilitará a los hijos de los migrantes la enseñanza de su lengua y cultura 
maternas. 
 
2. Se podrán establecer planes especiales de enseñanza en la lengua materna de los 
hijos de los migrantes. 
 

Art. 468.— Los migrantes estarán exentos, con sujeción a la legislación vigente, 
del pago de derechos e impuestos en concepto de importación y exportación por sus 
efectos personales y enseres domésticos, así como por el equipo necesario para el 
desempeño de la actividad remunerada para la que hubieran sido admitidos en el 
momento de su admisión y salida definitiva del territorio nacional. 
 
 Art. 469.— 
 
1. Los migrantes tendrán derecho a transferir sus ingresos y ahorros, en particular 
los fondos necesarios para el sustento de sus familiares en el extranjero. Esas 
transferencias se harán con arreglo a los procedimientos establecidos y de conformidad 
con los acuerdos internacionales aplicables. 
 
2. Se adoptarán las medidas apropiadas para facilitar dichas transferencias. 
 



Art. 470.— Sin perjuicio de los acuerdos aplicables sobre doble tributación, los 
migrantes, en lo que respecta a los ingresos: 
 
1. No deberán pagar impuestos, derechos ni gravámenes de ningún tipo que sean 
más elevados o gravosos que los que deban pagar los nacionales en circunstancias 
análogas; 
 
2. Tendrán derecho a deducciones o exenciones de impuestos de todo tipo y a las 
desgravaciones tributarias aplicables a los nacionales en circunstancias análogas, 
incluidas las desgravaciones tributarias por familiares a su cargo. 
 

Art. 471.— No se considerará que los migrantes se encuentren en situación 
irregular, ni se les retirará su autorización de residencia, por el solo hecho del cese de su 
actividad remunerada con anterioridad al vencimiento de su permiso de trabajo o 
autorización análoga. 
  
 
 Art. 472.— 
 
1. En caso de fallecimiento de un migrante o de disolución del matrimonio, se 
considerará favorablemente conceder autorización para permanecer en él a los familiares 
de ese migrante que residan en el territorio nacional en consideración de la unidad de la 
familia; se tendrá en cuenta el período de tiempo que esos familiares hayan residido en él. 
 
2. Se dará a los familiares a quienes no se conceda esa autorización tiempo 
razonable para arreglar sus asuntos en el Estado antes de salir de él. 
 
3. No podrá interpretarse que las disposiciones de los párrafos 1 y 2 de este artículo 
afectan adversamente al derecho a permanecer y trabajar. 
 

Art. 473.— Los migrantes elegirán libremente su actividad remunerada, con 
sujeción a restricciones o condiciones previstas por la ley. 
 

Art. 474.— Los familiares de un migrante cuya autorización de residencia o 
admisión no tenga límite de tiempo o se renueve automáticamente podrán elegir 
libremente una actividad remunerada en las mismas condiciones aplicables a dicho 
trabajador migratorio. 
 

Art. 475.— Los trabajadores migratorios podrán entrar y salir libremente del 
territorio nacional. 



 
Art. 476.— Los trabajadores migratorios y sus familiares recibirán todo tipo de 

atención médica urgente que resulte necesaria para preservar su vida o para evitar daños 
irreparables a su salud en condiciones de igualdad de trato con los nacionales. Esa 
atención médica de urgencia no podrá negarse por motivos de irregularidad en lo que 
respecta a la permanencia o al   empleo. 
 

Art. 477.— El acceso de los hijos de trabajadores migratorios a las instituciones 
de enseñanza y escuelas públicas no podrá denegarse ni limitarse a causa de la situación 
irregular en lo que respecta a la permanencia o al empleo de cualesquiera de los padres, 
ni del carácter irregular de la permanencia del  hijo. 
  

Art. 478.— La identidad cultural de los migrantes será respetada. 
 

Art. 479.— En el momento de la admisión en el territorio nacional de los 
migrantes, deberán ser plenamente informados de todas las condiciones aplicables a su 
admisión y, particularmente, de las relativas a su estancia y a las actividades remuneradas 
que podrán realizar, así como de los requisitos que deberán cumplir y las autoridades a 
que deberán dirigirse para que se modifiquen esas  condiciones. 
 
 Art. 480.— 
 
1. Los trabajadores migratorios y sus familiares tienen derecho a la libertad de 
movimiento en el país y a escoger libremente en él su residencia. 
 
2. Los derechos mencionados en el inciso 1 del presente artículo no estarán sujetos a 
ninguna restricción. 

 
 

•   Libro décimo tercero 
 

• EL TRABAJO Y LA SEGURIDAD SOCIAL 
 
 

• Título LXXXIV.— El trabajo 
 

Art. 481.— Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su 
trabajo, a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protección contra el 
desempleo. 
 



Art. 482.— Toda persona tiene derecho, sin discriminación alguna, a igual salario 
por trabajo igual. 
 

Art. 483.— Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración 
equitativa y satisfactoria, que le asegure, así como a su familia, una existencia conforme a 
la dignidad humana y que será completada, en caso necesario, por cualesquiera otros 
medios de protección social. 
 

Art. 484.— Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse para la 
defensa de sus intereses. 
  
 

Art. 485.— Toda persona tiene derecho a trabajar, el cual implica tener la 
oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente escogido. 
 

Art. 486.— Toda persona tiene derecho al goce de condiciones de trabajo 
equitativas y satisfactorias que le aseguren en especial: 
 
1. Condiciones de trabajo dignas; 
 
2. La seguridad y la higiene en el trabajo; 
 
3. Igual oportunidad para todos de ser promovidos, dentro de su trabajo, a la 
categoría superior que les corresponda, sin más consideraciones que los factores de 
tiempo de servicio y capacidad; 
 
4. A la protección contra el despido arbitrario; 
 
5. El derecho de huelga; 
 
6. El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limitación razonable de las horas de 
trabajo y las vacaciones periódicas pagadas, así como la remuneración de los días no 
laborales y feriados. 
 

Art. 487.— Se tomarán medidas para garantizar el derecho a trabajar, entre las 
que figurarán, entre otras: la orientación y formación técnico-profesional, la preparación 
de programas, normas y técnicas encaminadas a conseguir un desarrollo económico, 
social y cultural constante y la ocupación plena y productiva, en condiciones que 
garanticen las libertades políticas y económicas fundamentales de la persona humana. 
 



 Art. 488.— 
 
1. El Estado garantizará en todo tiempo: 
 

a) El derecho de toda persona a fundar sindicatos y a afiliarse al de su 
elección, con sujeción únicamente a los estatutos de la organización correspondiente, 
para promover y proteger sus intereses económicos y sociales. No pueden imponerse 
otras restricciones al ejercicio de este derecho que las que prescriba la ley y que sean 
necesarias en una sociedad democrática en interés de la seguridad nacional o del orden 
público, o para la protección de los derechos y libertades ajenos; 
 

b) El derecho de los sindicatos a formar federaciones o confederaciones 
nacionales y el de éstas a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a 
las mismas; 
 

c) El derecho de los sindicatos a funcionar sin obstáculos y sin otras 
limitaciones que las que sean necesarias en una sociedad democrática, o para la 
protección de los derechos y libertades ajenos; 
 
 d) El derecho de huelga. 
 
2. El presente artículo no impedirá someter a restricciones legales el ejercicio de 
tales derechos por los miembros de las fuerzas armadas, de la policía o de la 
administración del Estado. 
 

Art. 489.— Toda persona tiene derecho a la seguridad social, e incluso a percibir 
planes de seguro social contra el desempleo. 
 

Art. 490.— Se considera incorporada al presente título toda la legislación 
nacional en materia de trabajo y seguridad social vigente o por sancionarse. 

 
 

• Título LXXXV.— sindicalización y negociación colectiva 
 
 Art. 491.— 
 
1. Los trabajadores gozan de adecuada protección contra todo acto de discriminación 
tendiente a menoscabar la libertad sindical en relación con su empleo. 
 
2. Dicha protección se ejercerá especialmente contra todo acto que tenga por objeto: 



 
a) Sujetar el empleo de un trabajador a la condición de que no se afilie a un 

sindicato o a la de dejar de ser miembro de un sindicato; 
 

b) Despedir a un trabajador o perjudicarlo en cualquiera otra forma a causa 
de su afiliación sindical o de su participación en actividades sindicales fuera de las horas 
de trabajo o, con el consentimiento del empleador, durante las horas de trabajo. 
  
 
 Art. 492.— 
 
1. Las organizaciones de trabajadores y de empleadores gozarán de adecuada 
protección contra todo acto de injerencia de unas respecto de las otras, ya se realice 
directamente o por medio de sus agentes o miembros, en su constitución, funcionamiento 
o administración. 
 

2.   Se considerarán actos de injerencia, en el sentido del presente artículo, 
principalmente, las medidas que tiendan a fomentar la constitución de 
organizaciones de trabajadores dominadas por un empleador o una organización 
de empleadores, o a sostener económicamente, o en otra forma, organizaciones de 
trabajadores, con objeto de colocar estas organizaciones bajo el control de un 
empleador o de una organización de empleadores. 
 
Art. 493.— Se crearán organismos, cuando ello sea necesario, para garantizar el 

respeto al derecho de sindicación definido en los artículos precedentes. 
 
Art. 494.— Todos los trabajadores tienen derecho al pleno desarrollo y uso de 

procedimientos de negociación voluntaria, con objeto de reglamentar, por medio de 
contratos colectivos, las condiciones de empleo. Este derecho nunca podrá ser vulnerado 
por voluntad de las partes o de una de ellas. 
 

 
• Título LXXXVI.— seguridad social y progreso 

 
Art. 495.— Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la 

seguridad social, y a obtener, habida cuenta de la organización y los recursos del Estado, 
la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su 
dignidad y al libre desarrollo de su personalidad. 
 

Art. 496.— Toda persona tiene derecho al seguro social. 



 
 Art. 497.— 
 
1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como 
a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, 
la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los 
seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de 
pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad. 
  
2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. 
Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual 
protección social. 
 

Art. 498.— Toda persona será protegida contra el hambre. A tal fin, se adoptarán 
las medidas necesarias, incluidos programas concretos que se necesiten para mejorar los 
métodos de distribución, producción y conservación de alimentos mediante la plena 
utilización de los conocimientos técnicos y científicos, la divulgación de principios sobre 
nutrición y el perfeccionamiento o la reforma de los regímenes agrarios de modo que se 
logren la explotación y la utilización más eficaces de las riquezas naturales. 
 
 Art. 499.— 
 
1. Toda persona tiene derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud física y 
mental. 
 
2. Se adoptarán las medidas necesarias a fin de asegurar la plena efectividad de este 
derecho, entre ellas figurarán las necesarias para: 
 
 a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el sano 
desarrollo de los niños; 
 

b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del 
medio ambiente; 
 

c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, 
endémicas, profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas; 
 

d) Asegurar a todas las personas asistencia médica y servicios médicos en 
caso de enfermedad. 
 



 
• Libro décimo cuarto 

 
SALUD Y SALUD REPRODUCTIVA 

 
• Título LXXXVII.— Salud 

 
 

Art. 500.— Toda persona tiene derecho al disfrute del más alto nivel de salud 
conforme al principio de igualdad y no discriminación. 
 

Art. 501.— Se entiende por salud como el estado de completo bienestar físico, 
mental y social, y no solamente la ausencia de afecciones o enfermedades. 
 

Art. 502.— Se reafirma que la discriminación contra la mujer, los niños, los 
ancianos, los extranjeros y las personas con capacidades diferentes queda prohibida en la 
esfera de la atención médica. A fin de asegurar, en condiciones de igualdad, el acceso a 
servicios de atención médica se adoptarán las medidas necesarias. 

 
 

• Título LXXXVIII.— salud reproductiva 
 

Art. 503.— Toda persona tiene derecho a una educación sexual plena e integral 
que le permita ejercer o no su derecho a la sexualidad con la información suficiente para 
la toma de decisiones responsables. Esta educación será brindada por las escuelas de 
enseñanza media sean estas públicas o privadas. 
 

Art. 504.— Toda persona tiene derecho a la planificación de su grupo familiar. A 
tal efecto se aplicarán políticas tendientes a facilitar la decisión respecto de si desean 
tener hijos y, en su caso, cuántos, y de qué manera. 
 

Art. 505.— A los efectos del artículo precedente el grupo familiar será definido 
por la ley. 
 
 

• Título LXXXIX.— Personas con VIH 
 

Art. 506.— La prevención, atención, tratamiento, apoyo y reducción de los 
efectos del VIH son prioritarios y estarán siempre presentes en los planes de desarrollo, 



incluidas las estrategias de erradicación de la pobreza, las asignaciones de los 
presupuestos nacionales y los planes de desarrollo. 
 

Art. 507.— Se aplicarán medidas de precaución universales en los servicios de 
atención de la salud a fin de prevenir la transmisión de la retroinfección por el VIH y 
cualesquiera otras infecciones o retroinfecciones futuras no descriptas en otra parte. 
 

Art. 508.— Quedan prohibidas todas las formas de discriminación contra las 
personas que viven con VIH y los miembros de grupos vulnerables, y se les asegurará el 
pleno disfrute de todos sus derechos humanos y libertades fundamentales; en particular, 
se asegurará el acceso a la educación, al derecho de sucesión, el empleo, la atención de la 
salud, servicios sociales y de salud integral, prevención, apoyo, tratamiento, información 
y protección jurídica, respetando al mismo tiempo su intimidad y confidencialidad; y se 
elaborarán estrategias para combatir el estigma y la exclusión social asociados a la 
retroinfección. 
 

Art. 509.— Las obras sociales, seguros médicos, empresas de medicina prepaga y 
sociedades equiparables, entregarán gratuitamente la medicación prescripta para el VIH 
en cualesquiera de sus estadios; asimismo proveerán gratuitamente a los portadores del 
retrovirus de tratamientos, estudios y medicación de cualquier tipo aunque no se vinculen 
de manera directa con la retroinfección VIH. También brindarán atención psiquiátrica, 
psicoterapéutica y psicoanalítica gratuitamente. 
 
 

• Título XC.— Salud mental 
 

Art. 510.— Toda persona tiene derecho a la salud mental, la estabilidad 
psiquiátrica y psicológica. En relación a ello se brindará educación e información en las 
escuelas de enseñanza media respecto de la prevención y el tratamiento para tales 
afecciones, tendiente a desmitificar la situación real de las personas que las padecen, 
evitando la estigmatización. 
 
 

• Título XCI.— Derecho a la atención médica 
 

Art. 511.— Queda prohibido a toda obra social, empresa de medicina prepaga, 
seguro médico o cualesquiera asociaciones equiparables, rechazar la pertenencia, el 
acceso, la afiliación o la asociación de cualquier persona en razón de enfermedades 
padecidas o en trance de padecimiento, síndromes (incluido el Síndrome de Down y el 
Síndrome de Inmunodeficiencia Adquirida), morbilidades actuales o sus presunciones, 



preexistencias, posiciones serológicas, estado de salud mental, edad o cualesquiera de las 
condiciones enumeradas en el Artículo primero de este Código. Esta prohibición es 
asimismo válida para las sociedades administradoras de obras sociales, empresas de 
medicina prepaga o seguros médicos equiparables. Tal conducta de rechazo es una forma 
grave de discriminación, y el Estado la perseguirá penalmente. 
  
 

• Libro décimo quinto 
 

ACCIONES CONTRA TODA FORMA DE ACOSO 
 

• Título XCII.— El acoso 
 
 

Art. 512.— El acoso en cualesquiera de sus formas está prohibido y será 
penalmente perseguido por una severa política criminal. En especial se tipificarán las 
conductas que se describen a continuación en el presente Libro. 
 

Art. 513.— El acoso es un maltrato ocasionalmente recurrente llevado a cabo 
hacia una persona con modos y formas desmesuradas que violentan su integridad moral; 
también es acoso la opresión psicológica, el destrato verbal, físico, anímico o espiritual, y 
toda otra conducta que tuviere por objeto asustar al acosado, reducirlo, amilanarlo, 
someterlo, apocarlo, aislarlo, humillarlo o paralizarlo. 
 

Art. 514.— Por su naturaleza opresiva, es acoso el hostigamiento psicológico, en 
el ámbito de cualquier actividad, pues humilla a quien lo sufre, impone situaciones de 
grave ofensa a la dignidad y produce un menoscabo en la integridad moral de la víctima. 
 

Art. 515.— También es acoso el trato degradante, vejatorio, descalificador, 
inhumano o abusivo aunque no irrogare un perjuicio gravísimo; también lo es la falta de 
cortesías mínimas y faltas a la etiqueta en ámbitos donde usualmente se requieren dichas 
formas de convivencia. 
 

Art. 516.— A reserva de constituir discriminación, es acoso distinguir 
despectivamente a una persona frente a otros, en un ámbito específico, en razón de su 
color, etnia, nacionalidad, lengua o idioma; lugar de nacimiento, religión, ideología, 
opinión política, gremial o cualquier opinión en general; género, identidad de género o su 
expresión; orientación sexual, edad, estado civil, responsabilidad familiar, trabajo u 
ocupación; caracteres físicos, capacidad psicofísica, condición de salud, origen o perfil 



genético, posición económica, condición social o cualesquiera otras condiciones 
personales o formas de su vida privada. 
 
 Art. 517.— Es acoso perseguir intencionalmente a una persona, insistir en 
contactarla, visitarla insistentemente, escribirle o llamarla por cualquier medio, o hacerlo 
con sus amigos o familiares,   cuan 
do se ha pedido el cese de tal conducta y siempre que no medien razones absolutamente 
razonables para tal persecución, como la satisfacción de un crédito alimentario, una 
deuda acreditada o motivos equivalentes. 
 

Art. 518.— La sutileza en la forma del acoso no será un atenuante para su 
persecución ni para evitar la pena eventualmente aplicable. 
 
 

• Título XCIII.— Acoso sexual 
 

Art. 519.— Acoso sexual es toda actitud o comportamiento llevado a cabo por 
una persona para lograr favores sexuales o conductas afectivas no deseadas por la parte 
inducida, valiéndose de la posición jerárquica o económica, del poder público o privado, 
del prestigio o de la fama, o de cualquiera otra circunstancia que pusiere, permanente o 
circunstancialmente, a una persona en mejores condiciones de inducción y persuasión 
respecto de la otra. 
 

Art. 520.— Es acoso sexual la conducta verbal libidinosa o sexualmente 
sugestiva, aunque la misma tuviere por objeto una aparente distracción bromista entre 
personas que no comparten amistad. 
 

Art. 521.— La conducta verbal o física de naturaleza sexual será una forma del 
acoso agravado cuando ponga en riesgo el trabajo o la escolaridad de una persona, 
importe la toma de una decisión, implique favores laborales, estudiantiles, sociales, 
económicos, o de otra índole. 
 

Art. 522.— El lenguaje abusivo, intimidante, hostil, ofensivo, desmesurado o 
desmedido de naturaleza libidinosa será considerado acoso, como así también los gestos 
obscenos o los movimientos y articulaciones que remeden situaciones sexuales 
habituales. 
 
 

• Título XCIV.— Acoso laboral 
 



Art. 523.— El acoso laboral, “moobing” —o “boosing” cuando proviene de 
personal jerárquico— es una acción silenciosa o visible de hostigamiento conducente a 
producir miedo, depresión y desánimo en el trabajador, para que se vea afectado en su 
trabajo y poder así tomar medidas contra él. Las perturbaciones, molestias recurrentes e 
intimidaciones propias del acoso son prohibidas en tanto se ejercen para reducir la 
entereza moral del trabajador, y poder exhibirlo como incompetente, improductivo o 
problemático. 
 
 Art. 524.— El acoso laboral se recibe en forma horizontal cuando es provocado 
por compañeros de trabajo, y en forma vertical cuando lo producen subalternos o 
superiores. 
 

Art. 525.— El acoso laboral en cualesquiera de sus modos está destinado, en 
general, a producir: 
 
1. Un lento deterioro de la confianza en sí mismo y en sus capacidades profesionales 
por parte de la víctima, que sufre un proceso de desvaloración personal; 
 
2. El desarrollo de la culpabilidad; 
 
3. La creencia de haber cometido verdaderamente errores, fallos o incumplimientos; 
 
4. La somatización del conflicto con padecimiento de enfermedades físicas; 
 
5. Ansiedad, stress, angustia, hipervigilancia, fatiga, cambios involuntarios de 
personalidad, problemas de relación con su entorno, astenia, depresión, distimia; 
 
6. Inseguridad emocional, torpeza, indecisión, conflictividad 
  
7. Trastorno de stress agudo o crónico; 
 
8. Rendimiento absurdo. 
  
 

Art. 526.— Sin desmedro de otras, las formas más habituales del acoso consisten 
en: 
 
1. Gritar, avasallar o insultar a la víctima cuando está sola o en presencia de otras 
personas; 
 



2. Asignarle objetivos o proyectos con plazos que se saben inalcanzables o 
imposibles de cumplir, y tareas que son materialmente inacabables en ese lapso; 
 
3. Sobrecargar selectivamente a la víctima con mucho trabajo, trabajo indigno o 
inusual para ella; amenazar de manera continuada a la víctima o coaccionarla; 
  
4. Quitarle áreas de responsabilidad clave, ofreciendo a cambio tareas rutinarias, sin 
interés o incluso ningún trabajo que realizar con el objeto de producir una 
desvalorización masiva; 
 
5. Modificar las atribuciones o responsabilidades de su puesto de trabajo sin 
notificárselo de ninguna forma; 
 
6. Tratar al trabajador de una manera diferente o discriminatoria, usar medidas 
exclusivas contra él o con él, con vistas a estigmatizarlo ante otros compañeros o jefes 
(excluirlo, discriminarlo, tratar su caso de forma diferente, trasladarlo a puestos 
inferiores, lograr formas de reducir su salario); 
 
7. Modificar habitualmente la rutina laboral; 
 
8. Ignorar al trabajador (“hacer el vacío”) y excluirlo, hablar sólo a terceras personas 
presentes simulando su inexistencia o su ausencia física como si fuese invisible 
(“cellophanman syndrom” o síndrome del hombre de celofán); 
 
9. Retener información crucial para el trabajo o manipularla para inducir a error en 
el desempeño laboral, y acusar después al trabajador de negligencia o faltas 
profesionales; 
 
10. Difamar a la víctima, extendiendo por la empresa u organización rumores 
maliciosos o calumniosos que menoscaban su reputación, su imagen o su profesionalidad; 
 
11. Infravalorar o no valorar en absoluto el esfuerzo realizado por la víctima, 
negándose a evaluar periódicamente su trabajo; 
 
12. Bloquear el desarrollo o la carrera profesional limitando al trabajador, retrasando 
o entorpeciendo el acceso a promociones o a cualquier forma habitual y prevista de 
capacitación; 
13. Ignorar los éxitos profesionales o atribuirlos maliciosamente a otras personas o a 
elementos ajenos al trabajador, como la casualidad, la suerte, la situación del mercado, 
etc.; 



 
14. Criticar continuamente el trabajo de la víctima, sus ideas, sus propuestas, sus 
soluciones, etcétera; o simplemente no tomarlas en cuenta bajo cualquier pretexto; o 
monitorizar o controlar malintencionadamente su trabajo con vistas a encontrarle faltas 
inocuas o formas de acusarlo de algo; 
  
15. Castigar al trabajador duramente por faltas insignificantes o impedir cualquier 
toma de decisión o iniciativa personal en el marco de sus responsabilidades y 
atribuciones; 
 
16. Bloquear administrativamente a la persona, extraviando, retrasando, alterando o 
manipulando documentos o resoluciones que le afectan; 

 
17. Ridiculizar su persona, su vestimenta, su familia, sus costumbres privadas, su 
trabajo, sus ideas o los resultados obtenidos ante los demás trabajadores, 
caricaturizándolo o parodiándolo; 
 
18. Invadir la privacidad del acosado interviniendo su correo, su teléfono, revisando 
sus documentos, armarios, cajones, etc.; 
 
19. Robar, hurtar, ocultar, destruir o sustraer elementos clave para su trabajo; o atacar 
sus convicciones personales, ideología o religión; 
 
20. Animar a otros compañeros o jefes a participar en cuales- quiera de las acciones 
anteriores mediante la persuasión, la coacción o el abuso de autoridad; 
 
21. Cambiarlo de lugar habitual de trabajo con ánimo de separarlo de sus compañeros 
o colaboradores cercanos para provocarle incomodidad y extrañeza; 
 
22. Obligarlo a ejecutar tareas denigrantes para su dignidad personal, asignarle 
misiones sin sentido, innecesarias, con la intención de humillarlo; 
 
23. Promover el hostigamiento psicológico, amenazar repetidamente con un despido 
infundado o sanciones inmerecidas; 
 
24. Incurrir en falta de trato correcto y cortesía mínima. 
 
 

• Título XCV.— Acoso escolar 
 



Art. 527.— Será perseguida toda práctica entre estudiantes tendiente a ignorar a 
uno de ellos, subalternizarlo, humillarlo, alienarlo, escarmentarlo, desafectarlo del grupo, 
dejarlo en soledad y deliberadamente, ridiculizarlo, golpearlo, hostigarlo, propagar falsos 
rumores con cualquier contenido absurdo, discriminarlo por cualquier condición y, en 
suma, lograr su descrédito, deterioro moral y opresión espiritual para provocarle escarnio 
o lograr un objetivo impropio como su alejamiento, su subordinación o su obediencia a 
los propulsores del “bullying”. 
 

Art. 528.— Será perseguida toda práctica consistente en un bloqueo social, 
hostigamiento persistente, manipulación psicológica, coacción, exclusión, intimidación, 
amenazas, alienación, enajenación, violencia física, verbal o gestual habitual, o un vacío 
masivo y pertinaz en torno de un estudiante por parte de otros. 
 
 

• Libro décimo sexto 
 

TRATA DE PERSONAS 
 

Título XCVI.— Definiciones 
 

Art. 529.— Para los fines del presente Código: 
 
1. Por “trata de personas” se entenderá la captación, el transporte, el traslado, la 
acogida o la recepción de personas, recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras 
formas de coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación de 
vulnerabilidad o a la concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el 
consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, con fines de explotación. 
 
2. Esa explotación incluirá, como mínimo, la explotación de la prostitución ajena u 
otras formas de explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las 
prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre o la extracción de órganos; 
 
3. El consentimiento dado por la víctima de la trata de personas a toda forma de 
explotación intencional descrita en el apartado 1 del presente artículo no se tendrá en 
cuenta cuando se haya recurrido a cualquiera de los medios enunciados en dicho 
apartado; 
 
4. La captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de un niño con 
fines de explotación se considerará “trata de personas” incluso cuando no se recurra a 
ninguno de los medios enunciados en el apartado 1 del presente artículo. 



 
• Título XCVII.— Delito de trata de personas 

 
 Art. 530.— 
 
1. Se tipificarán como delito las conductas enunciadas en el artículo precedente del 
presente Código. 
 
2. Se tipificará también como delito: 
 

a. La tentativa de comisión de un delito tipificado con arreglo al artículo 
precedente; 
 

b. La participación como cómplice en la comisión de un delito tipificado con 
arreglo al artículo precedente. 
 

c. La organización o dirección de otras personas para la comisión de un 
delito tipificado con arreglo al artículo precedente. 
 

A) TIPIFICACIÓN 
 

Art. 531. — El estado prevendrá y combatirá la trata de personas prestando 
especial atención a las mujeres y los niños; protegerá y ayudará a las víctimas de dicha 
trata, respetando plenamente sus derechos humanos; promoverá la cooperación entre los 
Estados para lograr esos fines. 
 

Art. 532. — Será severamente penada la "trata de personas", la cual se entiende 
como la captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de personas, 
recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al 
fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad o a la concesión 
o recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que 
tenga autoridad sobre otra, con fines de explotación. Esa explotación incluirá, como 
mínimo, la explotación de la prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los 
trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la 
servidumbre o la extracción de órganos. 
 

Art. 533. — El consentimiento dado por la víctima de la trata de personas a toda 
forma de explotación que se tenga la intención de realizar no se tendrá en cuenta cuando 
se haya recurrido a cualquiera de los medios enunciados. 
 



Art. 534. — La captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de 
un niño con fines de explotación se considerará "trata de personas" incluso cuando no se 
recurra a ninguno de los medios anteriormente enunciados. 
 

Art. 535. —  El Estado adoptará medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias para tipificar como delito las conductas enunciadas como “trata de personas”. 
 

Art. 536. — El Estado adoptará asimismo las medidas legislativas y de otra 
índole que sean necesarias para tipificar como delito: la tentativa de comisión del delito 
de trata de personas; la participación como cómplice en la comisión de dicho delito; y la 
organización o dirección de otras personas para la comisión de la trata de personas. 
 

B) PROTECCIÓN DE LAS VÍCTIMAS DE LA TRATA DE PERSONAS  
  

Art. 537. — El Estado protegerá la privacidad y la identidad de las víctimas de la 
trata de personas, en particular, entre otras cosas, previendo la confidencialidad de las 
actuaciones judiciales relativas a dicha trata. 
 

Art. 538. — El Estado velará por que su ordenamiento jurídico o administrativo 
prevea medidas con miras a proporcionar a las víctimas de la trata de personas, cuando 
proceda: 

 
1.     Información sobre procedimientos judiciales y administrativos pertinentes; 
 
2.     Asistencia encaminada a permitir que sus opiniones y preocupaciones se presenten y 
examinen en las etapas apropiadas de las actuaciones penales contra los delincuentes sin 
que ello menoscabe los derechos de la defensa. 
 

Art. 539. — El Estado aplicará medidas destinadas a prever la recuperación 
física, psicológica y social de las víctimas de la trata de personas, incluso en cooperación 
con organizaciones no gubernamentales, otras organizaciones pertinentes y demás 
sectores de la sociedad civil, y en particular mediante el suministro de: 
 
1.     Alojamiento adecuado; 
 
2.     Asesoramiento e información, en particular con respecto a sus derechos jurídicos, en 
un idioma que las víctimas de la trata de personas puedan comprender; 
 
3.     Asistencia médica, sicológica y material; y 
 



4.     Oportunidades de empleo, educación y capacitación. 
 

Art. 540. — El Estado tendrá en cuenta, al aplicar las disposiciones del presente 
artículo, la edad, el sexo y las necesidades especiales de las víctimas de la trata de 
personas, en particular las necesidades especiales de los niños, incluidos el alojamiento, 
la educación y el cuidado adecuados.  
   

Art. 541. —  El Estado se esforzará por prever la seguridad física de las víctimas 
de la trata de personas mientras se encuentren en su territorio. 
 

Art. 542. —  El Estado establecerá medidas que brinden a las víctimas de la trata 
de personas una indemnización por los daños sufridos. 
 

Art. 543. — Si una víctima de la trata de personas hubiere sido trasladada de su 
país de origen para su explotación, el Estado le dará la opción de facilitar su repatriación, 
siempre que no corra riesgos en su país de origen. 
 

Art. 544. —  Cuando el Estado disponga la repatriación de una víctima de la trata 
de personas al Estado del que esa persona sea nacional o en el que tuviese derecho de 
residencia permanente, velará por que dicha repatriación se realice teniendo debidamente 
en cuenta la seguridad de esa persona, así como el estado de cualquier procedimiento 
legal relacionado con el hecho de que la persona es una víctima de la trata; la repatriación 
se realizará de forma voluntaria. 
 

Art. 545. —  A fin de facilitar la repatriación de toda víctima de la trata de 
personas que carezca de la debida documentación, el Estado en que la víctima se 
encuentre expedirá docentación provisoria y suficiente para permitir su repatriación 
voluntaria. 
 

Medidas de prevención, cooperación y otras medidas 
 

Art. 546. — El Estado establecerá políticas, programas y otras medidas de 
carácter amplio con miras a: 
 
1.     Prevenir y combatir la trata de personas; y 
 
2.     Proteger a las víctimas de trata de personas, especialmente las mujeres y los niños, 
contra un nuevo riesgo de victimización. 
 



Art. 547. — El Estados aplicará medidas tales como actividades de investigación 
y campañas de información y difusión, así como iniciativas sociales y económicas, con 
miras a prevenir y combatir la trata de personas. 
 

Art. 548—  Las políticas, los programas y demás medidas que se adopten 
incluirán la cooperación con organizaciones no gubernamentales, otras organizaciones 
pertinentes y otros sectores de la sociedad civil. 
 

Art. 549. — El Estado adoptarán medidas o reforzarán las ya existentes, 
recurriendo en particular a la cooperación bilateral o multilateral, a fin de mitigar factores 
como la pobreza, el subdesarrollo y la falta de oportunidades equitativas que hacen a las 
personas, especialmente las mujeres y los niños, vulnerables a la trata. 
 

Art. 550. — El Estado adoptarán medidas legislativas o de otra índole, tales como 
medidas educativas, sociales y culturales, o reforzarán las ya existentes, recurriendo en 
particular a la cooperación bilateral y multilateral, a fin de desalentar la demanda que 
propicia cualquier forma de explotación conducente a la trata de personas, especialmente 
mujeres y niños. 
 

C) INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN Y CAPACITACIÓN 
 

Art. 551. — Las autoridades del Estados encargadas de hacer cumplir la ley, así 
como las autoridades de inmigración u otras autoridades competentes, cooperarán entre 
sí, según proceda, intercambiando información, de conformidad con el derecho interno, a 
fin de poder determinar: 
 
1.     Si ciertas personas que cruzan o intentan cruzar una frontera internacional con 
documentos de viaje pertenecientes a terceros o sin documentos de viaje son autores o 
víctimas de la trata de personas; 
 
2.     Los tipos de documento de viaje que ciertas personas han utilizado o intentado 
utilizar para cruzar una frontera internacional con fines de trata de personas; y 
 
3.     Los medios y métodos utilizados por grupos delictivos organizados para los fines de 
la trata de personas, incluidos la captación y el transporte, las rutas y los vínculos entre 
personas y grupos involucrados en dicha trata, así como posibles medidas para 
detectarlos. 
 

Art. 552. — El Estado impartirá a los funcionarios encargados de hacer cumplir 
la ley, así como a los de inmigración y a otros funcionarios pertinentes, capacitación en la 



prevención de la trata de personas o reforzarán dicha capacitación, según proceda. Ésta 
deberá centrarse en los métodos aplicados para prevenir dicha trata, enjuiciar a los 
traficantes y proteger los derechos de las víctimas, incluida la protección de las víctimas 
frente a los traficantes. La capacitación también deberá tener en cuenta la necesidad de 
considerar los derechos humanos y las cuestiones relativas al niño y a la mujer, así como 
fomentar la cooperación con organizaciones no gubernamentales, otras organizaciones 
pertinentes y demás sectores de la sociedad civil. 
 

D) MEDIDAS FRONTERIZAS 
 

Art. 553. — Sin perjuicio de los compromisos internacionales relativos a la libre 
circulación de personas, el Estado reforzará los controles fronterizos que sean necesarios 
para prevenir y detectar la trata de personas. 
 

Art. 554. — El Estado adoptará medidas legislativas u otras medidas apropiadas 
para prevenir, en la medida de lo posible, la utilización de medios de transporte 
explotados por transportistas comerciales para la comisión de los delitos de trata de 
personas y conexos. 
 

Art. 555. — El Estado adoptará medidas que permitan denegar la entrada o 
revocar visados a personas implicadas en la comisión de delitos tipificados como trata de 
personas y conexos. 
 

E) SEGURIDAD Y CONTROL DE LOS DOCUMENTOS 
 

Art. 556.— El Estado adoptará, con los medios de que disponga, las medidas que 
se requieran para: 
 
1.     Garantizar la necesaria calidad de los documentos de viaje o de identidad que expida 
a fin de que éstos no puedan con facilidad utilizarse indebidamente ni falsificarse o 
alterarse, reproducirse o expedirse de forma ilícita;  

 
y 

 
2.     Garantizar la integridad y la seguridad de los documentos de viaje o de identidad 
que expida o que se expidan en su nombre e impedir la creación, expedición y utilización 
ilícitas de dichos documentos. 
 

Art. 557. —  Cuando lo solicite otro Estado, el Estado verificará, de conformidad 
con su derecho interno y dentro de un plazo razonable, la legitimidad y validez de los 



documentos de viaje o de identidad expedidos o presuntamente expedidos en su nombre y 
sospechosos de ser utilizados para la trata de personas.  
  

F) CLÁUSULA DE SALVAGUARDIA 
 

Art. 558. —  Nada de lo aquí dispuesto sobre trata de personas afectará a los 
derechos, obligaciones y responsabilidades del Estado y las personas con arreglo al 
derecho internacional, incluidos el derecho internacional humanitario y la normativa 
internacional de derechos humanos y, en particular, cuando sean aplicables, la 
Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967, así 
como el principio de non-refoulement consagrado en dichos instrumentos. 
 

Art. 559. —  Las medidas aquí previstas se interpretarán y aplicarán de forma que 
no sea discriminatoria para las personas por el hecho de ser víctimas de la trata de 
personas. La interpretación y aplicación de esas medidas estarán en consonancia con los 
principios de no discriminación internacionalmente reconocidos. 
 

G) SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS  
 

Art. 560. —Toda controversia entre dos o más Estados Parte acerca de la 
situación de personas víctimas de la trata, o de los tratantes de personas, se resolverá por 
medio de la negociación. Aquello que no pueda resolverse mediante la negociación 
dentro de un plazo razonable deberá someterse a arbitraje. Si, seis meses después de la 
fecha de la solicitud de arbitraje, los Estados no hubieren podido ponerse de acuerdo 
sobre la organización del arbitraje, el Estado podrá remitir la controversia a la Corte 
Internacional de Justicia mediante solicitud conforme al Estatuto de la Corte.      
 

• Título XCVIII.— Protección de la víctima 
 

Art. 561.— Se protegerá y ayudará a las víctimas de trata de personas, respetando 
plenamente sus derechos humanos. 
 
 Art. 562.— 
 
1. Cuando proceda se protegerá la privacidad y la identidad de las víctimas de la 
trata de personas, en particular, entre otras cosas, previendo la confidencialidad de las 
actuaciones judiciales relativas a dicha trata. 
 
2. Se preverán en el ordenamiento jurídico o administrativo medidas para 
proporcionar a las víctimas de la trata de personas, cuando proceda: 



 
a) Información sobre procedimientos judiciales y administrativos pertinentes; 

 
b) Asistencia encaminada a permitir que sus opiniones y preocupaciones se 

presenten y examinen en las etapas apropiadas de las actuaciones penales contra los 
delincuentes sin que ello menoscabe los derechos de la defensa; 
 
3. Medidas destinadas a prever la recuperación física, psicológica y social de las 
víctimas de la trata de personas, incluso, cuando proceda, en cooperación con 
organizaciones no gubernamentales, otras organizaciones pertinentes y demás sectores de 
la sociedad civil, y en particular mediante el suministro de: 
 

a) Alojamiento adecuado; 
 

b) Asesoramiento e información, en particular con respecto a sus derechos 
jurídicos, en un idioma que las víctimas de la trata de personas puedan comprender; 
 

c) Asistencia médica, psicológica y material; y 
 

d) Oportunidades de empleo, educación y capacitación. 
 
4. Se tendrá en cuenta, al aplicar las disposiciones del presente artículo, la edad, el 
sexo y las necesidades especiales de las víctimas de la trata de personas, en particular las 
necesidades especiales de los niños, incluidos el alojamiento, la educación y el cuidado 
adecuados. 
 
5. Se preverá la seguridad física de las víctimas de la trata de personas. 
 
6. Se preverá en el ordenamiento jurídico medidas que brinden a las víctimas de la 
trata de personas indemnización por los daños sufridos. 
 

Art. 563.— El Estado facilitará y tramitará la repatriación de una persona víctima 
de trata en el caso de que haya sido llevada al extranjero, siempre teniendo debidamente 
en cuenta su seguridad. 
 

Art. 564.— Se establecerán políticas, programas y otras medidas de carácter 
amplio con el fin de combatir y eliminar la trata de personas y proteger a las víctimas de 
trata de personas, especialmente las mujeres y niños, contra un nuevo riesgo de 
victimización. 
 



 
• Título XCIX.— Circulación, migración y trata de personas 

 
 Art. 565.— 
 
1. Sin perjuicio de los compromisos nacionales e internacionales vigentes relativos a 
la libre circulación de personas, se reforzarán, en la medida de lo posible, los controles 
fronterizos que sean necesarios para prevenir y detectar la trata de personas. 
 
2. Se adoptarán medidas legislativas u otras apropiadas para prevenir la utilización 
de medios de transporte explotados por transportistas comerciales para la comisión de 
delitos. 
 
3. Los transportistas comerciales, incluidas las empresas de transporte, así como los 
propietarios o explotadores de cualquier medio de transporte, estarán obligados a 
cerciorarse de que todos los pasajeros tengan en su poder los documentos de viaje 
requeridos para salir legalmente del Estado. 
 
4. Se adoptarán las medidas necesarias para sancionar en caso de incumplimiento de 
la obligación enunciada en el párrafo 3 del presente artículo. 
 
5. Se adoptarán medidas que permitan denegar la entrada al territorio nacional, o 
revocar visados, a personas implicadas en la comisión del delito de trata de personas. 
 

Art. 566.— Los documentos de viaje o de identidad serán de la calidad necesaria 
a fin de que éstos no puedan con facilidad utilizarse indebidamente ni falsificarse o 
alterarse, reproducirse o expedirse de forma ilícita. 
 

Art. 567.— Se garantizará la integridad y la seguridad de los documentos de viaje 
o de identidad que se expidan a fin de impedir la creación, expedición y utilización 
ilícitas de dichos documentos. 
 
 

• Título C.— Aplicación de las medidas dispuestas 
 
 Art. 568.— 
 
1. Nada de lo dispuesto en el presente Código afectará a los derechos, obligaciones y 
responsabilidades del Estado y las personas con arreglo al derecho internacional vigente. 
 



2. Las medidas previstas en el presente Código se interpretarán y aplicarán de forma 
que no sea discriminatoria para las personas por el hecho de ser víctimas de la trata de 
personas. 
 
3. La interpretación y aplicación de esas medidas estarán en consonancia con los 
principios de no discriminación nacional e internacionalmente reconocidos. 
 
 

•   Libro décimo séptimo 
 

•   DERECHOS POLITICOS 
 

•   Título CI.— Igualdad y  participación 
 
 

Art. 569.— 
 
1. Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno, directamente o por medio 
de representantes libremente escogidos. 
 
2. Toda persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de igualdad, a las 
funciones públicas. 
 
3. La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta voluntad 
se expresará mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, por 
sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libertad del voto. 
 
4. Toda persona tiene derecho de acceder, en condiciones generales de igualdad y 
sin otro requisito que la idoneidad a las funciones públicas. 
 
5. El ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el párrafo anterior 
está reglamentado por ley, limitándolo exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, 
residencia, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal. 
 
6. El Estado fomentará continuamente mediante medidas y campañas públicas 
concretas la participación de todas las personas en la vida política del país, así como 
también brindará formación e información sobre los deberes y derechos cívicos. 
 
 Art. 570.— 
 



1. Toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, puesto que sólo en ella 
puede desarrollar libre y plenamente su personalidad. 
 
2. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona está 
solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin de asegurar el 
reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los demás, y de satisfacer las 
justas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general en una sociedad 
democrática. 
 

• Título CII.— La democracia 
 

Art. 571.— La democracia es el único modo de expresar la autoridad y el poder 
público; su ejercicio es el derecho político fundamental del pueblo. Este Código garantiza 
su expresión democrática en lo concerniente a la vida política. 
 

Art. 572.— El Estado desarrollará formas semidirectas de la democracia sin 
desmedro del principio de representación. 
 

Art. 573.— La participación y discusión política del pueblo, como la petición, es 
un derecho inmanente a la democracia. No se confundirá discusión y petición con   
deliberación. 
 

Art. 574.— El Estado fomentará en todo tiempo la participación de los 
ciudadanos en los asuntos públicos del país; a tal fin, se desarrollaran campañas de 
participación y, cuando sea pertinente, formas semidirectas de la democracia, institutos 
que serán permanentemente perfeccionados. 
 

Art. 575.— Los ciudadanos tienen el derecho de gobernar democráticamente 
todas las instituciones públicas que les presten servicios, según en modo en que se 
reglamente este ejercicio: las escuelas y hospitales públicos, los centros de participación 
o gestión, y, en suma, todas las instancias públicas que estén al servicio de las 
necesidades del ciudadano. 
 

Art. 576.— Los municipios y las escuelas serán el centro cívico por excelencia de 
la vida civil de la república. La legislación concederá cada vez más poderes y facultades a 
estos, que serán gobernados respectivamente por los habitantes de los municipios y los 
padres de los alumnos escolarizados. 
 
 Art. 577.— 
 



1. Las manifestaciones, marchas, actos y otras formas de expresión democráticas y 
pacíficas del pueblo —organizado políticamente o en manifestación inorgánica— son 
intrínsecas a todo sistema democrático y no se confundirán con la sedición. 
 
2. Cualquier tipo de amedrentamiento o represión a las actividades mencionadas 
previamente, serán severamente penadas por la ley como delitos contra la democracia. 
 
 

• Título CIII.— El cupo femenino 
 

Art. 578.— Todos los cuerpos parlamentarios del país, ya fueren nacionales, 
provinciales o municipales, los tribunales de justicia colegiados, los fueros nacionales y 
federales en general de todas las instancias y jurisdicciones, y todos los órganos 
ejecutivos —el Gabinete del Poder Ejecutivo incluido, como todos sus departamentos, 
dependencias y organismos, así fueren descentralizados, desconcentrados o autónomos— 
contarán con, al menos, un 50 por ciento de mujeres. 
 

Art. 579.— Todas las dependencias del  Estado propenderán, de acuerdo a la 
reglamentación del presente Título, a contar como funcionarios y empleados de cada 
jurisdicción, organismo o departamento púbico que fuere, con al menos un 50 por ciento 
de mujeres. 
 

Art. 580.— Las fórmulas de candidatos para Presidente y Vicepresidente de la 
Nación podrán oficializarse solamente si alguno de ambos fuere una mujer. 
 

Art. 581.— La natural progresividad de la implementación de las previsiones de 
los artículos precedentes no será un obstáculo para su pleno cumplimiento en tiempo 
razonable. 
 
 

• Título CIV.— Minorías 
 

Art. 582.— Las personas pertenecientes a minorías tienen derecho: 
 
1. A disfrutar de su propia cultura, a profesar y practicar su propia religión, y a 
utilizar su propio idioma, en privado y en público, libremente y sin injerencia ni 
discriminación de ningún tipo; 
 
2. De participar efectivamente en la vida cultural, religiosa, social, económica y 
pública; 



 
3. De participar efectivamente en las decisiones que se adopten a nivel nacional; 
 
4. De establecer y mantener sus propias asociaciones. 
 
5. A establecer y mantener, sin discriminación de ninguno tipo, contactos libres y 
pacíficos con otros miembros de su grupo y con personas pertenecientes a otras minorías. 
 

Art. 583.— Se protegerá la existencia y la identidad étnica, cultural, religiosa y 
lingüística de dichas minorías. 
 

Art. 584.— Las personas pertenecientes a minorías: 
 
1. Podrán ejercer sus derechos, incluidos los que se enuncian en el presente Código, 
individualmente así como en comunidad con los demás miembros de su grupo, sin 
discriminación alguna. 
 
2. No sufrirán ninguna desventaja como resultado del ejercicio o de la falta de 
ejercicio de los derechos enunciados en el presente Código. 
 

Art. 585.— Las personas pertenecientes a minorías: 
 
1. Podrán ejercer plena y eficazmente todos sus derechos humanos y libertades 
fundamentales sin discriminación alguna y en plena igualdad ante la ley. 
 
2. Podrán expresar sus características y desarrollar su cultura, idioma, religión, 
tradiciones y costumbres, salvo en los casos en que determinadas prácticas violen la 
legislación nacional. 
 
3. Tendrán oportunidades adecuadas de aprender su idioma materno o de recibir 
instrucción en su idioma materno. 
 
4. Tendrán oportunidades adecuadas de adquirir conocimientos sobre la sociedad en 
su conjunto. 
 
5. Podrán participar plenamente en el progreso y el desarrollo económico nacional. 
 

Art. 586.— Las políticas y programas nacionales se planificarán y ejecutarán 
teniendo debidamente en cuenta los intereses legítimos de las personas pertenecientes a 
minorías. 



 
 Art. 587.— 
 
1. Ninguna de las disposiciones del presente Código impedirán el cumplimiento de las 
obligaciones internacionales en relación con las personas pertenecientes a minorías. En 
particular, se cumplirán de buena fe las obligaciones y los compromisos contraídos en 
virtud de los tratados y acuerdos internacionales vigentes. 
 
2. El ejercicio de los derechos enunciados en el presente Código se entenderá sin 
perjuicio del disfrute por todas las personas de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales reconocidos universalmente. 
 
 

• Libro décimo octavo 
 

•   GARANTIAS JUDICIALES 
 

•   Título CV.— Garantías generales 
 

Art. 588.— Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales 
nacionales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos 
fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley. 
 
 Art. 589.— 
 
1. Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el respeto 
debido a la dignidad inherente al ser humano. 
 
2. A reserva de lo que más adelante se establece bajo el título “La condena 
domiciliaria como mejor opción”, se establece lo siguiente: 
 

a) Los procesados estarán separados de los condenados, salvo en 
circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento distinto, adecuado a su 
condición de personas no condenadas; 
 

b) Los menores procesados estarán separados de los adultos y deberán ser 
llevados ante los tribunales de justicia con la mayor celeridad posible para su 
enjuiciamiento. 
 



3. El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial será 
la reforma y la readaptación social de los penados. Los menores delincuentes estarán 
separados de los adultos y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su edad y 
condición jurídica. 
 

Art. 590.— Nadie será encarcelado por el sólo hecho de no poder cumplir una 
obligación contractual. 
 
 Art. 591.— 
 
1. Todas las personas son iguales ante los tribunales de justicia. Toda persona tendrá 
derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, 
independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de cualquier 
acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos 
u obligaciones de carácter civil. 
 
2. La prensa y el público podrán ser excluidos de la totalidad o parte de los juicios 
por consideraciones éticas, orden público o seguridad nacional en una sociedad 
democrática, o cuando lo exija el interés de la vida privada de las partes o, en la medida 
estrictamente necesaria en opinión del tribunal, cuando por circunstancias especiales del 
asunto la publicidad pudiera perjudicar a los intereses de la justicia; pero toda sentencia 
en materia penal o contenciosa será pública, excepto en los casos en que el interés de 
menores de edad exija lo contrario, o en las acusaciones referentes a pleitos 
matrimoniales o a la tutela de menores. 
 
3. Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia 
mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley. 
 
4. Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho, en plena 
igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 
 

a) A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en forma 
detallada, de la naturaleza y causas de la acusación formulada contra ella; 
 

b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de 
su defensa y a comunicarse con un defensor de su elección; 
 

c) A ser juzgado sin dilaciones indebidas; 
 



d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser 
asistida por un defensor de su elección; a ser informada, si no tuviera defensor, del 
derecho que le asiste a tenerlo, y, siempre que el interés de la justicia lo exija, a que se le 
nombre defensor de oficio, gratuitamente, si careciere de medios suficientes para pagarlo; 
 

e) A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la 
comparecencia de los testigos de descargo y que éstos sean interrogados en las mismas 
condiciones que los testigos de cargo; 
 

f) A ser asistida gratuitamente por un intérprete,    si no comprende o no 
habla el idioma empleado en el tribunal; 
 

g) A no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse culpable. 
 
5. En el procedimiento aplicable a los menores de edad a efectos penales se tendrá 
en cuenta esta circunstancia y la importancia de estimular su readaptación social. 
 
6. Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo 
condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un tribunal superior, 
conforme a lo prescrito por la ley. 
 
7. Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido ulteriormente revocada, o el 
condenado haya sido indultado por haberse producido o descubierto un hecho plenamente 
probatorio de la comisión de un error judicial, la persona que haya sufrido una pena como 
resultado de tal sentencia deberá ser indemnizada, conforme a la ley, a menos que se 
demuestre que le es imputable en todo o en parte el no haberse revelado oportunamente el 
hecho desconocido. 
 
8. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual haya sido ya 
condenado o absuelto por una sentencia firme de acuerdo con la ley y el procedimiento 
penal. 
 

Art. 592.— Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y 
dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e 
imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier 
acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y 
obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 
 

Art. 593.— La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin 
coacción de ninguna naturaleza. 



 
Art. 594.— El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido 

a nuevo juicio por los mismos hechos. 
 

Art. 595.— El proceso penal es público, salvo en lo que sea necesario para 
preservar los intereses de la justicia. 
 
 Art. 596.— 
 
1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. Nadie podrá 
ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, 
salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido en ésta. 
 
2. Toda persona detenida será informada, en el momento de su detención, de las 
razones de la misma, y notificada, sin demora, de la acusación formulada contra ella. 
 
3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será llevada sin 
demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones 
judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en 
libertad. La prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la 
regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la 
comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier momento de las 
diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo. 
 
4. Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o prisión tendrá 
derecho a recurrir ante un tribunal, a fin de que éste decida a la brevedad posible sobre la 
legalidad de su prisión y ordene su libertad si la prisión fuera ilegal. 
 
5. Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, tendrá el derecho 
efectivo a obtener reparación. 
 
 

• Título CVI.— Protección judicial 
 

Art. 597.— El Estado desarrollará medidas auto-satisfactivas inaudita parte, 
cuando hubiere daños actuales o potenciales, verosímiles y reales que pudieren lesionar 
los derechos que protege este Código, ya sean las partes organismos públicos o privados 
o personas de cualquier clase actuando por sí, como funcionarios o por mandato de 
terceros o del Estado. 

 



Art. 598.— La acción de amparo, como el Habeas Corpus, se regirá por la 
legislación destinada al efecto, sin desmedro de que los magistrados actúen de modo más 
eficiente de acuerdo a la sana crítica, en beneficio de los derechos y garantías 
reconocidos por este Código. 

 
Art. 599.— Establecido el precedente jurisprudencial de un modo más eficiente 

de actuar por la justicia según lo normado en el artículo anterior, todas las personas 
podrán exigir, en todo fuero y jurisdicción, que se actúe de la misma manera. 

 
Art. 600.— Tal como queda establecido en todo caso en el cual se ventilen 

asuntos vinculados con los derechos humanos, en cualquier fuero o jurisdicción, los 
magistrados actuaran de acuerdo al principio de la sana crítica. 
 
 

• Título CVII.— Justicia de pequeñas causas 
 

Art. 601.— De acuerdo al deber de proveer una justicia rápida, el Estado 
establecerá juzgados de pequeñas causas. 
 

Art. 602.— La justicia de pequeñas causas entenderá en materia civil de sencillo 
trámite, como los divorcios de mutuo consentimiento, y de bajos montos de disputa según 
lo establezca la ley. También lo hará en materia penal cuando el delito fuere de escasa 
significación, como riñas callejeras o hurtos menores, según la ley lo reglamente. 
 

Art. 603.— La legislación ampliará las materias de este fuero en la medida en que 
las causas que se sometan a su jurisdicción no reclamen un proceso con mayores 
garantías. 
 

Art. 604.— El proceso de pequeñas causas será de instancia única, sentencia 
inapelable, sin asistencia letrada y sin pago de tasas de justicia; toda la prueba se 
producirá en audiencia única y el magistrado podrá disponer de un cuarto intermedio sólo 
al efecto de verificar hechos que requirieren su presencia física en otro lugar. 
 

Art. 605.— El magistrado actuará aplicando únicamente las reglas de la sana 
crítica y del mejor entendimiento societario; antes del dictado de la sentencia, invitará a 
las partes a un acuerdo mediatorio. Una ley especial regulará este proceso bajo los 
principios de la sencillez, rapidez y gratuidad. 
 

Art. 606.— En materia penal el magistrado buscará la reparación de la víctima 
por parte del victimario, la restitución de lo burlado si fuere el caso, la reconstrucción de 



vínculos, el resarcimiento y los acuerdos de buena fe. El Estado carece de interés en la 
persecución de los delitos sometidos a esta jurisdicción. 
 
 

• Título CVIII.— Principio de legalidad y de retroactividad 
 

Art. 607.— Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el 
momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable. Tampoco se 
puede imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. 
Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispusiere la imposición de una pena 
más leve, o de la extinción de la pena, el acusado se beneficiará de ello. 
 
 

• Título CIX.— Indemnización por condena errónea 
 
Art. 608.— Toda persona tiene derecho a ser indemnizada de manera integral en 

caso de haber sido condenada en sentencia firme por error judicial, por sentencia 
fraudulenta, por sentencia írrita o por sentencia nula. 
 
  

• Título CX.— Rectificación o respuesta 
 

Art. 609.— Toda persona afectada por informaciones inexactas o agraviantes 
emitidas en su perjuicio a través de medios de difusión legalmente reglamentados y que 
se dirijan al público en general, tiene derecho a exigir por el mismo órgano de difusión su 
rectificación o respuesta en las condiciones que establezca la ley. 
 

Art. 610.— En ningún caso la rectificación o la respuesta eximirán de las otras 
responsabilidades legales en que se hubiese incurrido. 
 
 

• Título CXI.— Cosa írrita juzgada 
 

Art. 611.— Todo proceso en el cual estén en juego los derechos humanos de una 
persona cuya sentencia resulte verosímilmente oscura o írrita dará lugar a una acción de 
nulidad por cosa juzgada írrita; en tal caso, la seguridad jurídica caerá en beneficio del 
valor justicia. La reglamentación del presente establecerá la modalidad y procedencia de 
la cosa juzgada írrita y la cosa juzgada fraudulenta. 
 
 



• Libro décimo noveno 
 

LA PRISIÓN 
 

Título CXII.— Cárceles y reclusorios 
 

Art. 612.— La ley establecerá la preferencia por el cumplimiento domiciliario de 
la pena de prisión con controles tecnológicos, en cambio progresivo y para los delitos que 
la misma ley dispusiere, según se establece en el Título siguiente. 
 

Art. 613.— La legislación establecerá la forma y el tiempo en que se dará 
cumplimiento al artículo precedente. 
 

Art. 614.— De acuerdo a la vastedad de recursos de inteligencia y seguridad del 
Estado sobre las personas, la legislación mencionada en los artículos precedentes tenderá 
a lograr que la mayor cantidad de penas de prisión puedan ser eficazmente cumplidas en 
forma domiciliaria. 
 

Art. 615.— La prisión domiciliaria prevalecerá cuando se trate de menores de 
edad. 
 

Art. 616.— Respecto de las cárceles y reclusorios, regirán las normas que se  
establecen a continuación. 
 

Art. 617.— El Estado, en todo tiempo: 
 
1. Establecerá las condiciones bajo las cuales pueden impartirse las órdenes de 
privación de libertad; 
 
2. Determinará las autoridades que estén facultadas para ordenar privaciones de 
libertad; 
 
3. Garantizará que toda persona privada de libertad sea mantenida únicamente en 
lugares de privación de libertad oficialmente reconocidos y controlados; 
 
4. Garantizará que toda persona privada de libertad sea auto- rizada a comunicarse 
con su familia, un abogado o cualquiera otra persona de su elección y a recibir su visita, 
con la sola reserva de las condiciones establecidas por la ley, y en el caso de un 
extranjero, a comunicarse con sus autoridades consulares, de conformidad con el derecho 
internacional aplicable; 



 
5. Garantizará el acceso de toda autoridad e institución competentes y facultadas por 
la ley a los lugares de privación de libertad, si es necesario con la autorización previa de 
una autoridad judicial; 
 

Art. 618.— El Estado asegura en todo tiempo el establecimiento y el 
mantenimiento de uno o varios registros oficiales y/o expedientes actualizados de las 
personas privadas de libertad, que bajo requerimiento serán rápidamente puestos a 
disposición de toda autoridad judicial o de toda otra autoridad o institución competente 
de acuerdo con la legislación nacional o cualquier instrumento jurídico internacional 
relevante Esa información contendrá al menos: 
 
1. La identidad de la persona privada de libertad; 
 
2. El día, la hora y el lugar donde la persona fue privada de libertad y la autoridad 
que procedió a la privación de libertad; 
 
3. La autoridad que decidió la privación de libertad y los motivos de ésta; 
 
4. La autoridad que controla la privación de libertad; 
 
5. El lugar de privación de libertad, el día y la hora de admisión en el mismo y la 
autoridad responsable de dicho lugar; 
 
6. Los elementos relativos a la integridad física de la persona privada de libertad; 
 
7. En caso de fallecimiento durante la privación de libertad, las circunstancias y 
causas del fallecimiento y el destino de los restos de la persona fallecida; 
 
8. El día y la hora de la liberación o del traslado a otro lugar de detención, el destino 
y la autoridad encargada del traslado. 
 

Art. 619.— El Estado garantizará en todo tiempo y a toda persona con un interés 
legítimo en esa información, por ejemplo los allegados de la persona privada de libertad, 
su representante o abogado, el acceso, como mínimo, a toda la información referida en el 
artículo precedente. 
 

Art. 620.— Únicamente en el caso en que una persona esté bajo protección de la 
ley y la privación de libertad se halle bajo control judicial, el derecho a las informaciones 
previstas podrá limitarse, sólo a título excepcional, cuando sea estrictamente necesario en 



virtud de restricciones previstas por la ley, y si la transmisión de información perjudicase 
la intimidad o la seguridad de la persona o el curso de una investigación criminal, o por 
otros motivos equivalentes previstos por la ley, y de conformidad con el derecho 
aplicable. 
 

Art. 621.— Sin perjuicio del examen de la legalidad de una privación de libertad, 
el Estado garantizará a las personas el derecho a un recurso judicial rápido y efectivo para 
obtener sin demora las informaciones previstas. Ese derecho a un recurso no podrá ser 
suspendido o limitado bajo ninguna circunstancia. 

 
Art. 622.— El Estado tomará las medidas necesarias para que la liberación de una 

persona se efectúe con arreglo a modalidades que permitan verificar con certeza que ha 
sido efectivamente puesta en libertad. Se adoptarán asimismo las medidas necesarias para 
garantizar la integridad física y el pleno ejercicio de sus derechos a las personas en el 
momento en que sean liberadas, sin perjuicio de las obligaciones a las que puedan estar 
sujetas en virtud de la legislación nacional. 
 

Art. 623.— Todos los reclusos son tratados con el respeto que merece toda 
persona y no serán discriminados por ninguna de las razones establecidas en el artículo 1º 
del presente Código. Se respetarán sus creencias y preceptos culturales del grupo al que 
pertenezcan. 
 

Art. 624.— Con excepción de las limitaciones que sean evidentemente necesarias 
por el hecho del encarcelamiento, todos los presos gozan de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales con- sagrados en la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo, así como 
de los demás derechos estipulados en otros instrumentos de las Naciones Unidas. 
 

Art. 625.— Todos los reclusos tienen derecho a participar en actividades 
culturales y educativas encaminadas a desarrollar plenamente la personalidad humana. 
 

Art. 626.— No se empleará jamás el uso del aislamiento en celda de castigo 
como sanción disciplinaria. 
 

Art. 627.— Se permite a los reclusos realizar actividades laborales remuneradas y 
útiles que faciliten su reinserción en el mercado laboral del país y les permitan contribuir 
al sustento económico de su familia y al suyo propio. 
 



Art. 628.— Los reclusos tienen acceso a los servicios de salud, sin discriminación 
por su condición jurídica. 
 

Art. 629.— Con la participación y ayuda de la comunidad y de instituciones 
sociales, y con el debido respeto de los intereses de las víctimas, se crearán condiciones 
favorables para la reincorporación del ex recluso a la sociedad en las mejores condiciones 
posibles. 
 

Art. 630.— Los principios que anteceden serán aplicados en forma imparcial. 
 
 

• Título CXIII.— Prisión domiciliaria 
 

Art. 631.— La prisión carcelaria será reemplazada progresivamente por la prisión 
domiciliaria para los delitos que la ley dispusiere. El control de esta modalidad se 
realizará por medios tecnológicos. 
 

Art. 632.— El condenado bajo prisión domiciliaria trabajará bajo el auspicio y la 
supervisión de un registro de condenados en libertad; y continuará sus estudios en el nivel 
que correspondiere. Para los condenados en libertad serán también obligatorios los 
estudios universitarios o terciarios, y los de postgrados o especialización. También 
podrán decidirse estudios de idiomas. 
 

Art. 633.— Mientras dure la condena bajo prisión domiciliaria, el Estado 
garantizará la vigilancia del condenado y la supervisión de sus actividades, vínculos y 
relaciones. 
 

Art. 634.— El juez de la causa establecerá las posibilidades de circulación y 
reunión del condenado fuera de su domicilio de acuerdo a las actividades familiares, 
estudiantiles, laborales y de esparcimiento autorizadas. El magistrado será responsable de 
las actividades que autorice, y de acuerdo a una ley por sancionarse, podrá establecer 
relaciones de padrinazgo con personas que patrocinen al condenado y garanticen su 
buena conducta, y, en fin, asegurará que en todo tiempo el condenado cumpla su pena sin 
desmedro de actividades útiles al crecimiento social, y sin poner en riesgo la seguridad de 
las personas. 
 

Art. 635.— La ley establecerá todas las modalidades de la prisión domiciliaria, 
bajo el principio de que los condenados deben ejercer profesiones u oficios, y estudiar, 
sin abandono de sus deberes familiares, siempre bajo supervisión judicial y el control 
tecnológico de sus movimientos. 



 
 

• Libro vigésimo 
 

INTERES PENAL DEL ESTADO 
 

Título CXIV.— Interés penal del Estado 
 
 

Art. 636.— El odio discriminatorio, por cualquier causa, es siempre un delito. 
 

Art. 637.— El interés del Estado ante todo delito es el resarcimiento de la víctima 
a su plena conformidad, la reconstrucción de vínculos vulnerados, la reparación y la 
redención del victimario. La ley penal estimulará acuerdos entre denunciantes y 
victimarios, acuerdos que los fiscales propulsarán; dichos acuerdos preservará siempre el 
interés de las víctimas y la reanimación social del actor. El acuerdo entre las partes 
extingue el interés del Estado en la persecución penal. 
 
 Art. 638.— En todos los casos la ley y la sentencia penal tendrán por objeto 
conformar a la víctima, rehacer vínculos vulnerados, reparar el daño ocasionado y 
asegurar —respeto del victimario— conductas futuras adecuadas al entendimiento social 
basadas en el principio de redención. Por cuanto el Estado cuenta con  medios 
amplísimos de investigación, inteligencia y recursos humanos, los jueces los utilizarán 
para asegurar el principio pro libertatis. 
 

Art. 639.— Es interés primero del Estado que el actor penado en juicio trabaje, 
estudie y cumpla labores comunitarias bajo vigilancia suficiente por cuanto sólo el 
trabajo, la instrucción y la preocupación por los demás podrán obtener la redención y 
evitar la reincidencia. La educación universitaria será obligatoria para todo penado. El 
encarcelamiento como solución definitiva deberá ser fundado debidamente, explicando 
quien lo dispusiere, con claridad suficiente, los beneficios reales que importan a la 
sociedad el encierro del penado. 
 

Art. 640.— Es interés del Estado prevenir y evitar la comisión de delitos y 
perseguirlos utilizando siempre los medios menos gravosos para la libertad y las garantías 
de las personas, asegurando en todos los casos el principio pro homine. 
 

Art. 641.— En casos de delitos de naturaleza económica, es interés único del 
Estado lograr la restitución de lo burlado con más una indemnización que satisfaga a la 
víctima a su plena conformidad, según se establece en el Título LXXV “Delitos de 



naturaleza económica”. El juez podrá imponer penas accesorias de satisfacción a la 
víctima por el uso de armas o por la violencia eventualmente ejercida. 
 
 

• Título CXV.— Prisión preventiva 
 

Art. 642.— La ley acotará los plazos de acuerdo a la mejor jurisprudencia 
internacional para que la prisión preventiva se imponga a un encausado por un lapso 
máximo de tres meses y una sola vez en el curso del mismo proceso. 
 

Art. 643.— El juez competente debe probar, al resolver la prisión preventiva de 
un acusado, que existe probado riesgo de fuga o peligro real de entorpecimiento de la 
investigación por parte del encausado. 
 

Art. 644.— Antes de considerar la imposición de la prisión preventiva por 
probado riesgo de fuga, el juez examinará otras opciones que incluyan el control de los 
movimientos del acusado a través de medios magnéticos con el objeto de impedir su fuga 
sin privarlo de la libertad. 
 

Art. 645.— Al probar el peligro real de entorpecimiento en la investigación por 
parte del acusado, el juez tomará las medidas necesarias para hacer cesar tal peligro 
cuanto antes, resguardado la integridad de la investigación; hecho lo cual cesará la prisión 
preventiva si se la hubiere dictado. 
 
 

• Título CXVI.— Juzgados de excarcelación 
 

Art. 646.— La ley preverá que un juez de excarcelación determine las 
circunstancias de los condenados a prisión preventiva y su procedencia; y establecerá un 
amplio sistema de fianzas y garantías materiales —con bienes propios y de terceros— 
que aseguren la comparecencia en juicio sin privación de la libertad. 
 

Art. 647.— El juez de excarcelación sólo aplicará las garantías penales 
contenidas en convenciones internacionales, las previsiones de la ley que al respecto se 
sancionare, y el presente Código. 
 
 

• Título CXVII.— Mediación penal 
 



Art. 648.— Se implementarán sistemas adecuados de mediación penal para el 
resarcimiento de la víctima por parte del acusado, con negociaciones flexibles entre las 
partes estimuladas por la autoridad fiscal, tras cuya resolución el Estado perderá interés 
en la causa. 
 

Art. 649.— La mediación penal obligará al  Estado a renunciar a su interés en 
todos los casos de negociación exitosa; o si la víctima desistiere de la mediación y 
manifestare su desinterés en la persecución penal. La ley establecerá las excepciones a 
tenor de la peligrosidad real del acusado, la cual deberá ser probada en juicio. 
 

Art. 650.— Si la mediación penal fracasara, la misma podrá reabrirse a solicitud 
de cualesquiera de las partes, de la autoridad fiscal o del juez competente. En los casos en 
que la mediación pareciera la solución adecuada según criterio del juez o de la autoridad 
fiscal, se reunirá a las partes cada tres meses con el objeto de intentar una nueva 
negociación. 
 
 

• Título CXVIII.— Delitos de naturaleza económica 
 
Art. 651.— Las penas por delitos económicos serán económicas y por ningún 

caso importarán privación de la libertad. La ley establecerá las excepciones razonables. 
 

Art. 652.— La persecución de delitos económicos contra la administración 
pública buscará recuperar lo materialmente burlado con más una indemnización 
ejemplificadora. Las inhibiciones accesorias serán establecidas por la ley. 
 

Art. 653.— Si el delito de naturaleza económica fuere cometido o intentado por 
una persona con abundancia de recursos económicos o de otra naturaleza, se le impondrá 
una multa igual al triple del monto que hubiere intentando burlar además de la restitución 
de lo burlado. 
 

• Libro vigésimo primero 
 

PUEBLOS ORIGINARIOS 
 

Título CXIX.— Identidad 
 

Art. 654.— Los pueblos y los individuos indígenas son libres e iguales a todos los 
demás pueblos y personas ante la ley. 
 



Art. 655.— Los pueblos originarios tienen derecho a la libre determinación. En 
virtud de ese derecho determinarán libremente su condición política y perseguirán 
libremente su desarrollo económico, social y cultural. 
 

Art. 656.— Los pueblos originarios, en ejercicio de su derecho a la libre 
determinación, tienen derecho a la autonomía o al autogobierno en las cuestiones 
relacionadas con sus asuntos internos y locales, así como a disponer de medios para 
financiar sus funciones autónomas. 
 
 

• Título CXX.— Instituciones y diversidad cultural 
 

Art. 657.— Los pueblos originarios tienen derecho a conservar, reforzar y 
desarrollar sus propias instituciones políticas, jurídicas, 
económicas, sociales y culturales, manteniendo a la vez su derecho a participar 
plenamente, si lo desean, en la vida política, económica, social y cultural de la nación. 
 
 Art. 658.— 
 
1. Los pueblos no serán sometidos a una asimilación forzada ni a la destrucción de 
su cultura. 
 
2. Queda prohibido: 
 

a) Todo acto que tenga por objeto o consecuencia privarlos de su integridad 
como pueblos distintos o de sus valores culturales o su identidad étnica; 
 

b) Todo acto que tenga por objeto o consecuencia desposeerlos de sus tierras, 
territorios o recursos; 
 

c) Toda forma de traslado forzado de población que tenga por objeto o 
consecuencia la violación o el menoscabo de cualquiera de sus derechos; 
 

d) Toda forma de asimilación o integración forzada; 
 

e) Toda forma de propaganda que tenga como fin promover o incitar a la 
discriminación racial o étnica dirigida contra ellos. 
 

Art. 659.— Los pueblos originarios tienen derecho a practicar y revitalizar sus 
tradiciones y costumbres culturales. Ello incluye el derecho a mantener, proteger y 



desarrollar las manifestaciones pasadas, presentes y futuras de sus culturas, como lugares 
arqueológicos e históricos, objetos, diseños, ceremonias, tecnologías, artes visuales e 
interpretativas y literaturas. 
 

Art. 660.— Para que los pueblos originarios puedan entender y hacerse entender 
en las actuaciones políticas, jurídicas y administrativas, se proporcionará, cuando sea 
necesario, servicios de interpretación u otros medios adecuados. 
 
 Art. 661.— 
 
1. Los pueblos originarios tienen derecho a establecer y controlar sus sistemas e 
instituciones docentes que impartan educación en sus propios idiomas, en consonancia 
con sus métodos culturales de enseñanza y aprendizaje. 
 
2. Los indígenas, en particular los niños, tienen derecho a todos los niveles y formas 
de educación nacional sin discriminación. 
 
3. Las personas indígenas, en particular los niños, incluidos los que viven fuera de 
sus comunidades, tendrán acceso, cuando sea posible y, garantizando que sea en el mayor 
de los casos, a la educación en su propia cultura y en su propio idioma. 
 

Art. 662.— Los pueblos originarios participarán en la adopción de decisiones de 
cuestiones que afecten a sus derechos, por conducto de representantes elegidos por ellos 
de conformidad con sus propios procedimientos. 
 

Art. 663.— Los pueblos originarios tienen derecho a disfrutar de forma segura de 
sus propios medios de subsistencia y desarrollo, y a dedicarse libremente a todas sus 
actividades económicas tradicionales y de otro tipo. 
 

Art. 664.— Los pueblos originarios tienen derecho a participar activamente en la 
elaboración y determinación de los programas de salud, vivienda y demás programas 
económicos y sociales que les conciernan y, en lo posible, a administrar esos programas 
mediante sus propias instituciones. 
 
 Art. 665.— 
 
1. Los pueblos originarios tienen derecho a sus propias medicinas tradicionales y a 
mantener sus prácticas de salud, incluida la conservación de sus plantas medicinales, 
animales y minerales de interés vital. Las personas indígenas también tienen derecho de 
acceso, sin discriminación alguna, a todos los servicios sociales y de salud. 



 
2. Las personas indígenas disfrutarán del nivel más alto posible de salud física y 
mental. Se tomarán las medidas que sean necesarias para lograr progresivamente que este 
derecho se haga plenamente efectivo. 
 

Art. 666.— Se celebrarán consultas eficaces con los pueblos originarios 
interesados, por los procedimientos apropiados y en particular por medio de sus 
organizaciones representativas, antes de utilizar sus tierras o territorios para actividades 
distintas a las usuales. 
 

Art. 667.— Los pueblos originarios determinarán y elaborarán las prioridades y 
estrategias para el desarrollo o la utilización de sus tierras o territorios y otros recursos. 
 

Art. 668.— Los pueblos originarios determinarán su propia identidad o 
pertenencia conforme a sus costumbres y tradiciones. Ello no menoscabará el derecho de 
las personas indígenas a obtener la ciudadanía  nacional. 
 

Art. 669.— Los pueblos originarios tienen derecho a determinar las 
responsabilidades de los individuos para con sus comunidades. 
 

Art. 670.— Nada de lo contenido en el presente Código se interpretará en el 
sentido de que menoscabe o suprime los derechos de los pueblos originarios que figuren 
en tratados, acuerdos y otros arreglos constructivos vigentes. 
 

Art. 671.— Se adoptarán las medidas apropiadas, incluidas medidas legislativas, 
para alcanzar los fines del presente Código en consulta y cooperación con los pueblos 
originarios. 
 

Art. 672.— Los pueblos originarios tienen derecho a procedimientos equitativos 
y justos para el arreglo de conflictos y controversias con el Estado u otras partes, y a una 
pronta decisión sobre esas controversias. En esas decisiones se tendrán debidamente en 
consideración las costumbres, las tradiciones, las normas y los sistemas jurídicos de los 
pueblos originarios interesados y las normas internacionales de derechos humanos 
vigentes. 
 
 

• Libro vigésimo segundo 
 

LA PAZ 
 



Título CXXI.— El odio y la guerra 
 
 

Art. 673.— Está prohibida toda propaganda en favor de la guerra. 
  

Art. 674.— Está prohibido toda apología del odio nacional, racial o religioso que 
constituya incitación a la discriminación, la hostilidad o la violencia. 
 

Art. 675.— Está prohibida toda propaganda a favor del antisemitismo, el 
nazismo, el fascismo, el totalitarismo, el militarismo, el anticlericalismo, la homofobia, el 
fundamentalismo en cualesquiera de sus formas, y, en fin, a favor de cualquier forma del 
odio discriminatorio; la política criminal penalizará estas conductas y el Estado 
fomentará el respeto a la diversidad y el amor al prójimo. 
 

Art. 676.— Todo partido político o institución pública o privada que defienda la 
guerra o alguna de las formas del odio descriptas, perderá su personería jurídica, y serán 
sus miembros penalmente perseguidos. 
 

 
• Título CXXII.— El Estado como garante de la paz 

 
Art. 677.— Se proclama solemnemente que el pueblo goza del sagrado derecho a 

la paz. 
 

Art. 678.— El Estado protege el derecho de su pueblo a la paz y fomentará su 
realización como una obligación  fundamental. 
 

Art. 679.— Para asegurar el ejercicio del derecho a la paz, la política del Estado 
estará orientada hacia la eliminación de la amenaza de toda guerra, a la renuncia del uso 
de la fuerza en las relaciones internacionales y al arreglo de las controversias 
internacionales por medios pacíficos de conformidad con la Carta de las Naciones 
Unidas. 
 

Art. 680.— Ante cualquier conflicto bélico en el mundo, el Estado realizará un 
llamamiento amigable a las partes en disputa para que depongan las armas y dialoguen en 
paz; asimismo, solicitará a las organizaciones internacionales pertinentes que contribuyan 
por todos los medios a su alcance para asegurar el derecho de los pueblos a la paz 
mediante la adopción de medidas eficaces de mediación, diálogo, arbitraje y ejercicio de 
la buena fe. 
 



Art. 681.— El Estado se ofrecerá en todo tiempo y lugar como garante de la paz 
entre naciones en disputa. 
 

Art. 682.— El Estado renuncia irrevocablemente a obligar a su pueblo a 
participar de conflictos armados. 
 
 

• Libro vigésimo tercero 
 

LA RELIGION, LA CULTURA Y EL DESARROLLO 
 

Título CXXIII.— Derechos religiosos y  culturales 
 
 

Art. 683.— Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida 
religiosa y cultural de la comunidad, a gozar de las  artes 
y a participar del progreso moral y científico y de los beneficios que de él resultaren. 
 

Art. 684.— Toda persona tiene derecho a la protección de los intereses morales y 
materiales que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o 
artísticas de que sea autora. 
 

Art. 685.— Toda persona tiene derecho a: 
 
1. Participar en la vida religiosa de su comunidad de acuerdo con su fe; 
 
2. Tomar parte en la vida moral y cultural; 
 
3. Gozar de los beneficios del progreso ético y científico y de sus aplicaciones; 
 
4. Beneficiarse con la protección de los intereses morales y materiales dispuesta en 
el artículo presente. 
 

Art. 686.— Para el reaseguro del ejercicio pleno y efectivo de dichos derechos se 
establecerán políticas tendientes a la conservación, el desarrollo y la difusión de la 
ciencia, la religión y la cultura, como también a la libertad inherente a la profesión de la 
fe, la investigación científica y la creación cultural. 
 
 

• Título CXXIV.— Derecho al desarrollo 



 
Art. 687.— El derecho al desarrollo es un derecho humano inalienable en virtud 

del cual todo ser humano está facultado para participar en el desarrollo económico, 
social, cultural, ético, moral y político. El Estado se obliga a tomar todas las medidas 
necesarias para que todas las personas puedan realizar plenamente la totalidad de sus 
derechos humanos y libertades fundamentales que se describen a continuación, y las 
implícitas, contribuyendo a ese desarrollo y disfrutando del él. Los derechos que se 
mencionan en este Título no excluyen otros que pudieren hacer al mejor desarrollo de las 
personas, y que serán debidamente reglamentados por el Estado. 
 
 Art. 688.— 
 
1. La persona humana es el sujeto central del desarrollo y es el participante activo y 
el beneficiario del mismo. 
 
2. Todos los seres humanos tienen, individual y colectivamente, la responsabilidad 
del desarrollo, teniendo en cuenta la necesidad del pleno respeto de sus derechos 
humanos y libertades fundamentales, así como sus deberes para con la comunidad, único 
ámbito en que se puede asegurar la libre y plena realización del ser humano, y, por 
consiguiente, promoverán y protegerán un orden político, social y económico apropiado 
para el desarrollo. 
 
3. El Estado formulará políticas de desarrollo nacional adecuadas con el fin de 
mejorar constantemente el bienestar de la población entera y de todos los individuos 
sobre la base de su participación activa, libre y significativa en el desarrollo y en la 
equitativa distribución de los beneficios resultantes de éste. 
 

Art. 689.— El Estado adoptará medidas individuales y colectivas para formular 
políticas adecuadas de desarrollo a fin de facilitar la plena realización del mismo. 
 

Art. 690.— Se garantizará mediante planes concretos la participación de todos los 
miembros de la sociedad en un trabajo productivo y socialmente útil, y el 
establecimiento, de conformidad con los derechos humanos y las libertades 
fundamentales, así como con los principios de justicia y de función social de la 
propiedad. 
 

Art. 691.— A tenor del artículo precedente y en virtud del tercer sector de la 
economía, que establece modos de la propiedad ajenos a la explotación, el Estado 
garantizará formas de propiedad colectiva, cooperativa, formas de gestión conjunta y de 
coparticipación en la distribución de la riqueza. 



 
Art. 692.— La rápida elevación del ingreso y la riqueza nacional y su equitativa 

distribución entre todos los miembros de la sociedad constituyen la base de todo progreso 
social y figurarán, por tanto, en el primer plano de las preocupaciones del Estado en todo 
tiempo. 
 

Art. 693.— La pobreza y el desarrollo desigual son contradictorios con el Estado 
de derecho, por lo cual el Estado garantiza su erradicación inmediata a partir de la 
aplicación de planes específicos. 
 

Art. 694.— Conjuntamente con la eliminación urgente y prevista de la pobreza, 
se preverá la elevación continua de los niveles de vida y la distribución justa y equitativa 
del ingreso. 
 

Art. 695.— El Estado tiene en todo tiempo el papel primordial y la 
responsabilidad final de asegurar el progreso social y el bienestar de la población, de 
acuerdo al siguiente programa: 
 
1. Planificar medidas de desarrollo social como parte de los planes generales de 
desarrollo; 
 
2. Estimular, coordinar e integrar todos los esfuerzos nacionales hacia ese fin; 
 
3. Eliminar el desarrollo desigual a través de políticas de empleo planificadas y 
coordinadas; 
 
4. Introducir los cambios necesarios en la estructura social. 
 

Art. 696.— En la planificación de las medidas de desarrollo social se tendrá 
debidamente en cuenta la diversidad de las necesidades de las zonas de desarrollo y las 
zonas desarrolladas, así como de las zonas urbanas y las zonas rurales. 
 
 Art. 697.— 
 
1. Todos los derechos humanos y las libertades fundamentales son indivisibles e 
interdependientes; debe darse igual atención y urgente consideración a la aplicación, 
promoción y protección de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y 
culturales. 
 



2. Se adoptarán medidas para eliminar los obstáculos al desarrollo resultantes de la 
inobservancia de los derechos civiles y políticos, así como de los derechos económicos, 
sociales y culturales. 
 
 Art. 698.— 
 
1. Se realizarán todas las medidas necesarias para la realización del derecho al 
desarrollo y se garantizará, entre otras cosas, la igualdad de oportunidades para todos en 
cuanto al acceso a los recursos básicos, la educación, los servicios de salud, los 
alimentos, la vivienda, el empleo y la justa distribución de los ingresos. 
 
2. Se adoptarán medidas eficaces para lograr que la mujer participe activamente en 
el proceso de desarrollo. 
 
3. Se realizarán reformas económicas y sociales adecuadas con objeto de erradicar 
todas las injusticias sociales. 
 
4. Se alentará la participación popular en todas las audiencias públicas del Congreso 
Nacional y se extenderán las mismas a la mayor cantidad de temas posibles con el objeto 
de la plena realización de los derechos humanos garantizados por el presente Código. 
 

Art. 699.— Todos los aspectos del derecho al desarrollo enuncia- dos en el 
presente Código son indivisibles e interdependientes y cada uno debe ser interpretado en 
el contexto del conjunto de ellos. 
 

Art. 700.— Este Código es de naturaleza dinámica. Siendo el desarrollo 
imprevisible, todo avance jurídico, científico, tecnológico, epistemológico, ético, moral, o 
del carácter que fuere, será interpretado de tal modo que beneficie los derechos 
fundamentales y las libertades que este Código garantiza. En el sentido descripto, el 
presente texto normativo es abierto, armónico, plural y resulta conducido por el 
desarrollo hacia la justicia en la medida en que todo cambio tácito conduzca a un mejor 
derecho. 
 

Art. 701.— Se adoptarán medidas para asegurar el pleno ejercicio y la 
consolidación progresiva del derecho al desarrollo, inclusive la formulación, adopción y 
aplicación de medidas políticas, legislativas y de otra índole. 
 

• Título CXXV.— Derecho al progreso 
 



Art. 702.— Todas las personas tienen derecho al progreso individual y colectivo. 
El Estado se obliga a reglamentar y hacer efectivos los derechos que se mencionan en 
este Título, sin desmedro de los implícitos y mejores derechos que surgieren en el futuro. 
 

Art. 703.— Con el objeto de garantizar el derecho al progreso, el Estado ejecutará 
y estimulará políticas a lograr: 
 
1. Una opinión pública ilustrada; 
 
2. Conciencia de los cambios que se producen en la sociedad en general; 
 
3. La participación activa de todos los elementos de la sociedad, individualmente o 
por medio de asociaciones, en la definición y la realización de los objetivos comunes del 
desarrollo dentro del pleno respeto por las libertades fundamentales consagradas por la 
Declaración Universal de Derechos Humanos; 
 

Art. 704.— Los sectores marginados de la población gozarán de iguales 
oportunidades para su avance social y económico a fin de lograr una sociedad 
efectivamente integrada. 
 

Art. 705.— El Estado asume la responsabilidad final de asegurar el progreso 
social y el bienestar de su población, de planificar medidas de desarrollo social como 
parte de los planes generales de desarrollo, de estimular, coordinar o integrar todos los 
esfuerzos nacionales hacia ese fin, e introducir los cambios necesarios en la estructura 
social. En la planificación de las medidas de desarrollo social debe tenerse debidamente 
en cuenta la diversidad de las necesidades de las zonas de desarrollo y las zonas 
desarrolladas, así como de las zonas urbanas y las zonas rurales. 
 

Art. 706.— El progreso social es de interés primario para Estado, que mediante 
una acción concertada, coadyuvará a los esfuerzos emprendidos por personas físicas o 
jurídicas para elevar los niveles de vida de la población. 
 

Art. 707.— Para el progreso social y el crecimiento económico el Estado se 
obliga a la exploración, conservación, utilización y explotación, con fines exclusivamente 
pacíficos y en interés de toda la humanidad, de zonas tales como el espacio ultraterrestre 
y los fondos marinos y oceánicos y de su subsuelo más allá de los límites de sus 
jurisdicciones nacionales, de conformidad con los propósitos y principios de la Carta de 
las Naciones Unidas. 
 



Art. 708.— El Estado preverá que el progreso y el desarrollo social logren una 
continua elevación del nivel de vida tanto material como espiritual de todas las personas. 
Serán sus principales objetivos: 
 
1. La garantía del derecho al trabajo en todas las categorías y niveles; 
 
2. El derecho de todos a establecer sindicatos y asociaciones de trabajadores, y a 
negociar en forma colectiva; 
 
3. El fomento del pleno empleo productivo; 
 
4. La eliminación del desempleo y el subempleo; 
 
5. El establecimiento de condiciones de trabajo justas y favorables para todos, 
inclusive el mejoramiento de la salud y de las condiciones de seguridad en el trabajo; 
 
6. La garantía de una remuneración justa y digna establecida sin discriminación 
alguna; 
 
7. El establecimiento de un salario mínimo vital suficiente y móvil para asegurar 
condiciones de vida decorosas; 
 
8. La protección del consumidor; 
 
9. La eliminación del hambre y la malnutrición, y la garantía del derecho a una 
nutrición adecuada; 
 
10. La lucha contra el desarrollo desigual; 
 
11. La eliminación de la pobreza; 
 
12. La elevación continua de los niveles de vida y la distribución justa y equitativa del 
ingreso; 

 
13. El logro de los más altos niveles de salud y la prestación de servicios gratuitos de 
protección sanitaria para toda la población; 
 
14. La eliminación del analfabetismo y la garantía del derecho al acceso universal a la 
cultura, y a la enseñanza obligatoria gratuita en todos los niveles; 
 



15. La elevación del nivel general de la educación a lo largo de la vida; 
 
16. La provisión a todas las personas, y en particular a las personas de ingresos bajos 
y a las familias numerosas, de viviendas y servicios comunales satisfactorios. 
 

Art. 709.— El progreso y el desarrollo social deben encaminarse al logro de los 
objetivos principales siguientes, a los cuales el Estado se obliga: 
 
1. La provisión de sistemas amplios de seguridad social y los servicios de asistencia 
social y el establecimiento y la mejora de sistemas de servicios y seguros sociales para 
todas aquellas personas que por enfermedad, invalidez o vejez no puedan ganarse la vida, 
temporal o permanentemente, teniendo en cuenta la necesidad de garantizar el debido 
nivel de vida a estas personas, a sus familias y a quienes estén a su cargo; 
 
2. La protección de los derechos de madres y niños; 
 
3. El mejoramiento de la educación y la salud de los niños; 
 
4. La aplicación de medidas destinadas a proteger la salud y el bienestar de las 
mujeres, especialmente de las mujeres embarazadas que trabajan y madres de niños de 
corta edad, así como de las madres cuyos salarios constituyen la única fuente de ingresos 
para atender a las necesidades de la familia; 
 
5. La concesión a la mujer de permisos y de subsidios por embarazo y maternidad, 
con derecho a conservar el trabajo y el salario; 
 
6. La protección de los derechos y la garantía del bienestar de los niños, ancianos e 
impedidos; 
 
7. La protección de las personas física o mentalmente desfavorecidas; 
 
8. La educación de los jóvenes en los ideales de justicia y paz, el respeto mutuo y la 
comprensión entre los pueblos, y el fomento de esos ideales entre ellos; 
 
9. La promoción de la plena participación de la juventud en el proceso del desarrollo 
global; 
 
10. La adopción de medidas de defensa social y la eliminación de condiciones que 
conducen al crimen y a la delincuencia, en particular a la delincuencia juvenil; 
 



11. La garantía de que a todos los individuos, sin discriminación de ninguna clase, se 
les den a conocer sus derechos y obligaciones y reciban la ayuda necesaria en el ejercicio 
y protección de sus derechos; 
 
12 La creación de las condiciones necesarias para un desarrollo social y económico 
acelerado y continuo; 
 
13. La modificación de las relaciones económicas y la aplicación de métodos nuevos 
y perfeccionados de colaboración en que la igualdad de oportunidades sea prerrogativa de 
los individuos; 
 
14. La eliminación de todas las formas de discriminación y de explotación y de todas 
las demás prácticas e ideologías contrarias a los propósitos y principios de la Carta de las 
Naciones Unidas; 
 
15. La eliminación de todas las formas de explotación económica extranjera, incluida, 
en particular, la practicada por los monopolios internacionales, a fin de permitir el goce 
pleno de los beneficios de los recursos nacionales; 
 
16. La participación equitativa del pueblo en los avances científicos y tecnológicos, y 
el aumento continuo en la utilización de la ciencia y la tecnología en beneficio del 
desarrollo social de la sociedad; 
 
17. El establecimiento de un equilibrio armonioso entre el progreso científico, 
tecnológico y material y el adelanto intelectual, espiritual, cultural, religioso y moral de la 
sociedad; 
 
18. La protección y el mejoramiento del medio y el ambiente humano. 
 

Art. 710.— En virtud de que el logro de los objetivos del progreso exige una 
amplia movilización de recursos, el Estado proveerá las políticas siguientes: 
 
1. La planificación del progreso y desarrollo en lo social, como parte integrante de la 
planificación del desarrollo nacional equilibrado; 
 
2. La ejecución de políticas y programas sociales, y la promoción de un desarrollo 
regional planificado, tomando en cuenta las diferentes condiciones y necesidades 
regionales, en particular el desarrollo de las regiones desfavorecidas o atrasadas; 
 



3. La promoción de la investigación social pura y aplicada, y particularmente la 
investigación comparada, para la planificación y ejecución de programas de desarrollo 
social; 
 
4. La adopción de medidas apropiadas para obtener la participación efectiva, según 
corresponda, de todos los integrantes de la sociedad en la elaboración y ejecución de 
planes y programas nacionales de desarrollo económico y social; 
 
5. La adopción de medidas para aumentar la participación popular en la vida 
económica, social, cultural y política a través de organismos nacionales gubernamentales 
y no gubernamentales, cooperativas, asociaciones rurales, organizaciones de trabajadores 
y de empleadores y organizaciones femeninas y juveniles, por medios tales como planes 
nacionales y regionales de progreso social y económico y de desarrollo de la comunidad, 
a fin de lograr la plena integración de la sociedad nacional, el aceleramiento del proceso 
de movilidad social y la consolidación del régimen democrático; 
 
6. La movilización de la opinión pública, tanto en el plano nacional como en el 
internacional, en apoyo de los principios y objetivos del progreso y del desarrollo social; 
 
7. La difusión de información nacional e internacional de carácter social para que la 
población tenga conciencia de los cambios que se producen en la sociedad en general, y 
para educar al consumidor; 
 
8. La movilización máxima de los recursos nacionales y su utilización racional y 
eficiente; el fomento de una inversión productiva mayor y acelerada en los campos social 
y económico y del empleo; 
 
9. La orientación de la sociedad hacia el proceso del desarrollo; 
 
10. El incremento progresivo de los recursos presupuestarios y de otra índole 
necesarios para financiar los aspectos sociales del desarrollo, incluyendo la utilización de 
préstamos y créditos de organismos internacionales; 
 
11. El logro de una distribución equitativa del ingreso nacional, utilizando, entre otras 
cosas, el sistema fiscal y de gastos públicos como instrumento para la distribución y 
redistribución equitativas del ingreso, a fin de promover el progreso social; 
 
12. La adopción de medidas encaminadas a prevenir una salida de capitales que 
redunde en detrimento del desarrollo social; 
 



13. El establecimiento de la renta garantizada según se establece en el  
 
14. La adopción de medidas para acelerar el proceso de industrialización, teniendo 
debidamente en cuenta sus aspectos sociales, en interés de toda la población; 
 
15. El desarrollo de una estructura jurídica e institucional que conduzca a un 
crecimiento ininterrumpido y diversificado del sector industrial; 
 
16. La adopción de medidas para superar los efectos sociales adversos que pueden 
derivarse del desarrollo urbano y de la industrialización, incluyendo la automatización; 
 
17. El mantenimiento de un equilibrio adecuado entre el desarrollo rural y el urbano 
y, más especialmente, las medidas para sanear las condiciones de vida de las personas, 
particularmente en los grandes centros industriales; 
 
18. La planificación integrada para hacer frente a los problemas que plantean la 
urbanización y el desarrollo urbano; 
 
19. La elaboración de planes amplios de fomento rural para elevar los niveles de vida 
de las poblaciones campesinas y facilitar las relaciones urbano-rurales; 
 
20. Una distribución de la población que promuevan el desarrollo nacional 
equilibrado y el progreso social; 
 
21. Medidas para establecer una fiscalización apropiada de la utilización de la tierra 
en interés de la sociedad. 
 

Art. 711.— En particular, el Estado asegurará el goce real del progreso con las 
políticas que siguen: 
 
1. La adopción de medidas pertinentes, legislativas, administrativas o de otra índole, 
que garanticen a todos no sólo los derechos políticos y civiles, sino también la plena 
realización de los derechos económicos, sociales y culturales sin discriminación alguna; 
 
2. La promoción de reformas sociales e institucionales de bases democráticas y la 
motivación de un cambio, fundamental para la eliminación de todas las formas de 
discriminación y explotación y que dé por resultado tasas elevadas de desarrollo 
económico y social, incluso una reforma agraria en la que se hará que la propiedad y uso 
de la tierra sirvan mejor a los objetivos de la justicia social y del desarrollo económico; 
 



3. La adopción de medidas para fomentar y diversificar la producción agrícola, 
especialmente mediante la aplicación de reformas agrarias democráticas, para asegurar el 
suministro adecuado y equilibrado de alimentos, la distribución equitativa de los mismos 
a toda la población y la elevación de los niveles de nutrición; 
 
4. La adopción de medidas a fin de establecer, con la participación del Estado, 
programas de construcción de viviendas de bajo costo, tanto en las zonas rurales como en 
las urbanas; 
 
5. El desarrollo y expansión del sistema de transportes y comunicaciones; 
 
6. La adopción de medidas para proporcionar gratuitamente servicios sanitarios a 
toda la población y asegurar instalaciones y servicios preventivos y curativos adecuados y 
servicios médicos de bienestar social accesibles a todos; 

 
7. El establecimiento y la promulgación de medidas legislativas y reglamentarias 
encaminadas a poner en práctica un amplio sistema de planes de seguridad social y 
servicios de asistencia social, y a mejorar y coordinar los servicios existentes; 
 
8. La adopción de medidas y la prestación de servicios de bienestar social a los 
trabajadores migrantes y a sus familias, de conformidad con lo dispuesto en el Convenio 
97 de la Organización Internacional del Trabajo y en otros instrumentos internacionales 
relativos a los trabajadores migrantes; 
 
9. La institución de medidas apropiadas para la rehabilitación de las personas mental 
o físicamente impedidas, especialmente los niños y los jóvenes, a fin de permitirles en la 
mayor medida posible, ser miembros útiles de la sociedad —entre estas medidas deben 
figurar la provisión de tratamiento y prótesis y otros aparatos técnicos, los servicios de 
educación, orientación profesional y social, formación y colocación selectiva y la demás 
ayuda necesaria— y la creación de condiciones sociales en las que los impedidos no sean 
objeto de discriminación debida a sus incapacidades. 
 
10. La concesión de plenas libertades democráticas a los sindicatos; libertad de 
asociación para todos los trabajadores, incluido el derecho de negociación colectiva y de 
huelga, y reconocimiento del derecho a formar otras organizaciones de trabajadores; la 
garantía de la participación cada vez mayor de los sindicatos en el desarrollo económico 
y social; la participación efectiva de todos los miembros de los sindicatos en la decisión 
de las cuestiones económicas y sociales que atañen a sus intereses; 
 



11. El mejoramiento de las condiciones de higiene y de seguridad de los trabajadores 
por medio de las disposiciones tecnológicas y legislativas pertinentes y la garantía de 
condiciones materiales para la aplicación de tales medidas, así como la limitación de las 
horas de trabajo; 
 
12. La adopción de medidas adecuadas para el desarrollo de relaciones laborales 
armoniosas. 
 

Art. 712.— En el ámbito del desarrollo pedagógico, el Estado proveerá: 
 
1. La formación de personal y cuadros nacionales, en particular del personal 
administrativo, ejecutivo, profesional y técnico necesario para el desarrollo social y para 
los planes y políticas del desarrollo global; 
 
2. El mejoramiento de la enseñanza general, profesional y técnica y de la formación 
y reeducación profesional, que deberían ser proporcionadas gratuitamente en todos los 
niveles; 
 
3. La elevación del nivel general de la enseñanza; el desarrollo y la expansión de los 
medios de información nacionales y su utilización racional y completa para asegurar la 
educación continuada de toda la población y para fomentar su participación en las 
actividades de desarrollo social; el uso constructivo del tiempo libre, especialmente de los 
niños y adolescentes; 
 
4. La formulación de políticas y medidas nacionales para evitar el éxodo intelectual 
y remediar sus efectos adversos. 
 
5. El establecimiento y coordinación de políticas y medidas destinadas a reforzar las 
funciones esenciales de la familia como unidad básica de la sociedad; 
 
6. La formulación y el establecimiento, según sea necesario, de programas en 
materia de población, dentro del marco de las políticas demográficas nacionales y como 
parte de los servicios médicos de asistencia social, incluidas la educación, la formación 
de personal y la provisión a las familias de los conocimientos y medios necesarios para 
que puedan ejercitar su derecho a determinar libre y responsablemente el número y 
espaciamiento de sus hijos; 
 
7. La creación de servicios de puericultura apropiados en interés de los niños y de 
los padres que trabajan. 
 



Art. 713.— El Estado asegura el crecimiento sostenido de las perspectivas vitales 
del país; entre otras, tomará las medidas siguientes: 
 
1. La fijación como objetivo, de acuerdo a la política de las Naciones Unidas para el 
desarrollo, de tasas de crecimiento económico suficientemente altas para conducir a una 
aceleración apreciable del ritmo de crecimiento; 
 
2. El suministro de un mayor volumen de asistencia en condiciones más favorables; 
la aplicación del objetivo en materia de volumen de ayuda de un mínimo del 1 por ciento 
del producto bruto interno a precios de mercado; la liberalización general de las 
condiciones en que se otorgan préstamos a personas con bajos recursos por medio 
créditos públicos de tipos bajos de interés y largos períodos de gracia para el reembolso 
de los mismos; y la garantía de que su asignación se basará en criterios estrictamente 
socioeconómicos, ajenos a toda consideración de orden político; 
 
3. La provisión de asistencia técnica, financiera y material a personas de bajos 
recursos, así como una mejor coordinación de la asistencia con miras a la realización de 
los objetivos sociales de los planes nacionales de desarrollo; 
 
4. La intensificación de la cooperación internacional con miras a asegurar el 
intercambio internacional de informaciones, conocimientos y experiencias en materia de 
progreso y desarrollo social que redunden en un mejoramiento de las condiciones locales; 
 
5. La más amplia cooperación internacional posible, técnica, científica y cultural, y 
la utilización recíproca de la experiencia obtenida por países con diferentes sistemas 
económicos y sociales y distintos niveles de desarrollo, sobre la base del beneficio 
mutuo; 
 
6. Una mayor utilización de la ciencia y la tecnología para el desarrollo social y 
económico; 
 
7. La adopción de medidas jurídicas y administrativas para la protección y mejora 
del medio humano; 
 
8. La utilización y explotación de los recursos existentes en regiones del medio 
ambiente tales como el espacio  ultraterrestre y los fondos marinos y oceánicos y su 
subsuelo fuera de los límites de la jurisdicción nacional, con objeto de complementar, en 
todo el país, los recursos nacionales disponibles para la consecución del progreso y 
desarrollo en lo económico y lo social. 
 



9. La indemnización por los daños de carácter social o económico ocasionados como 
consecuencia de la agresión al medio ambiente. 
 
10. La realización de un desarme general y completo y el encauzamiento de los recursos 
progresivamente liberados que puedan utilizarse para el progreso económico y social para 
el bienestar de todos; 

 
Art. 714.— El Estado adoptará una política internacional que reclame el desarme 

multilateral, la completa prohibición de los en- sayos con armas nucleares, la prohibición 
del desarrollo, producción y almacenamiento de armas químicas y bacteriológicas y la 
prevención de la contaminación de los océanos y las aguas interiores por residuos de 
cualquier clase. 

 
 
 

 
• Libro vigésimo cuarto 

 
DERECHOS DE NATURALEZA ECONÓMICA Y SOCIAL 

 
Título CXXVI.— Derecho a los medios de subsistencia 

 
Art. 715- El pueblo tiene el derecho de libre determinación. En virtud de este 

derecho establece libremente su condición política y provee asimismo a su desarrollo 
económico, social y cultural. 
 

Art. 716-  Para el logro de sus fines, el pueblo puede disponer libremente de sus 
riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las obligaciones que derivan de las 
acciones del Estado, que protegerá este derecho en todo tiempo y lugar.  
 

Art. 717- En ningún caso podrá privarse a un pueblo de sus propios medios de 
subsistencia. 
 

Título CXXVII– Garantía de efectividad de los Derechos de Naturaleza 
Económica 
 

Art. 718- El Estado adoptará medidas, especialmente económicas y técnicas, 
hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos 
los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la 
plena efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales. 



 
Art. 719- El Estado garantiza el ejercicio de los derechos mencionados en el 

párrafo precedente sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, 
religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social. 

 
Art. 720- El Estado, teniendo debidamente en cuenta los derechos humanos y su 

economía nacional, garantiza los derechos económicos reconocidos en el presente Libro a 
personas que no sean nacionales. 

 
Art. 721- El Estado sólo podrá imponer limitaciones a los derechos económicos, 

sociales y culturales determinadas por ley y únicamente en la medida compatible con la 
naturaleza de esos derechos y con el exclusivo objeto de promover el bienestar general en 
una sociedad democrática. 

 
Art. 722- Todas las  disposiciones del presente Libro serán interpretadas en el 

sentido de una mayor amplitud y quantum de derechos y libertades. 
 
Art. 723- No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos 

humanos fundamentales reconocidos o vigentes en un país en virtud de leyes, 
convenciones, reglamentos o costumbres, a pretexto de que el presente texto no los 
reconoce o los reconoce en menor grado.  
 

Título CXXVIII.— Garantías de Efectividad de los Derechos del Trabajo 
 

Art. 724- El Estado reconoce que el derecho a trabajar comprende el derecho de 
toda persona a tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente 
escogido o aceptado, y tomará medidas adecuadas para garantizar este derecho. 

 
Art. 725- El  Estado realizará la orientación y formación técnico-profesional de 

sus habitantes, la preparación de programas, normas y técnicas encaminadas a conseguir 
un desarrollo económico, social y cultural constante y la ocupación plena y productiva de 
toda la población, en condiciones que garanticen las libertades políticas y económicas 
fundamentales de la persona humana. 

 
Art. 726- El Estado reconoce el derecho de toda persona al goce de condiciones 

de trabajo equitativas y satisfactorias que le aseguren en especial: 
 
1. Una remuneración que proporcione como mínimo a todos los trabajadores: 
 



a) Un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor, sin distinciones de 
ninguna especie; en particular, debe asegurarse a las mujeres condiciones de trabajo no 
inferiores a las de los hombres, con salario igual por trabajo igual; 

 
b) Condiciones de existencia dignas para ellos y para sus familias conforme a las 

disposiciones del presente Pacto; 
 
2. La seguridad y la higiene en el trabajo; 
 
3. Igual oportunidad para todos de ser promovidos, dentro de su trabajo, a la categoría 
superior que les corresponda, sin más consideraciones que los factores de tiempo de 
servicio como experiencia acumulada y capacitación; 
 
4. El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limitación razonable de las horas de trabajo 
y las vacaciones periódicas pagadas, así como la remuneración de los días festivos. 
 

Art. 727- El Estado garantiza: 
 
1. El derecho de toda persona a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, con 
sujeción únicamente a los estatutos de la organización correspondiente, para promover y 
proteger sus intereses económicos y sociales. No podrán imponerse otras restricciones al 
ejercicio de este derecho que las que prescriba la ley y que sean necesarias en una 
sociedad democrática en interés de la seguridad nacional o del orden público, o para la 
protección de los derechos y libertades ajenos; 
 
2. El derecho de los sindicatos a formar federaciones o confederaciones nacionales y el 
de éstas a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas; 
 
3. El derecho de los sindicatos a funcionar sin obstáculos y sin otras limitaciones que las 
que prescriba la ley y que sean necesarias en una sociedad democrática en interés de la 
seguridad nacional o del orden público, o para la protección de los derechos y libertades 
ajenos; 
 
4. El derecho de huelga, ejercido de conformidad con las leyes de cada país. 
 

Art. 728- Nada de lo dispuesto hasta aquí autorizará al Estado -como firmante del 
Convenio de la Organización Internacional del Trabajo de 1948 relativo a la libertad 
sindical y a la protección del derecho de sindicación- a adoptar medidas legislativas que 
menoscaben las garantías previstas en dicho Convenio o a aplicar la ley en forma que 
menoscabe dichas garantías. 



 
Art. 729- El Estado reconoce el derecho de toda persona a la seguridad social, al 

seguro social y a una Renta Universal Garantizada, que será reglamentada. 
 

Título CXXIX.—Garantías de Protección Laboral para Mujeres, Niños y 
Adolescentes 

 
Art. 730- El Estado reconoce que: 

 
1. Se debe conceder a la familia, que es el elemento natural y fundamental de la sociedad, 
la más amplia protección y asistencia posibles, especialmente para su constitución y 
mientras sea responsable del cuidado y la educación de los hijos a su cargo. El 
matrimonio debe contraerse con el libre consentimiento de los futuros cónyuges. 
 
2. Se debe conceder especial protección a las madres durante un período de tiempo 
razonable antes y después del parto. Durante dicho período, a los padres y madres que 
trabajen se les debe conceder licencia con remuneración o con prestaciones adecuadas de 
seguridad social. 
 
3. Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia en favor de todos los 
niños y adolescentes, sin discriminación alguna por razón de filiación o cualquier otra 
condición. Debe protegerse a los niños y adolescentes contra la explotación económica y 
social. Su empleo en trabajos nocivos para su moral y salud, o en los cuales peligre su 
vida o se corra el riesgo de perjudicar su desarrollo normal, será sancionado por la ley. El 
Estado deben establecer también límites de edad por debajo de los cuales quede 
prohibido y sancionado por la ley el empleo a sueldo de mano de obra infantil. 
 

Título CXXX.– Garantía del Derecho a Condiciones Dignas de Existencia 
 

Art. 731- El Estado reconoce el derecho de toda persona a un nivel de vida 
adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a 
una mejora continua de las condiciones de existencia, asimismo tomará medidas 
apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho.  
 

Art. 732- El Estado, reconociendo el derecho fundamental de toda persona a estar 
protegida contra el hambre, adoptará, individualmente y mediante la cooperación 
internacional, las medidas, incluidos los programas concretos, que se necesitan para: 
 
1. Mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de alimentos 
mediante la plena utilización de los conocimientos técnicos y científicos, la divulgación 



de principios sobre nutrición y el perfeccionamiento o la reforma de los regímenes 
agrarios de modo que se logren la explotación y la utilización más eficaces de las 
riquezas naturales; 
 
2. Asegurar una distribución equitativa de los alimentos en relación con las necesidades, 
teniendo en cuenta la importación de productos alimenticios como su exportación. 
 

Título CXXXI.—  Garantía del Derecho a la Salud Física y Mental 
 

Art. 733- El Estado reconoce el derecho de toda persona al disfrute del más alto 
nivel posible de salud física y mental. 
 

Art. 734- Entre las medidas que deberá adoptar el Estado a fin de asegurar la 
plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias para: 
 
1. La reducción de mortalidad en el parto y de la mortalidad infantil, y el sano desarrollo 
de los niños; 
 
2. El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del medio ambiente; 
 
3. La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, 
profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas; 
 
4. La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos 
en caso de enfermedad. 
 

Título CXXXII.— Garantía del Derecho a la Educación Integral 
 

Art. 735- El Estado reconoce el derecho de toda persona a la educación. 
Establece que la educación se orientará hacia el pleno desarrollo de la personalidad 
humana y del sentido de su dignidad, y se fortalecerá el respeto por los derechos humanos 
y las libertades fundamentales.  
 

Art. 736- La educación capacitará a todas las personas para participar 
efectivamente en una sociedad libre, favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad 
entre todas las personas y entre todos los grupos raciales, étnicos o religiosos, y 
promoverá las actividades de la Organización de las Naciones Unidas en pro del 
mantenimiento de la paz. 

 



Art. 737- El Estado establece que, con objeto de lograr el pleno ejercicio de este 
derecho: 
 
1. La enseñanza primaria y media son obligatorias y asequible a todos gratuitamente; 
 
2. La enseñanza técnica, profesional, terciaria y universitaria debe ser generalizada y 
hacerse accesible a todos, por cuantos medios sean apropiados, y en particular en la 
implantación progresiva –y obligatoria- de la enseñanza gratuita; 
 
3. La enseñanza superior es igualmente accesible a todos, sobre la base de la capacidad 
de cada uno, por cuantos medios sean apropiados, y se  implantará la progresiva y 
obligatoria gratuidad de la enseñanza superior; 
 
4. Se estimulará mediante subsidios la educación fundamental para aquellas personas que 
no hayan recibido o terminado el ciclo completo de instrucción primaria o media por 
razones económicas; 
 
5. Se proseguirá activamente el desarrollo del sistema escolar en todos los ciclos de la 
enseñanza, implantando un sistema adecuado de becas, y mejorando continuamente las 
condiciones materiales del cuerpo docente. 
 

Art. 738- El estado se compromete a respetar la libertad de los padres y, en su 
caso, de los tutores legales, de escoger para sus hijos o pupilos escuelas distintas de las 
creadas por las autoridades públicas, siempre que aquéllas satisfagan las normas mínimas 
que el Estado prescriba o apruebe en materia de enseñanza, y de hacer que sus hijos o 
pupilos reciban la educación religiosa o moral que esté de acuerdo con sus propias 
convicciones. 
Nada de lo dispuesto en este artículo se interpretará como una restricción de la libertad de 
los particulares y entidades para establecer y dirigir instituciones de enseñanza, a 
condición de que se respeten los principios enunciados y de que la educación dada en 
esas instituciones se ajuste a las normas mínimas que prescriba el Estado. 
 
Título CXXXIII.—  Garantía del Derecho de Acceso a la Cultura y los Beneficios de 

la Ciencia 
 

Art. 739- El Estado promoverá el derecho de todas las personas a: 
 
1. Participar en la vida cultural; 
 
2. Gozar de los beneficios del progreso científico y de sus aplicaciones; 



 
3. Beneficiarse de la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan 
por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora. 
 

Art. 740- El Estado se obliga a la conservación, el desarrollo y la difusión de la 
ciencia y de la cultura. 

 
Art. 741- El estado se obliga a respetar la indispensable libertad para la 

investigación científica y para la actividad creadora. 
 

Art. 742- El Estado se obliga a la cooperación internacional en cuestiones 
científicas y culturales. 
 

Título CXXXIV.—Preservación del Derecho Mejor 
 

Art. 743- Ninguna disposición del presente Libro deberá interpretarse en 
menoscabo de otras disposiciones que aseguren un derecho mejor para las personas. 
 

Art. 744- Ninguna disposición del presente Libro deberá interpretarse en 
menoscabo del derecho inherente del pueblo a disfrutar y utilizar plena y libremente sus 
riquezas y recursos naturales. 

 
 
 

 
• Libro vigésimo quinto 

 
EL PROGRESO CIENTIFICO 

 
Título CXXXV.— Derechos derivados de las nuevas  tecnologías 

 
 
 a. Equivalencia funcional 
 

Art. 745.— Por el principio de equivalencia funcional las nuevas situaciones 
planteadas por la incorporación de TICs (Tecnologías de la Información y la 
Comunicación) a cuestiones jurídicas tendrán las mismas soluciones que la que se les 
daba cuando se resolvían en formato papel. 
 
 b. Neutralidad tecnológica 



 
Art. 746.— La neutralidad tecnológica resulta una condición de cualquier 

regulación en materia de cuestiones derivadas a las nuevas tecnologías que implicará que 
cualquier norma no se formule pensando en una tecnología particular, sino de manera 
genérica. 
 
 c. Derecho al olvido 
 

Art. 747.— Toda persona tiene derecho a que los datos, imágenes o información 
personal que se encuentre en Internet sean eliminados de manera permanente, así 
hubieren sido proporcionados por él mismo o por terceros. 
 
 d. Derecho de acceso a Internet 
 

Art. 748.— Internet es un servicio público regulado por el Estado que 
gradualmente proveerá a toda la población de un acceso gratuito a dicha red. 
 

Art. 749.— Mientras se desarrolla al acceso global gratuito a la red, el Estado 
asegurará que los sectores más vulnerables tengan acceso a la misma. Por tanto, en todo 
tiempo y lugar se capacitará gratuitamente a todas las personas para acceder a la Internet, 
en especial a quienes no tuvieron acceso a dicha tecnología informática desde jóvenes. 
 
 e. Información Pública 
 
 Art. 750.— Toda persona tiene derecho al acceso a la información pública 
conforme a las condiciones y requisitos establecidos. Dicho derecho no podrá ser 
restringido. 
 

• Título CXXXVI.— Utilización del progreso científico en interés de la paz 
 

Art. 751.— Los resultados del progreso científico y tecnológico serán en 
beneficio de la paz y la seguridad internacionales, la libertad y la independencia, así 
como también para lograr el desarrollo económico y social del pueblo y hacer efectivos 
los derechos y libertades humanos de conformidad con el presente Código. 
 

Art. 752.— El progreso científico y tecnológico no limitará ni dificultará el goce 
de los derechos humanos y las libertades fundamentales de la persona consagrados en el 
presente Código. 
 



Art. 753.— Los logros de la ciencia y la tecnología servirán para satisfacer las 
necesidades materiales y espirituales de todos los sectores de la población, y se 
emplearán para divulgar y generalizar los beneficios de la libertad. 
 

Art. 754.— La ciencia jamás violará la integridad e intimidad personales. Estos 
actos representan una aberración inadmisible de los propósitos que deben orientar al 
progreso científico y tecnológico en beneficio de la humanidad. 
 

Art. 755.— La ciencia y la tecnología no violará la intimidad de las personas. 
 
Art. 756.— El desarrollo de la ciencia y la tecnología acelerará la realización de 

los derechos sociales y económicos. 
 

Art. 757.— La ciencia y la tecnología protegerán la vida humana, la persona, su 
integridad física y su integridad intelectual. 
 

Art. 758.— La utilización de los logros de la ciencia y la tecnología, en especial 
de las ciencias médicas y la biotecnología, contribuye a la realización plena de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales. 
 

Art. 759.— Sólo se discriminarán y detendrán los avances científicos que se 
realicen para mejorar las armas para el exterminio, o deteriore el ambiente humano, y la 
tecnología dispuesta para dañar o terminar con la vida, bajo la excusa en que se la 
conciba. 
 

Art. 760.— Ninguno de los artículos precedentes autorizará a magistrado alguno 
a someter a una persona a un tratamiento médico al que se negare. 
 

Art. 761.— Queda prohibido que los logros científicos se utilicen en detrimento 
de los derechos humanos, las libertades fundamentales y la dignidad de la persona 
humana. En especial, quedan prohibidos los experimentos biotecnológicos tendientes a 
“mejorar” la especie bajo el pretexto de lograr un individuo presuntamente mejor a otros 
(Libro Cuarto: Las personas; Título IX: La Vida; artículo 45 de este Código). 
 

• Libro vigésimo sexto 
 

RECURSOS NATURALES 
 

Título CXXXVII.— Protección de los recursos 
 



Art. 762.— El derecho del pueblo a la soberanía permanente sobre las riquezas y 
recursos naturales se ejercerá siempre en interés del desarrollo del ser y el ambiente 
humanos. 
 

Art. 763.— La exploración, el desarrollo y la disposición de tales recursos, así 
como la importación de capital extranjero para efectuarlos, deberán conformarse a las 
reglas y condiciones que el   pueblo libremente considere necesarios o deseables para 
autorizar, limitar o prohibir dichas actividades. 
 

Art. 764.— En los casos en que se otorgue tal autorización, el capital introducido 
y sus incrementos se regirán por ella, por la ley nacional y derecho internacional vigente. 
Las utilidades que se obtengan serán compartidas, en la proporción que se convenga 
libremente en cada caso, entre los inversionistas y el Estado, cuidando de no restringir 
por ningún motivo la soberanía propia sobre las riquezas y recursos naturales. 
 

Art. 765.— La nacionalización o la expropiación deberán fundarse en razones o 
motivos de utilidad pública, de seguridad o de interés nacional, los cuales se reconocen 
como superiores al mero interés particular o privado. 
 

Art. 766.— El desarrollo económico del país, mediante inversión de capitales, 
públicos o privados, el intercambio de bienes y servicios, la asistencia técnica y el 
intercambio de informaciones científicas, siempre respetará el medio ambiente y los 
recursos naturales. 
 

Art. 767.— La violación de los derechos soberanos del pueblo sobre las riquezas 
y recursos naturales es contraria al espíritu y a los principios del presente Código, de la 
Constitución y de la Carta de las Naciones Unidas, y por lo mismo, será penado por la 
ley. 
 

Art. 768.— Los acuerdos sobre inversiones extranjeras libremente celebrados 
deberán cumplirse de buena fe; estos acuerdos serán válidos siempre y cuando respeten 
estricta y escrupulosamente las riquezas y recursos naturales. 
 
 
 

• Libro vigésimo séptimo 
 

DERECHOS DE INCIDENCIA COLECTIVA E INTERESES DE PERTENENCIA 
DIFUSA 

 



Título CXXXVIII.— Procuración de derechos de incidencia colectiva 
 

Art. 769.— Son derechos de incidencia colectiva todos los derechos subjetivos e 
intereses legítimos que correspondan a personas indeterminadas o grupos sociales, que 
afecten sus intereses sociales, económicos o culturales. 
 

Art. 770.— De acuerdo al artículo precedente, resultan derechos de incidencia 
colectiva el medio ambiente sano, la preservación del agua, la flora, la fauna; el equilibrio 
ecológico, las políticas activas para evitar el cambio climático y el calentamiento global, 
la lucha contra la polución y la progresión nuclear, la preservación del paisaje natural y el 
paisaje urbano; la calidad del consumo, la veracidad de la publicidad, la preservación de 
la memoria y el patrimonio históricos, y, en general, todos los derechos sociales, 
económicos y culturales que resulten implícitos al interés colectivo de preservar o lograr 
una vida más sana en un entorno saludable y en desarrollo. 
 

Art. 771.— Los intereses de pertenencia difusa son supraindividuales. No 
obstante, cualesquiera de las personas afectadas puede actuar como sujeto legitimado en 
nombre del conjunto dañado del que se tratare. 
 

Art. 772.— El Estado actuará en forma preventiva y reparadora en beneficio de 
los derechos de incidencia colectiva, en defensa de los intereses de todos los que 
conviven en un medio  determinado y cuya suerte en lo concerniente al enrarecimiento, 
destrucción, degradación, vaciamiento o consumo sin reposición, perjudique al conjunto 
en lo inmediato y en lo por venir respecto de la circunstancia vital y existencial de cada 
uno y, de sobremanera, del de las próximas generaciones. 
 

Art. 773.— El Estado se obliga a la procuración existencial de los derechos de 
incidencia colectiva. 
 

Art. 774.— El desarrollo cultural, económico y social es un derecho de incidencia 
colectiva. No obstante, no podrá actuarse contra el Estado en forma genérica para exigir 
el desarrollo pleno de la vida en todos sus aspectos, sino de manera específica en 
situaciones circunstanciadas. 
 

Art. 775.— Sin desmedro del artículo precedente, el Estado se obliga 
solemnemente a proteger y custodiar, con todos los medios a su alcance, todos los 
intereses de incidencia colectiva. 

 
• Título CXXXIX.— Intereses de las próximas generaciones 

 



Art. 776.— El Estado no podrá alegar falta de medios para proteger los derechos 
de incidencia colectiva en la actualidad, ni  para prever su protección hacia el futuro; 
antes bien, deberá poner en marcha, ante la carencia inmediata de medios, un programa 
para lograr los recursos necesarios para la protección de tales intereses previendo que su 
falta de acción empeorará las circunstancias con el paso del tiempo. 
 

Art. 777.— Si bien nadie puede atribuirse la representación de las próximas 
generaciones, el Estado entenderá, de manera razonable y eficiente, en las pretensiones 
de quienes acudan a cualesquiera de sus poderes y competencias para proteger y 
custodiar la calidad del porvenir de la sociedad en conjunto. 
 

• Título CXL.— Acciones de protección de intereses de 
pertenencia   difusa 

 
Art. 778.— El poder legislativo dictará normas específicas sobre los intereses de 

pertenencia difusa para protegerlos. 
 

Art. 779.— Todos los jueces del país tiene el debe ser sentenciar protegiendo en 
todo tiempo y lugar, los derechos de incidencia colectiva. 
 

Art. 780.— El gobierno tiene el deber de actuar para generar condiciones para el 
desarrollo pleno de las personas y la comunidad, protegiendo en todo tiempo y lugar los 
derechos de incidencia colectiva y estableciendo, respecto de las generaciones por venir, 
las condiciones adecuadas para que los descendientes disfruten de una existencia 
desarrollada en plenitud. 
 

• Título CXLI.— El agua potable 
 

Art. 781.— Todas las personas tienen, en todo tiempo y lugar, el derecho 
imprescriptible de acceder gratuitamente al agua potable. 
 

Art. 782.— En agua potable no será comercializada de ninguna forma, salvo que 
contuviere algún valor agregado. 
 

Art. 783.— Toda persona está legitimada para exigir el acceso gratuito al agua 
potable y el cese de la contaminación que directamente le perjudique. 
 

 
 

• Libro vigésimo octavo 



 
DERECHO  HUMANITARIO 

 
Título CXLII.— Desarrollo del pacifismo y el desarme 

 
Art. 784.— Como parte de la Convención de Ginebra, el Estado nunca enseñará a 

matar. Antes bien, el Estado declara: 
 
1. Su posición ante todo conflicto bélico es en beneficio de la paz y de la 
preservación de los derechos humanos; 
 
2. La declaración de guerra constitucionalmente prevista es interpretada como el 
derecho del Estado a entablar una guerra fría ante un país agresor, decidiendo, como 
máxima agresión, una interrupción circunstancial de relaciones bajo el auspicio y la 
mediación de un organismo internacional o un Estado neutral. En ningún caso el Estado 
estará en favor de la guerra armada, ni reclutará personas para ello ni obligatoria ni 
voluntariamente, y desarrollará medidas específicas para promover la paz en su región y 
en el mundo; 
 
3. Las fuerzas armadas se adecuarán a las condiciones de un país pacifista, 
reconvirtiendo sus objetivos; la legislación integrará las fuerza armadas con las fuerzas de 
seguridad interior y con el único objeto de mantener la paz interior, asegurar los pasos 
fronterizos, supervisar el desarrollo normal de las actividades en tierra, aire y aguas 
jurisdiccionales, cooperar con la justicia y las decisiones de sus magistrados, asegurar la 
tranquilidad en las cárceles, custodiar territorios, edificios, espacios y obras públicos y 
dar cumplimiento a las disposiciones generales de seguridad del Estado; 
 
4. Una legislación especial sobre Derechos Humanitario desarrollará ampliamente 
los principios pacifistas declarados en este artículo. 

 
 

• Libro vigésimo noveno 
 

LA LESA HUMANIDAD 
 

Título CXLIII.— Lesión a la humanidad - jurisdicción 
 

Art. 785.— Los delitos de lesa humanidad son imprescriptibles, inindultables e 
inamnistiables. 
 



Art. 786.— Actos de esa naturaleza, tendientes a la prescripción, el indulto y la 
amnistía de dichos delitos, son insanablemente nulos. 
 

Art. 787.— El Estado considera que los actores de tales delitos pueden ser 
juzgados en cualquier jurisdicción del mundo y, en tal sentido, adoptará una política 
internacional tendiente a desarrollar este principio jurisdiccional universal. 
 

• Título CXLIV.— La desaparición forzada 
 

Art. 788.— Se entiende por “desaparición forzada” el arresto, la detención, el 
secuestro o cualquiera otra forma de privación de libertad que sean obra de agentes del 
Estado o personas o grupos de personas que actúen con la autorización, el apoyo o la 
aquiescencia del Estado, seguida de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o 
del ocultamiento de la suerte o el paradero de la persona desaparecida, sustrayéndola a la 
protección de la ley. 
 

Art. 789.— Nadie será sometido a una desaparición forzada. 
 

Art. 790.— En ningún caso podrán invocarse circunstancias excepcionales tales 
como estado de guerra o amenaza de guerra, inestabilidad política interna o cualquiera 
otra emergencia pública como justificación de la desaparición forzada. 
 

Art. 791.— El Estado investigará las conductas precedentemente definidas que 
sean obra de personas o grupos de personas que actúen sin la autorización, el apoyo o la 
aquiescencia del Estado, y para procesar a los responsables. 
 

Art. 792.— El Estado se asegurará para que la desaparición forzada este 
tipificada como delito en su legislación penal en todo tiempo; las penas serán apropiadas 
a la extrema gravedad del delito. 
 

Art. 793.— La práctica generalizada o sistemática de la desaparición forzada 
constituye un crimen de lesa humanidad tal como está definido en el derecho 
internacional aplicable y entraña las consecuencias previstas por ese derecho. 
 

Art. 794.— El Estado tomará las medidas necesarias para considerar penalmente 
responsable por lo menos: 
 
 
1. A toda persona que cometa, ordene, o induzca a la comisión de una desaparición 
forzada, intente cometerla, sea cómplice o participe en la misma; 



 
2. Al superior que: 
 

a) Haya tenido conocimiento de que los subordinados bajo su autoridad y 
control efectivos estaban cometiendo o se proponían cometer un delito de desaparición 
forzada, o haya conscientemente hecho caso omiso de información que lo indicase 
claramente; 
 

b) Haya ejercido su responsabilidad y control efectivos sobre las actividades 
con las que el delito de desaparición forzada guardaba relación; y 
 

c) No haya adoptado todas las medidas necesarias y razonables a su alcance 
para prevenir o reprimir que se cometiese una desaparición forzada, o para poner los 
hechos en conocimiento de las autoridades competentes a los efectos de su investigación 
y enjuiciamiento; 
 

d) Los incisos precedentes se entienden sin perjuicio de las normas de 
derecho internacional más estrictas en materia de responsabilidad exigibles a un jefe 
militar o al que actúe efectivamente como jefe militar. 
 

Art. 795.— Ninguna orden o instrucción de una autoridad pública, sea ésta civil, 
militar o de otra índole, puede ser invocada para justificar un delito de desaparición 
forzada. 
 

Art. 796.— La legislación podrá establecer: 
 
1. Circunstancias atenuantes, en particular para los que, habiendo sido partícipes en la 
comisión de una desaparición forzada, hubieren contribuido efectivamente a la 
reaparición con vida de la persona desaparecida o hubieren permitido esclarecer casos de 
desaparición forzada o identificar a los responsables de una desaparición forzada; 
 
2. Sin perjuicio de otros procedimientos penales, se impondrán penas gravísimas para 
quienes sean culpables de la desaparición forzada de mujeres embarazadas, menores, 
personas con capacidades diferentes u otras personas particularmente vulnerables. 
 

Art. 797.— El delito de desaparición forzada es imprescriptible, inindultable e 
inamnistiable. 
 

Art. 798.— Si en el territorio nacional se encontrara una persona de la que se 
suponga hubo cometido un delito de desaparición forzada en extraña jurisdicción, y si, 



tras examinar la información de que se dispusiere, la justicia considerara que las 
circunstancias lo justificaren, se procederá a la detención de dicha persona. Tal detención 
y otras medidas se llevarán a cabo de conformidad con las leyes y se mantendrán 
solamente por el período que sea necesario a fin de asegurar su presencia en el marco de 
un procedimiento penal de extradición; si el país donde hubiere cometido el delito no 
aceptara recibirlo para su juzgamiento, prevalecerá la doctrina del delito de lesa 
humanidad y será juzgado y eventualmente penado en el territorio donde se encontrare 
detenido. 
 

Art. 799.— El Estado velará por que toda persona que alegue que alguien ha sido 
sometido a desaparición forzada tenga derecho a denunciar los hechos ante las 
autoridades competentes, quienes examinarán rápida e imparcialmente la denuncia y, en 
su caso, procederán sin demora a realizar una investigación exhaustiva e imparcial. Se 
tomarán medidas adecuadas, en su caso, para asegurar la protección del denunciante, los 
testigos, los allegados de la persona desaparecida y sus defensores, así como de quienes 
participaren en la investigación, contra todo maltrato o intimidación en razón de la 
denuncia presentada o de cualquier declaración efectuada. 
 

Art. 800.— Siempre que haya motivos razonables para creer que una persona ha 
sido sometida a desaparición forzada, las autoridades iniciarán una investigación, aun 
cuando no se haya presentado ninguna denuncia formal. 
 

Art. 801.— El Estado asegurará que las autoridades mencionadas en los artículos 
precedentes: 
 
1. Dispongan de las facultades y recursos necesarios para llevar a cabo eficazmente 
la investigación, inclusive el acceso a la documentación y demás informaciones 
pertinentes para la misma; 
 
2. Tengan acceso, previa autorización judicial si fuera necesario emitida a la mayor 
brevedad posible, a cualquier lugar de detención y cualquier otro lugar donde existan 
motivos razonables para creer que pueda encontrarse la persona desaparecida. 
 

Art. 802.— La legislación sancionará los actos que obstaculicen el desarrollo de 
las investigaciones. En particular, deberá garantizar que las personas de las que se supone 
que han cometido un delito de desaparición forzada no estén en condiciones de influir en 
el curso de las investigaciones, ejerciendo presiones y actos de intimidación o de 
represalia sobre el denunciante, los testigos, los allegados de la persona desaparecida y 
sus defensores, así como sobre quienes participan en la investigación. 
 



Art. 803.— Las informaciones personales, inclusive los datos médicos o 
genéticos, que se recaben o transmitan en el marco de la búsqueda de una persona 
desaparecida no pueden ser utilizadas o reveladas con fines distintos de dicha búsqueda. 
Ello es sin perjuicio de la utilización de esas informaciones en procedimientos penales 
relativos a un delito de desaparición forzada, o en ejercicio del derecho a obtener 
reparación. 
 

Art. 804.— El Estado tomará las medidas necesarias para prevenir y sancionar las 
siguientes prácticas: 
 
1. Las dilaciones o la obstrucción de las investigaciones referidas a la desaparición 
de personas; 
 
2. El incumplimiento de la obligación de registrar toda privación de libertad, así 
como el registro de información cuya inexactitud el agente encargado del registro oficial 
o los expedientes oficiales conocía o hubiera debido conocer; 
 
3. La negativa a proporcionar información sobre una privación de libertad o el 
suministro de información inexacta, cuando se cumplen las condiciones establecidas por 
la ley para proporcionar dicha información. 
 
 

Art. 805.— El Estado preverá la formación del personal encargado de la custodia 
o tratamiento de las personas privadas de libertad, incluyendo personal médico, 
funcionarios y otras personas que puedan intervenir; tal formación incluirá la enseñanza y 
la información necesarias a fin de: 
 
1. Prevenir la participación de esos agentes en desapariciones forzadas; 
 
2. Resaltar la importancia de la prevención y de las investigaciones en materia de 
desapariciones forzadas; 
 
3. Velar por que se reconozca la urgencia de la resolución de los casos de 
desaparición forzada. 
 

• Título CXLV.— Reparación y derecho a la verdad 
 

Art. 806.— Toda persona que haya sido víctima de desaparición forzada, o sus 
familiares si aquella hubiere fallecido, tienen el derecho de conocer la verdad sobre las 



circunstancias de la desaparición, la evolución y resultados de la investigación y la suerte 
de la persona desaparecida. 
 

Art. 807.— Si la víctima de la desaparición forzada hubiere fallecido, el Estado 
tendrá el deber de hallar sus restos y entregarlos a sus familiares. 
 

Art. 808.— El Estado garantiza a la víctima de una desaparición forzada y a sus 
familiares el derecho a la reparación y a una indemnización rápida, justa y adecuada. 
 

Art. 809.— El derecho a la reparación precedentemente mencionado comprende 
todos los daños materiales y morales y, en su caso, otras modalidades de reparación tales 
como: 
 
1. La restitución; 
 
2. La readaptación; 
 
3. La satisfacción; incluido el restablecimiento de la dignidad y la reputación; 
 
4. La garantía de no repetición. 
 

Art. 810.— Sin perjuicio de la obligación de continuar con la investigación hasta 
establecer la suerte de la persona desaparecida, el Estado adoptará las disposiciones 
apropiadas en relación con la situación legal de las personas desaparecidas cuya suerte no 
haya sido esclarecida, y la de sus allegados, en ámbitos tales como la protección social, 
las cuestiones económicas, el derecho de familia y los derechos de propiedad. 
 

Art. 811.— El Estado garantiza el derecho a formar y participar libremente en 
organizaciones y asociaciones que tengan por objeto contribuir a establecer las 
circunstancias de desapariciones forzadas y la suerte corrida por las personas 
desaparecidas, así como la asistencia a las víctimas de desapariciones forzadas y sus 
familiares. 
 

Art. 812.— Nadie será obligado a conocer la verdad. 
 

• Título CXLVI.— Niños desaparecidos 
 

Art. 813.— El Estado tomarán las medidas necesarias para prevenir y sancionar 
penalmente: 
 



1. La apropiación de niños sometidos a desaparición forzada, o de niños cuyo padre, 
madre o representante legal sean sometidos a una desaparición forzada, o de niños 
nacidos durante el cautiverio de su madre sometida a una desaparición forzada; 
 
2. La falsificación, el ocultamiento o la destrucción de documentos que prueben la 
verdadera identidad de los niños mencionados en el inciso precedente. 
 

Art. 814.— El Estado adoptará las medidas necesarias para buscar e identificar a 
los niños mencionados y restituirlos a sus familias de origen conforme a los 
procedimientos legales y a los acuerdos internacionales aplicables. 
 

Art. 815.— Teniendo en cuenta la necesidad de preservar el interés superior de 
los niños y su derecho a preservar y recuperar su identidad, incluidos la nacionalidad, el 
nombre y las relaciones familiares reconocidas por la ley, el Estado adoptará un sistema 
de adopción u otra forma de colocación o guarda de esos niños si carecieren de familiares 
vivos; y, si procediere, a anular toda adopción o colocación o guarda cuyo origen sea una 
desaparición forzada. 
 

Art. 816.— En toda circunstancia el interés superior del niño constituirá una 
consideración primordial y el niño con capacidad de discernimiento tendrá derecho a 
expresar libremente su opinión, que será debidamente valorada en función de su edad y 
madurez. 
 

• Título CXLVII.— La tortura 
 

Art. 817.— A los efectos de este Código, la tortura es una desmesura aplicada al 
cuerpo de una persona para infligir dolor o daño, o para aparentar que ese dolor o daño 
sucederán; también se entiende por tortura la opresión psicológica y el escarnio anímico 
que por cualquier medio se pueda realizar sobre una persona para controlar su conducta. 
 

Art. 818.— El Estado tomará medidas legislativas, administrativas, judiciales o 
de otra índole, eficaces para impedir los actos de tortura en todo el territorio bajo su 
jurisdicción. 
 

Art. 819.— En ningún caso podrán invocarse circunstancias excepcionales tales 
como estado de guerra o amenaza de guerra, inestabilidad política interna o cualquier otra 
emergencia pública como justificación de la tortura. 

 
Art. 820.— No podrá invocarse una orden de un funcionario superior o de una 

autoridad pública o el principio de obediencia debida como justificación de la tortura. 



 
Art. 821.— El Estado no procederá a la expulsión,  devolución o extradición de 

una persona a otro Estado cuando haya razones fundadas para creer que estaría en peligro 
de ser sometida a tortura. A los efectos de determinar si existen esas razones, las 
autoridades tendrán en cuenta todas las consideraciones pertinentes, inclusive, cuando 
proceda, la existencia en el Estado de que se trate de un cuadro persistente de violaciones 
manifiestas, patentes o masivas de los derechos humanos. 
 

Art. 822.— Si en el territorio nacional se encontrare una persona de la que se 
suponga hubiere cometido delito de tortura o lo hubiere ordenado o hubiere sido 
cómplice del mismo en otro país, y si, tras examinar la información de que se dispusiere, 
se considerara que las circunstancias lo justificaren, se procederá a la detención de dicha 
persona o se tomarán otras medidas para asegurar su presencia. La detención y demás 
medidas se llevarán a cabo de conformidad con las leyes y se mantendrán solamente por 
el período que sea necesario a fin de permitir la iniciación de un procedimiento penal o de 
extradición. El Estado procederá inmediatamente a una investigación preliminar de los 
hechos. 
 

Art. 823.— La persona detenida de acuerdo al artículo preceden- te tendrá toda 
clase de facilidades para comunicarse inmediatamente con el representante 
correspondiente del Estado de su nacionalidad que se encuentre más próximo o, si se trata 
de un apátrida, con el representante del Estado en que habitualmente resida. Si el Estado 
de origen o el de residencia se niega a recibirlo, o se advierte que por las condiciones 
políticas de aquél no será juzgado el detenido, será sometido a la jurisdicción judicial 
argentina de acuerdo al principio de delitos de lesa humanidad. 
 

Art. 824.— El Estado preverá una educación y una información completas sobre 
la prohibición de la tortura en la formación profesional del personal encargado de la 
aplicación de la ley, del personal médico, de los funcionarios públicos y otras personas 
que  puedan participar en la custodia, el interrogatorio o el tratamiento de cualquier 
persona sometida a cualquier forma de arresto, detención o prisión. 
 

Art. 825.— El Estado realizará sistemáticamente un examen de las normas e 
instrucciones, métodos y prácticas de interrogatorio, así como las disposiciones para la 
custodia y el tratamiento de las personas sometidas a cualquier forma de arresto, 
detención o prisión, a fin de evitar todo caso de tortura. 
 

Art. 826.— Se tomarán medidas para que toda persona que alegue haber sido 
sometida a tortura tenga derecho a presentar su caso para una resolución pronta e 
imparcial, examinado por autoridades competentes. Se tomarán medidas para asegurar 



que quien denuncia tortura y los testigos estén protegidos contra malos tratos o 
intimidación como consecuencia de la denuncia o del testimonio prestado. 
 

Art. 827.— La legislación garantizará a la víctima de un acto de tortura la 
reparación y el derecho a una indemnización justa y adecuada, incluidos los medios para 
una rehabilitación lo más completa posible. En caso de muerte de la víctima como 
resultado de un acto de tortura, los familiares tendrán derecho a indemnización. 
 

Art. 828.— Ninguna declaración que se demuestre que ha sido hecha como 
resultado de tortura pueda ser invocada como prueba en ningún procedimiento, salvo en 
contra de una persona acusada de tortura como prueba de que se ha formulado la 
declaración. 
 

Art. 829.— En todo tiempo se castigarán actos que constituyan tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes y que no lleguen a ser tortura, cuando esos actos sean 
cometidos por un funcionario público u otra persona que actúe en el ejercicio de 
funciones oficiales, o por instigación o con el consentimiento o la aquiescencia de tal 
funcionario o persona. Estos tratos o penas quedan equiparados a la tortura. 
 

• Título CXLVIII.— El genocidio 
 

Art. 830.— El genocidio, ya sea cometido en tiempo de paz o en tiempo de 
guerra, es un delito de lesa humanidad que será perseguido y castigado como tal. 
 
  Art. 831.— El delito de genocidio es imprescriptible, inamnistiable e 
inindultable. 
 

Art. 832.— Se entiende por genocidio cualquiera de los actos mencionados a 
continuación, perpetrados con la intención de destruir, total o parcialmente, a un grupo 
nacional, étnico, racial o religioso, como tal: 
 
1. Matanza de miembros del grupo 
 
2. Lesión grave a la integridad física o mental de los miembros del grupo; 
 
3. Sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia que hayan de 
acarrear su destrucción física, total o parcial; 
 
4. Medidas destinadas a impedir los nacimientos en el seno del grupo; 
 



5. Traslado por fuerza de niños del grupo a otro grupo. 
 

Art. 833.— Serán castigados los actos siguientes: 
 
1. El genocidio; 
 
2. La asociación para cometer genocidio; 
 
3. La instigación directa y pública a cometer genocidio; 
 
4. La tentativa de genocidio; 
 
5. La complicidad en el genocidio. 
 

Art. 834.— Las personas que hayan cometido genocidio o cualquiera de los otros 
actos enumerados en el artículo precedente, serán castigadas, ya se trate de gobernantes, 
funcionarios o particulares. 
 

Art. 835.— A los efectos de extradición, el genocidio no es un delito político. La 
Argentina se compromete, en tal caso, a conceder la extradición conforme a su 
legislación y a los tratados vigentes. 
 

Art. 836.— Se adoptarán todas las medidas administrativas, legislativas y de otra 
índole para dar efectividad a los derechos reconocidos en el presente Código. En lo que 
respecta a los derechos económicos, sociales y culturales, el Estado adoptará esas 
medidas hasta el  máximo de  los  recursos de  que  dispongan  y, cuando sea necesario, 
dentro del marco de la cooperación internacional. 

 
 

• Libro trigésimo 
 

DELINCUENCIA TRANSNACIONAL ORGANIZADA 
 

 
Art. 837. —  El Estado perseguirá a los “grupos delictivos organizados”, esto es, 

grupos estructurados de tres o más personas que existan durante cierto tiempo y que 
actúen concertadamente con el propósito de cometer uno o más delitos graves o delitos 
tipificados con miras a obtener, directa o indirectamente, un beneficio económico u otro 
beneficio de orden material. Dichas personas serán juzgadas como “delincuentes 
transnacionales organizados”. 



 
 Art. 838. — Se tipificará los delitos transnacionales organizados que suponen la 
trata de personas, su venta o explotación, especialmente cuando se tratare de mujeres y de 
niños; la prostitución internacionalmente organizada; la venta de bebés simulando 
supuesta “adopciones”; el tráfico de narcóticos, psicotrópicos y otras sustancias 
estupefacientes; el blanqueo de dinero; la venta de visados y documentos estatales con 
propósitos de migración u otros; la organización onerosa de migración de personas en 
riesgo; el tráfico de medicinas que requieren controles médicos específicos; la utilización 
de personas vulnerables para traficar sustancias prohibidas o dinero de procedencia 
dudosa; los homicidios o la provocación de daños físicos a terceros por encargo, a 
cambio de sumas de dinero, favores u otros presuntos beneficios para sus ejecutantes; 
todas las acciones universalmente reconocidas como “mafiosas”, esto es, organizadas por 
grupos orgánicos destinados a delinquir. 
 

Art. 839. — El Estado realizará la investigación y el enjuiciamiento de los delitos 
cometidos por delincuentes transnacionales organizados según se ha definido en el 
artículo precedente. El delito será de carácter transnacional si:  
 
1. Se comete en más de un Estado;  
 
2. Se comete dentro de un solo Estado, pero una parte sustancial de su preparación, 
planificación, dirección o control se realiza en otro Estado;  
 
3. Se comete dentro de un solo Estado, pero entraña la participación de un grupo delictivo 
organizado que realiza actividades delictivas en más de un Estado;  

 
o  
 
4. Se comete en un solo Estado, pero tiene efectos sustanciales en otro Estado.  
 

Art. 840.— El Estado cumplirá sus obligaciones referidas en los artículos 
precedentes en consonancia con los principios de igualdad soberana e integridad 
territorial de los Estados, así como de no intervención en los asuntos internos de otros 
Estados.  
 

Art. 841. — El Estado tipificará como delito:  
 
1. Una de las conductas siguientes, o ambas, como delitos distintos de los que entrañen el 
intento o la consumación de la actividad delictiva:  
 



a)El acuerdo con una o más personas de cometer un delito grave con un propósito 
que guarde relación directa o indirecta con la obtención de un beneficio económico u otro 
beneficio de orden material y, cuando así lo prescriba el derecho interno, que entrañe un 
acto perpetrado por uno de los participantes para llevar adelante ese acuerdo o que 
entrañe la participación de un grupo delictivo organizado;  

 
b)La conducta de toda persona que, a sabiendas de la finalidad y actividad 

delictiva general de un grupo delictivo organizado o de su intención de cometer los 
delitos en cuestión, participe activamente en:  
 

i Actividades ilícitas del grupo delictivo organizado; 
 
ii  Otras actividades del grupo delictivo organizado, a 

sabiendas de que su participación contribuirá al logro de la finalidad delictiva 
antes descrita;  

 
2. La organización, dirección, ayuda, incitación, facilitación o asesoramiento en aras de la 
comisión de un delito grave que entrañe la participación de un grupo delictivo 
organizado.  
 

Art. 842.— El Estado tipificará en su derecho interno todos los delitos graves que 
entrañen la participación de grupos delictivos organizados.  
 

Art. 843.—  El Estado adoptará medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente:  
 
1. De acuerdo a los principios generales del derecho nacional:  

 
a) La conversión o la transferencia de bienes, a sabiendas de que esos bienes son 

producto del delito, con el propósito de ocultar o disimular el origen ilícito de los bienes 
o ayudar a cualquier persona involucrada en la comisión del delito determinante a eludir 
las consecuencias jurídicas de sus actos;  
 

b) La ocultación o simulación de la verdadera naturaleza, origen, ubicación, 
disposición, movimiento o propiedad de bienes o del legítimo derecho a éstos, a 
sabiendas de que dichos bienes son producto del delito;  
 
2. Con sujeción a los conceptos básicos del ordenamiento jurídico:  
 



a) La adquisición, posesión o utilización de bienes, a sabiendas, en el momento de 
su recepción, de que son producto del delito;  
 

b) La participación en la comisión de cualesquiera de los delitos tipificados con 
arreglo al presente artículo, así como la asociación y la confabulación para cometerlos, el 
intento de cometerlos, y la ayuda, la incitación, la facilitación y el asesoramiento en aras 
de su comisión.  
 

Art. 844. — El Estado establecerá una lista de delitos determinantes que incluirá, 
como mínimo, una amplia gama de delitos relacionados con grupos delictivos 
organizados; los delitos determinantes incluirán los delitos cometidos tanto dentro como 
fuera de la jurisdicción del Estado. No obstante, los delitos cometidos fuera de la 
jurisdicción del Estado constituirán delito determinante. 
 

Art. 845. — El  Estado: 
 
1. Establecerá un amplio régimen interno de reglamentación y supervisión de los bancos 
y las instituciones financieras no bancarias y, cuando proceda, de otros órganos situados 
dentro de su jurisdicción que sean particularmente susceptibles de utilizarse para el 
blanqueo de dinero a fin de prevenir y detectar todas las formas de blanqueo de dinero, y 
en ese régimen se hará hincapié en los requisitos relativos a la identificación del cliente, 
el establecimiento de registros y la denuncia de las transacciones sospechosas;  
 
2. Garantizará que las autoridades de administración, reglamentación y cumplimiento de 
la ley y demás autoridades encargadas de combatir el blanqueo de dinero (incluidas, 
cuando sea pertinente con arreglo al derecho interno, las autoridades judiciales) sean 
capaces de cooperar e intercambiar información a nivel nacional e internacional de 
conformidad con las condiciones prescritas en el derecho interno y, a tal fin, considerará 
la posibilidad de establecer una dependencia de inteligencia financiera que sirva de centro 
nacional de recopilación, análisis y difusión de información sobre posibles actividades de 
blanqueo de dinero.  
 

Art. 846.— El Estado aplicará medidas viables para detectar y vigilar el 
movimiento transfronterizo de efectivo y de títulos negociables pertinentes, con sujeción 
a salvaguardias que garanticen la debida utilización de la información y sin restringir en 
modo alguno la circulación de capitales lícitos. Esas medidas podrán incluir la exigencia 
de que los particulares y las entidades comerciales notifiquen las transferencias 
transfronterizas de cantidades elevadas de efectivo y de títulos negociables pertinentes.  
 



Art. 847. — El Estado establecerá y promoverá la cooperación a escala mundial, 
regional, subregional y bilateral entre las autoridades judiciales, de cumplimiento de la 
ley y de reglamentación financiera a fin de combatir el blanqueo de dinero.  
 

Art. 848. — El  Estado adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente:  
 
1. La promesa, el ofrecimiento o la concesión a un funcionario público, directa o 
indirectamente, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de 
otra persona o entidad, con el fin de que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar 
en el cumplimiento de sus funciones oficiales;  
 
2. La solicitud o aceptación por un funcionario público, directa o indirectamente, de un 
beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o entidad, 
con el fin de que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en el cumplimiento de 
sus funciones oficiales.  
 

Art. 849.— El Estado adoptará medidas eficaces de carácter legislativo, 
administrativo o de otra índole para promover la integridad y para prevenir, detectar y 
castigar la corrupción de funcionarios públicos.  
 

Art. 850.— El Estado adoptará medidas encaminadas a garantizar la intervención 
eficaz de sus autoridades con miras a prevenir, detectar y castigar la corrupción de 
funcionarios públicos, incluso dotando a dichas autoridades de suficiente independencia 
para disuadir del ejercicio de cualquier influencia indebida en su actuación.  
 

Art. 851.— El  Estado adoptará las medidas que sean necesarias a fin de 
establecer la responsabilidad de personas jurídicas por participación en delitos graves en 
que esté involucrado un grupo delictivo organizado. La responsabilidad de las personas 
jurídicas podrá ser de índole penal, civil o administrativa. Dicha responsabilidad existirá 
sin perjuicio de la responsabilidad penal que incumba a las personas naturales que hayan 
perpetrado los delitos.  

 
 

• Libro trigésimo primero 
 

BIOÉTICA 
 

• Título CXLIX.— Deberes del Estado en torno a la Bioética 
 



Art. 852.— Son deberes insoslayables del Estado: 
 

1. Tener presente en su tarea legislativa, ejecutiva, judicial y administrativa en general, 
las cuestiones éticas relacionadas con la medicina, las ciencias de la vida y las 
tecnologías conexas aplicadas a los seres humanos, teniendo en cuenta sus dimensiones 
sociales, jurídicas y ambientales.  

 
2. Prever que sus políticas en torno a la bioética jurídica consideren las decisiones y 
prácticas de individuos, grupos, comunidades, instituciones y empresas, públicas y 
privadas.  

 
3. Tener presente, al momento de legislar sobre temas vinculados a la bioética, la 
Declaración universal sobre Bioética y Derechos Humanos de la Organización de las 
Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura –UNESCO- sancionada el 19 
de octubre de 2005. 

 
4. Promover el respeto de la dignidad humana en la protección de los derechos humanos, 
velando por el respeto de la vida de los seres humanos y las libertades fundamentales, de 
conformidad con el derecho internacional relativo a los derechos humanos. 

 
5. Reconocer la importancia de la libertad de investigación científica y las repercusiones 
beneficiosas del desarrollo científico y tecnológico, destacando al mismo tiempo la 
necesidad de que esa investigación y los consiguientes adelantos se realicen en el marco 
de los principios éticos enunciados en la mencionada Declaración universal sobre 
Bioética y Derechos Humanos y respeten la dignidad humana, los derechos humanos y 
las libertades fundamentales. 

 
6. Fomentar un diálogo multidisciplinario y pluralista sobre las cuestiones de bioética 
entre todas las partes interesadas y dentro de la sociedad en su conjunto. 

 
7. Promover un acceso equitativo a los adelantos de la medicina, la ciencia y la 
tecnología, así como la más amplia circulación posible y un rápido aprovechamiento 
compartido de los conocimientos relativos a esos adelantos y de sus correspondientes 
beneficios, prestando una especial atención a las necesidades de los países en desarrollo.  

 
8. Salvaguardar y promover los intereses de las generaciones presentes y venideras. 

 
9. Destacar la importancia de la biodiversidad y su conservación como preocupación 
común de la especie humana. 

 



 
• TÍTULO CL – Principios generales y obligatorios de bioética 

 
Art. 853.— En el ámbito de la Bioética, el Estado respetará los principios que se 

enumeran en el articulado que integra el presente Título, desarrollado y perfeccionando 
dichos principios en la reglamentación legislativa de los mismos. 

 
Art. 854.- Dignidad humana y derechos humanos. Se respetará plenamente la 

dignidad humana, los derechos humanos y las libertades fundamentales.  Los intereses y 
el bienestar de las personas tendrán prioridad con respecto al interés exclusivo de la 
ciencia o la sociedad.  

 
Art. 855.- Beneficios y efectos nocivos. Al aplicar y fomentar el conocimiento 

científico, la práctica médica y las tecnologías conexas, el Estado potenciará y hará 
potenciar al máximo los beneficios directos e indirectos para los pacientes, los 
participantes en las actividades de investigación y otras personas concernidas, y se 
reducirá al máximo los posibles efectos nocivos para dichas personas.  

 
Art. 856.- Autonomía y responsabilidad individual. Se respetará la autonomía 

de la persona en lo que se refiere a la facultad de adoptar decisiones, asumiendo la 
responsabilidad de éstas y respetando la autonomía de los demás. Para las personas que 
carecen de la capacidad de ejercer su autonomía, se tomarán medidas especiales para 
proteger sus derechos e intereses.  

 
Art. 857.- Consentimiento: 

 
1. Toda intervención médica preventiva, diagnóstica y terapéutica sólo podrá llevarse a 
cabo previo consentimiento libre e informado de la persona interesada, basado en la 
información adecuada. Cuando proceda, el consentimiento deberá ser expreso y la 
persona interesada podrá revocarlo en todo momento y por cualquier motivo, sin que esto 
entrañe para ella desventaja o perjuicio alguno.  
 
2. La investigación científica sólo se llevará a cabo previo consentimiento libre, expreso e 
informado de la persona interesada. La información debería ser adecuada, facilitarse de 
forma comprensible e incluir las modalidades para la revocación del consentimiento. La 
persona interesada podrá revocar su consentimiento en todo momento y por cualquier 
motivo, sin que esto entrañe para ella desventaja o perjuicio alguno. Las excepciones a 
este principio deberían hacerse únicamente de conformidad con las normas éticas y 
jurídicas aprobadas por el Estado, de forma compatible con los principios y disposiciones 
enunciados en la Declaración universal sobre Bioética y Derechos Humanos, en 



particular en su Artículo 27, y con el derecho internacional relativo a los derechos 
humanos.  
 
3. En los casos correspondientes a investigaciones llevadas a cabo en un grupo de 
personas o una comunidad, se pedirá además el acuerdo de los representantes legales del 
grupo o la comunidad en cuestión. El acuerdo colectivo de una comunidad o el 
consentimiento de un dirigente comunitario u otra autoridad no sustituye en caso alguno 
el consentimiento informado de una persona.  

 
Art. 858.- Personas carentes de capacidad para dar  consentimiento. De 

conformidad con la legislación nacional, se concederá protección especial a las personas 
que carecen de la capacidad de dar su consentimiento:  
 
1. la autorización para proceder a investigaciones y prácticas médicas deberá obtenerse 
conforme a los intereses de la persona interesada y de conformidad con la legislación 
nacional. Sin embargo, la persona interesada deberá estar asociada en la mayor medida 
posible al proceso de adopción de la decisión de consentimiento, así como al de su 
revocación;  
 
2. se deberá llevar a cabo únicamente actividades de investigación que redunden 
directamente en provecho de la salud de la persona interesada, una vez obtenida la 
autorización y reunidas las condiciones de protección prescritas por la ley, y si no existe 
una alternativa de investigación de eficacia comparable con participantes en la 
investigación capaces de dar su consentimiento. Las actividades de investigación que no 
entrañen un posible beneficio directo para la salud se deberán llevar a cabo únicamente 
de modo excepcional, con las mayores restricciones, exponiendo a la persona únicamente 
a un riesgo y una coerción mínimos y, si se espera que la investigación redunde en 
provecho de la salud de otras personas de la misma categoría, a reserva de las 
condiciones prescritas por la ley y de forma compatible con la protección de los derechos 
humanos de la persona. Se deberá respetar la negativa de esas personas a tomar parte en 
actividades de investigación.  
 

Art. 859.- Respeto de la vulnerabilidad humana y la integridad personal. Al 
aplicar y fomentar el conocimiento científico, la práctica médica y las tecnologías 
conexas, se debería tener en cuenta la vulnerabilidad humana. Los individuos y grupos 
especialmente vulnerables deberían ser protegidos y se debería respetar la integridad 
personal de dichos individuos.  

 
Art. 860.- Privacidad y confidencialidad. La privacidad de las personas 

interesadas y la confidencialidad de la información que les atañe deberá respetarse. En la 



mayor medida posible, esa información no se utilizará o revelará para fines distintos de 
los que determinaron su acopio o para los que se obtuvo el consentimiento, de 
conformidad con el derecho internacional, en particular el relativo a los derechos 
humanos.  

 
Art. 861.- Igualdad, justicia y equidad. Se respetará la igualdad fundamental de 

todos los seres humanos en dignidad y derechos, de tal modo que sean tratados con 
justicia y equidad.  

 
Art. 862.- No discriminación y no estigmatización. Ningún individuo o grupo 

será sometido por ningún motivo, en violación de la dignidad humana, los derechos 
humanos y las libertades fundamentales, a discriminación o estigmatización alguna.  

 
Art. 863 Respeto de la diversidad cultural y del pluralismo. Se tendrá 

debidamente en cuenta la importancia de la diversidad cultural y del pluralismo. No 
obstante, estas consideraciones no se invocarán para atentar contra la dignidad humana, 
los derechos humanos y las libertades fundamentales o los principios enunciados en la 
Declaración universal sobre Bioética y Derechos Humanos, ni tampoco para limitar su 
alcance.  

 
Art. 864.- Solidaridad y cooperación. Se fomentará la solidaridad entre los seres 

humanos y la cooperación internacional a este efecto.  
 
Art. 865.- Responsabilidad social y salud: 

 
1.   La promoción de la salud y el desarrollo social para sus pueblos es un cometido 

esencial del Estado, que comparten todos los sectores de la sociedad.  
 

2. Teniendo en cuenta que el goce del grado máximo de salud que se pueda lograr es 
uno de los derechos fundamentales de todo ser humano sin distinción de raza, religión, 
ideología política o condición económica o social, los progresos de la ciencia y la 
tecnología fomentarán:  
 

a.   El acceso a una atención médica de calidad y a los medicamentos esenciales, 
especialmente para la salud de las mujeres y los niños, ya que la salud es esencial 
para la vida misma y debe considerarse un bien social y humano;  

 
b.   el acceso a alimentación y agua adecuadas;  

 
c.   la mejora de las condiciones de vida y del medio ambiente;  



 
d.   la supresión de la marginación y exclusión de personas por cualquier motivo; y  

 
e.   la reducción de la pobreza y el analfabetismo.  

 
Art. 866.- Aprovechamiento compartido de los beneficios: 

 
1. Los beneficios resultantes de toda investigación científica y sus aplicaciones deberá 
compartirse con la sociedad en su conjunto y en el seno de la comunidad internacional, en 
particular con los países en desarrollo. Los beneficios que se deriven de la aplicación de 
este principio revestirán las siguientes formas:  
 

a.   Asistencia especial y duradera a las personas y los grupos que hayan tomado parte 
en la actividad de investigación y reconocimiento de los mismos; 

 
b.   Acceso a una atención médica de calidad;  

 
c.   Suministro de nuevas modalidades o productos de diagnóstico y terapia obtenidos 

gracias a la investigación;  
 

d.   Apoyo a los servicios de salud;  
 

e.   Acceso a los conocimientos científicos y tecnológicos;  
 

f.   Instalaciones y servicios destinados a crear capacidades en materia de 
investigación;  

 
g.   otras formas de beneficio compatibles con los principios enunciados en la 

Declaración universal sobre Bioética y Derechos Humanos.  
 
2.  Los beneficios no deberían constituir incentivos indebidos para participar en 
actividades de investigación.  
 

Art. 867.- Protección de las generaciones futuras. Se tendrá obligatoriamente 
en cuenta las repercusiones de las ciencias de la vida en las generaciones futuras, en 
particular en su constitución genética.  

 
Art. 868.- Protección del medio ambiente, la biosfera y la biodiversidad. Se 

tendrá debidamente en cuenta la interconexión entre los seres humanos y las demás 
formas de vida, la importancia de un acceso apropiado a los recursos biológicos y 



genéticos y su utilización, el respeto del saber tradicional y el papel de los seres humanos 
en la protección del medio ambiente, la biosfera y la biodiversidad.  

 
Art. 869.- Adopción de decisiones y tratamiento de las cuestiones bioéticas: 

 
1. Se promoverá el profesionalismo, la honestidad, la integridad y la transparencia 
en la adopción de decisiones, en particular las declaraciones de todos los conflictos de 
interés y el aprovechamiento compartido de conocimientos. Se utilizarán los mejores 
conocimientos y métodos científicos disponibles para tratar y examinar periódicamente 
las cuestiones de bioética.  

 
2. Se entablará un diálogo permanente entre las personas y los profesionales 
interesados y la sociedad en su conjunto.  

 
3. Se promoverán las posibilidades de un debate público pluralista e informado, en 
el que se expresen todas las opiniones pertinentes.  
 

Art. 870.- Comités de ética. Se crearán, promoverán, apoyarán y financiarán, al 
nivel que corresponda, comités de ética independientes, pluridisciplinarios y pluralistas 
con miras a:  
 
1. evaluar los problemas éticos, jurídicos, científicos y sociales pertinentes suscitados por 
los proyectos de investigación relativos a los seres humanos;  

 
2. prestar asesoramiento sobre problemas éticos en contextos clínicos;  

 
3. evaluar los adelantos de la ciencia y la tecnología, formular recomendaciones y 
contribuir a la preparación de orientaciones sobre las cuestiones que entren en el ámbito 
de la Declaración universal sobre Bioética y Derechos Humanos;  

 
4. fomentar el debate, la educación y la sensibilización del público sobre la bioética, 
así como su participación al respecto.  
 

Art. 871.- Evaluación y gestión de riesgos. Se promoverá una evaluación y una 
gestión apropiadas de los riesgos relacionados con la medicina, las ciencias de la vida y 
las tecnologías conexas.  

 
Art. 872.- Prácticas transnacionales  

 



1. Los organismos públicos, las instituciones públicas y privadas y los profesionales 
asociados a actividades transnacionales velarán por los principios enunciados en la 
Declaración universal sobre Bioética y Derechos Humanos respecto de toda actividad que 
entre en el ámbito de ella y haya sido realizada, financiada o llevada a cabo de cualquier 
otra manera, en su totalidad o en parte.  

 
2. Cuando una actividad de investigación sea financiada por una fuente ubicada en 
otro Estado, esa actividad deberá someterse a un nivel apropiado de examen ético en el 
Estado anfitrión. Ese examen debería basarse en normas éticas y jurídicas que sean 
compatibles con los principios enunciados en la Declaración universal sobre Bioética y 
Derechos Humanos. 

 
3. Las actividades de investigación transnacionales en materia de salud responderán 
a las necesidades de los países anfitriones y se reconocerá la importancia de que la 
investigación contribuya a la paliación de los problemas urgentes de salud a escala 
mundial.  

 
4. Al negociar un acuerdo de investigación, se establecerán las condiciones de 
colaboración y el acuerdo sobre los beneficios de la investigación con la participación 
equitativa de las partes en la negociación.  

 
5. Se tomarán las medidas adecuadas en los planos nacional e internacional para 
luchar contra el bioterrorismo, así como contra el tráfico ilícito de órganos, tejidos, 
muestras, recursos genéticos y materiales relacionados con la genética.  
 

Art. 873.- Función del Estado en la promoción de la Bioética: 
 

1. Se adoptarán todas las disposiciones adecuadas, tanto de carácter legislativo como 
administrativo o de otra índole, para poner en práctica los principios enunciados en la 
Declaración universal sobre Bioética y Derechos Humanos, conforme al derecho 
internacional relativo a los derechos humanos. Esas medidas serán secundadas por otras 
en los terrenos de la educación, la formación y la información pública.  

 
2. Se alentará la creación de comités de ética independientes, pluridisciplinarios y 
pluralistas, tal como se dispuso en el artículo pertinente.  
 

Art. 874.- Educación, formación e información en materia de bioética: 
 

1. Para promover los principios enunciados en la Declaración universal sobre 
Bioética y Derechos Humanos y entender mejor los problemas planteados en el plano de 



la ética por los adelantos de la ciencia y la tecnología, en particular para los jóvenes, se 
fomentará la educación y formación relativas a la bioética en todos los planos, y se 
estimularán los programas de información y difusión de conocimientos sobre la bioética.  

 
2. Se alentará a las organizaciones intergubernamentales internacionales y 
regionales, así como a las organizaciones no gubernamentales internacionales, regionales 
y nacionales, a que participen en esta tarea.  
 

Art. 875.- Cooperación internacional: 
 

1. Se fomentará la difusión de información científica a nivel internacional y 
estimulará la libre circulación y el aprovechamiento compartido de los conocimientos 
científicos y tecnológicos.  
    
2. En el contexto de la cooperación internacional, se promoverá la cooperación 
científica y cultural y se llegará a acuerdos bilaterales y multilaterales que permitan a los 
países en desarrollo crear las capacidades necesarias para participar en la creación y el 
intercambio de conocimientos científicos y de las correspondientes competencias 
técnicas, así como en el aprovechamiento compartido de sus beneficios.  

 
3. Se fomentará la solidaridad entre los Estados y entre individuos, familias, grupos 
y comunidades, en particular con los que son más vulnerables a causa de enfermedades, 
discapacidades u otros factores personales, sociales o ambientales, y con los que poseen 
recursos más limitados.  
 

Art. 876.- Interrelación y complementariedad de los principios. Los principios 
enunciados se entenderán como complementarios y relacionados unos con otros. Cada 
principio se considerará en el contexto de los demás principios, según proceda y 
corresponda a las circunstancias.  

 
Art. 877.- Limitaciones a la aplicación de los principios. En caso de que resulte 

imposible no imponer limitaciones a la aplicación de los principios enunciados, tales 
limitaciones procederán por ley, en particular las leyes relativas a la seguridad pública 
para investigar, descubrir y enjuiciar delitos, proteger la salud pública y salvaguardar los 
derechos y libertades de los demás. Dicha ley deberá ser compatible con el derecho 
internacional relativo a los derechos humanos.  
 
 
 
 



•   Libro trigésimo segundo 
 

•   DERECHOS DEL PACIENTE MÉDICO –EL TESTAMENTO VITAL Y 
LA MUERTE 

 
TÍTULO CLI – Derechos mínimos del paciente 

 
Art. 878- Son derechos de todo paciente médico, ya en la atención domiciliaria, 

ya en la atención institucional en hospitales, clínicas o instituciones semejantes –
cualesquiera fuere su color, etnia, nacionalidad, religión, ideología, género, identidad de 
género o su expresión, orientación sexual, edad, estado civil, responsabilidad familiar, 
trabajo u ocupación, caracteres físicos, capacidad psicofísica, origen o perfil genético, 
posición económica o condición social-: 

 
1. La asistencia 
2. La información sanitaria 
3. La historia clínica 
4. La interconsulta médica 
5. Las segundas o más opiniones médicas 
6. La confidencialidad 
7. El consentimiento informado 
8. La autonomía de la voluntad 
9. El trato digno y respetuoso 
10. La intimidad 
11. La muerte digna 
12. El testamento vital o directivas anticipadas de la voluntad 
 

•   TÍTULO CLII – Derechos del paciente adulto mayor 
 
Art. 879- Cuando el paciente fuere un adulto mayor, se extremará el trato respetuoso y 
digno. 
 
Art. 880- El médico explicará al adulto mayor, en forma clara y en un lenguaje simple, 
cuál es su diagnóstico y le ofrecerá todas las alternativas de tratamiento al alcance de la 
ciencia médica. 
 
Art. 881- Si a causa de un estado de alteración o agitación espiritual -normal ante toda 
morbilidad- el adulto mayor no comprendiera las explicaciones médicas de inmediato, los 
médicos tratantes estarán obligados a reiterarlas tantas veces como el paciente lo 



requiriese, utilizando siempre un lenguaje llano y específico, evitando alterar al paciente 
y protegiendo su intimidad, su autonomía y su derecho a una decisión auto-referente. 
 

•   TÍTULO CLIII – El testamento vital 
 
Art. 882- En caso de que el paciente no se hallare en condiciones de tomar decisiones y 
hubiere un testamento vital o directivas médicas anticipadas, los médicos tratantes se 
atendrán estrictamente a tales directivas. 
 
Art. 883- Si el paciente no se hallare en condiciones de tomar decisiones y en ausencia 
de directivas médicas anticipadas, los médicos tratantes consultarán a los familiares más 
inmediatos del paciente, o a personas allegadas a él en caso de ausencia de familiares, 
con el objeto de saber si el paciente había expresado alguna voluntad específica referida a 
eventuales tratamientos médicos. 
 
Art. 884- Ante la ausencia de familiares o allegados en el extremo del artículo 
precedente, los médicos tratantes decidirán por sí adoptando las medidas que consideren 
médica y éticamente más adecuadas, siempre con atención a la dignidad del paciente. 
 

•   TÍTULO CLIV – La muerte 
 
Art. 885- Toda persona tiene derecho a su muerte.  
 
Art. 886- Toda persona tiene derecho a vivir y morir de acuerdo a sus propios términos. 
 
Art. 887- Es especial, toda persona tiene derecho a una vida y una muerte dignas en la 
condiciones fijadas por ella.  
 
Art. 888- Toda persona tiene derecho a vivir su ancianidad, sus morbilidades y a recibir 
naturalmente la muerte según sus propios términos y creencias. 
 
Art. 889- La legislación específica determinará las condiciones en las cuales las personas 
podrán ejercer el derecho humano esencial a la muerte digna. 
 
Art. 890- Nadie será obligado en la vejez a recibir tratamientos cuyo propósito sea 
prolongar artificialmente su vida, o prolongar un eventual estado de agonía. 
 
Art. 891- Toda persona tiene derecho a solicitar que se lleven a cabo todos los 
procedimientos médicos hallables, hasta el límite de lo científicamente posible, para 
prolongar su vida si así lo desea. 



 
Art. 892- Toda persona tiene derecho a instruir a sus médicos para que, en caso de caer 
en estado de coma o muerte cerebral, se mantenga artificialmente su vida intentando 
frecuentemente, de acuerdo a los avances de la ciencia médica, su resucitación. A tal 
efecto se tendrán siempre a disposición los últimos avances de la ciencia médica. 
 

•   TÍTULO. CLV – Reglamentación de los derechos mínimos del paciente 
 
Art. 894- El estado reglamentará el ejercicio efectivo de los derechos mínimos del 
paciente. 
 
Art. 895- En la reglamentación referida en el artículo precedente, el Estado se atendrá a 
los principios básicos de la bioética establecidos por el presente Código en el Libro 
“Bioética”. 

 
 
 

• Libro trigésimo tercero 
 

EL DERECHO A TENER DERECHOS 
 

Título CLVI.— La puesta en marcha de los derechos  humanos 
 
 a. El derecho al derecho 
 

Art. 896.— Todas las personas gozan sin más de los derechos, garantías, 
principios y declaraciones contenidos en el presente Código para lo cual se prescriben las 
cláusulas que siguen. 
 
 Art. 897.— Se adoptará todas las medidas administrativas, legislativas, judiciales 
y de la índole que fuere necesario para dar efectividad a los derechos, libertades, 
garantías, principios y declaraciones reconocidos en el presente Código. 
 

Art. 898.— En lo que respecta a los derechos económicos, sociales y culturales, y 
a los derechos al progreso y el desarrollo, el Estado adoptará esas medidas hasta el 
máximo de los recursos de que disponga bajo el principio de que la economía y las 
políticas públicas están subordinadas al bienestar de las personas. 
 

Art. 899.— En caso de que no hubiere recursos suficientes para que el Estado 
garantice el acceso a un derecho, sólo podrá evitar una sanción por violación a los 



derechos humanos si pusiere en marcha un programa destinado a conseguir tales recursos 
en un lapso razonable. 
 

Art. 900.- Todo funcionario que fuere objeto de petición o requerimiento para 
satisfacer un derecho contenido en el presente, tomará medidas concretas y se ocupará de 
dar seguimiento a la petición o reclamo; si su actitud tornara imposible el goce de un 
derecho que, de algún modo pudiere haberse concretado, podrá ser objeto de denuncia de 
acuerdo lo que la ley dispusiere al respecto. 
 
 b. La petición 
 

Art. 901.— La petición es un derecho humano irrenunciable, y toda persona goza 
de él. A su título, podrá requerir  el real goce de garantías, principios, declaraciones o 
derechos actuales y vigentes; y la obtención de recursos suficientes para poner en marcha 
tales derechos, si fuera el caso. 
 
 

• Título CLVII.— Derechos imposibles y puesta en marcha de derechos humanos 
 

Art. 902.— Todo funcionario público que tornare imposible un derecho humano 
o su disfrute por desobediencia, desinterés, ritualismo, burocracia o modos exculpatorios 
que lucieren como excusas, será penado de acuerdo a lo que al respecto se estableciere. 
 

Art. 903.— También podrá ser denunciado el funcionario público que tornare 
oscuro o difuso un derecho humano, dificultare su goce y alcance, obstaculizare su puesta 
en marcha, omitiere la sanción de normas precisas para el real goce de tales derechos o 
no los regla- mentare estando obligado a ello, o se excusare en la falta de recursos 
públicos cuando los hubiere o pudiere reclamarlos. 
 

Art. 904.— Una Comisión Nacional de Derechos Humanos compuesta por 
legisladores nacionales, miembros de la Corte Suprema de Justicia, expertos en derechos 
humanos y miembros del gobierno, tendrá por objeto elaborar y presentar al Congreso o 
al poder ejecutivo todos los proyectos normativos que ordena, requiere o menciona este 
Código para ser sancionados; los mismos se presentarán en el lapso máximo de dos años 
de aprobado el presente. 
 

Art. 905.— La Comisión Nacional de Derechos Humanos creada por el artículo 
precedente propenderá al estudio de derecho nuevo, con el propósito de enviar al Poder 
Ejecutivo o al Congreso, según correspondiere, proyectos de nuevas normas 
concordantes, reglamentarias, ampliatorias, de actualización, puesta en marcha y 



mejoramiento de lo previsto en este Código, según derechos mejores que la evolución del 
buen sentido exhibiera o aconsejare, de modo tal que el plexo de derechos humanos 
resulte siempre actualizado y revitalizado con las mejores experiencias legislativas 
verificables. Asimismo mantendrá relaciones permanentes con los organismos de todos 
los sistemas internacionales de derechos humanos. 
  
 

• Libro trigésimo cuarto 
 

ORGANOS DE APLICACIÓN DE LAS CONVENCIONES 
 

Título CLVIII.— Órganos de aplicación 
 

Art. 906.— El Estado se compromete a establecer un órgano de aplicación para 
cada una de las convenciones, pactos o cualesquiera otros instrumentos internacionales 
sobre derechos humanos ratificados. 
 

Art. 907.— El órgano de aplicación de un instrumento internacional de derechos 
humanos podrá ser un órgano del Estado pre- existente a la ratificación del instrumento. 
 

• Título CLIX.— Obligatoriedad de la aplicación 
 

Art. 908.— El órgano de aplicación de un instrumento internacional de derechos 
humanos será el responsable del desarrollo completo y la puesta en marcha de todos los 
derechos, garantías, principios y declaraciones contenidos en tal o tales instrumentos. 
 
 
 
 

• Libro Trigésimo quinto 
 

AMISTAD Y COOPERACIÓN ENTRE LOS PUEBLOS 
 

TÍTULO CLX – Relaciones de amistad y cooperación 
 

Art. 909.- De conformidad con la “Declaración sobre los principios de Derecho 
Internacional referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados” 
dictada por la Organización de las Naciones Unidas de conformidad con la Carta de las 
Naciones Unidas, se establece el articulado que sigue. 



Art. -910.- El Estado: 

1. Se compromete al mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales y el fomento 
de las relaciones de amistad y de la cooperación entre las naciones. 

2. Recuerda que los pueblos de las Naciones Unidas están resueltos a practicar la 
tolerancia y a convivir en paz como buenos vecinos. 

3. Expresa su compromiso para mantener y fortalecer la paz internacional fundada en la 
libertad, la igualdad, la justicia y el respeto de los derechos humanos fundamentales y de 
fomentar las relaciones de amistad entre las naciones, independientemente de las 
diferencias existentes entre sus sistemas políticos, económicos y sociales o sus niveles de 
desarrollo. 

4. Considera que la fiel observancia de los principios de derecho internacional referentes 
a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados y el cumplimiento de 
buena fe de las obligaciones contraída por los Estados, de conformidad con la Carta, es 
de la mayor importancia para el mantenimiento de la paz y de la seguridad 
internacionales y para la realización de los demás propósitos de las Naciones Unidas. 

5. Sostiene que los grandes cambios políticos, económicos y sociales y el progreso 
científico que han tenido lugar en el mundo desde la aprobación de la Carta de las 
Naciones Unidas, hacen que adquieran mayor importancia estos principios y la necesidad 
de aplicarlos en forma más efectiva en la conducta de los Estados en todas las esferas. 

6. Admite el principio establecido de que el espacio ultraterrestre, incluso la luna y otros 
cuerpos celestes, no podrá ser objeto de apropiación nacional por reivindicación de 
soberanía, uso o ocupación, ni de ninguna otra manera, y consciente de que en las 
Naciones Unidas se está considerando la cuestión de establecimiento de otras 
disposiciones pertinentes de inspiración similar. 

7. Reafirma el estricto cumplimiento de la obligación de no intervenir en los asuntos 
internos de cualquier otro Estado como condición esencial para asegurar la convivencia 
pacífica entre las naciones, ya que la práctica de cualquier forma de intervención, además 
de violar el espíritu y la letra de la Carta de las Naciones Unidas, entraña la creación de 
situaciones atentatorias contra la paz y la seguridad internacionales. 

8. Sostiene su deber de abstenerse en sus relaciones internacionales de ejercer coerción 
militar, política, económica o de cualquier otra índole contra la independencia política o 
la integridad territorial de cualquier Estado, o en cualquier otra forma incompatible con 
los propósitos de las Naciones Unidas. 



9. Establece que es indispensable que todos los Estados arreglen sus controversias 
internacionales por medios pacíficos de conformidad con la Carta de las Naciones 
Unidas. 

10. Admite, de conformidad con dicha Carta, la importancia básica de la igualdad 
soberana y subraya que los propósitos de las Naciones Unidas sólo podrán realizarse si 
los Estados disfrutan de igualdad soberana y cumplen plenamente las exigencias de este 
principio en sus relaciones internacionales. 

11. Recuerda que la sujeción de los pueblos a la subyugación, dominación y explotación 
extranjeras constituye uno de los mayores obstáculos al fomento de la paz y la seguridad 
internacionales. 

12. Reafirma que el principio de la igualdad de derechos y de la libre determinación de 
los pueblos constituye una importante contribución al Derecho Internacional 
contemporáneo, y de que su aplicación efectiva es de la suprema importancia para 
fomentar entre los Estados las relaciones de amistad basadas en el respeto del principio 
de la igualdad soberana. 

13. Sostiene que todo intento de quebrantar parcial o totalmente la unidad nacional y la 
integridad territorial de un Estado o país o su independencia política es incompatible con 
los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas. 

14. Considera las disposiciones de dicha Carta como un conjunto y teniendo en cuenta la 
función de las resoluciones pertinentes aprobadas por los órganos competentes de las 
Naciones Unidas en relación con el contenido de los principios. 

 

Título CLXI.- Principios esenciales para la amistad de los pueblos 

Conforme a lo antedicho, sostiene los siguientes principios esenciales: 

Art. 911.- El Estado, en sus relaciones internacionales, se abstendrán de recurrir a la 
amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad territorial o la independencia política 
de cualquier Estado, o en cualquiera otra forma incompatible con los propósitos de las 
Naciones Unidas. 

Art. 912.-  El Estado arreglará sus controversias internacionales por medios pacíficos de 
tal manera que no se pongan en peligro ni la paz y la seguridad internacionales ni la 
justicia. 



Art. 913.-  El Estado se obliga a no intervenir en los asuntos que son de la jurisdicción 
interna de otros Estados, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas. 

Art. 914.- El Estado reafirma su obligación de cooperar con otros Estados de 
conformidad con la Carta de las Naciones Unidas. 

Art. 915.- El Estado sostiene el principio de la igualdad de derechos y de la libre 
determinación de los pueblos. 

Art. 916.- El Estado sostiene el principio de la igualdad soberana de los Estados. 

Art. 917.- El Estado cumplirá de buena fe con las obligaciones contraídas por ellos de 
conformidad con la Carta de las Naciones Unidas. 

Art. 918.- El Estado fomentá la realización de los propósitos de las Naciones Unidas en 
todo tiempo y lugar. 

 
Libro trigésimo sexto 

 
• PREVALENCIA DE LA BUENA FE 

 
Art. 919.— Todas las relaciones presumirán la buena fe, ya fueren entre 

individuos o personas jurídicas, incluida el Estado. 
 

Art. 920.— El Estado hará conocer internacionalmente su convicción por la 
buena fe, y exhortará a los pueblos del mundo a mantener la paz y a relacionarse con el 
objeto de preservar la vida y el ambiente humano. 
 

Art. 921.— Sobre la base de la ideología de la buena fe, el Estado convocará a 
todas las naciones y pueblos del mundo a preservar la dignidad y la paz, evitar la pobreza, 
enaltecer la alfabetización y el acceso a la cultura, desterrar la miseria indescriptible y el 
desarrollo desigual, cuidar a los niños, enaltecer la dignidad de las personas, evitar la 
tristeza humana y obtener la felicidad de los pueblos. 


